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INTRODUCCIÓN 

En el constitucionalismo moderno, montado sobre el principio de la 

soberanía popular, la supremacía constitucional y la rigidez de las Constituciones, 

llevar a cabo una reforma de la Constitución es una de las operaciones más serias 

que puede acometer un pueblo. En dicho proceso, los tres principios han de ser 

observados y ninguno de ellos puede prevalecer en sacrificio de los otros. La 

soberanía popular debe respetarse siempre que se manifieste de acuerdo con la 

propia voluntad popular, y la supremacía constitucional no puede ser relegada 

bajo la excusa de que el pueblo quiere manifestarse. Por lo que se refiere a la 

rigidez constitucional, la misma debe regularse de manera de permitir los cambios 

y la adaptación de la Constitución, de manera que la voluntad popular pueda 

expresarse y que los hechos no desmoronen el derecho. 

Para ello, precisamente las Constituciones, como manifestaciones de la 

voluntad popular, establecen los mecanismos y procedimientos para su reforma, 

los cuales confirman el principio de la rigidez, y ellos deben respetarse por los 

órganos del Estado.  

Por supuesto, en más de una ocasión en la historia constitucional la fuerza 

de los hechos ha dado al traste con los procedimientos establecidos en las 

Constituciones para su reforma, y después de una ruptura del hilo constitucional 

por un golpe de Estado o una revolución, apelando los triunfantes a la voluntad 

popular, se ha convocado a una Asamblea Constituyente para la redacción de una 

nueva Constitución.  En la historia constitucional de Venezuela puede decirse que 

fue un procedimiento relativamente común a partir del primer Congreso General 
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Constituyente convocado para declarar la independencia y redactar la primera 

Constitución en 1811, y luego a partir de la primera Asamblea Constituyente para 

sucesivas reformas constitucionales a partir de 1857. En ese caso y en todos los 

casos sucesivos (1858, 1864, 1893, 1901, 1945, 1953), las Asambleas 

Constituyentes siempre fueron el resultado de un golpe de Estado o de una 

revolución.1  

La disidencia en ese modelo fue la Asamblea Constituyente de 1999, la 

cual a pesar de no haber estado prevista en la Constitución de 1961 como un 

procedimiento de reforma constitucional, sin embargo fue convocada previa 

consulta popular expresada en un referendo consultivo. Allí se inició otra 

modalidad de reformas constitucionales en Venezuela, hechas en fraude a la 

Constitución, en una práctica constitucional que se ha aplicado durante la década 

de gobierno autoritario que ha padecido el país (1999-2009).2 

Nuestro propósito en estas notas, es estudiar el proceso venezolano de 

reformas y mutaciones constitucionales efectuadas durante esa última década, 

utilizándose algunos elementos e instituciones constitucionales para, en fraude a 

la Constitución,  reformarla o mutarla, minando las bases del Estado de derecho y 

de la democracia. 

I. LA CONVOCATORIA DE LA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE 

EN 1999 AL MARGEN DE LA CONSTITUCIÓN (1961), EL GOLPE DE 

ESTADO CONTRA LOS PODERES CONSTITUIDOS Y LA SANCIÓN DE 

LA NUEVA CONSTITUCIÓN DE 1999 QUE FUE VULNERADA ANTES DE 

QUE COMENZARA A SURTIR EFECTOS  

Efectivamente, una vez que se posesionó en su cargo el Presidente de la 

República, Hugo Chávez Frías, quien había sido electo en diciembre de 1998, el 
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día 2 de febrero de 1999 procedió a convocar un referendo consultivo sobre la 

convocatoria de una Asamblea Constituyente,3 que no estaba regulada en la 

Constitución vigente para la época, que era la de 1961. Con ello, por supuesto, en 

el país se inició una batalla legal para encauzar el proceso constituyente dentro 

del marco de la constitucionalidad, de manera que la necesaria convocatoria de la 

Asamblea Constituyente se hiciese sin la ruptura constitucional que había 

caracterizado las anteriores Asambleas Constituyentes en toda nuestra historia. 

La pauta en la materia, aún cuando bastante ambigua, la dio la Corte 

Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa, en sentencias dictadas el 19 

de enero de 1999, (casos: Referendo Consultivo I y II), con motivo de resolver 

sendos recursos de interpretación que se le habían formulado, sobre la posibilidad 

de convocar un referendo consultivo sobre la Asamblea Constituyente conforme al 

artículo 181 de la Ley Orgánica del Sufragio, y la posibilidad de la convocatoria de 

la misma, no estando dicha instancia política prevista en la Constitución de 19614. 

Era evidente que la Constitución de 1961 debía ser objeto de una reforma 

puntual para regular la Asamblea Nacional Constituyente como un instrumento 

político para la reforma constitucional, a los efectos de que pudiese ser 

convocada, ya que dicha institución no se encontraba dentro de los mecanismos 

de revisión de la Constitución. La verdad es que nada impedía que se convocara 

a un referendo consultivo para consultar al pueblo sobre el tema de la 

convocatoria a una Constituyente; en cambio, la Constitución nada regulaba para 

que una reforma constitucional sólo se derivase de una consulta popular, sin 

que su texto fuera previamente discutido y sancionado por las Cámaras que 

integraban el Congreso mediante el procedimiento de Reforma General y luego 

sancionado mediante referendo aprobatorio.  
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En todo caso, en el dilema entre supremacía constitucional y soberanía 

popular, la única forma para que la segunda prevaleciera sobre la primera tenía 

que ser por vía de una interpretación constitucional emitida por la Corte Suprema 

de Justicia, lo que se concretó en las sentencias señaladas, de las cuales se 

dedujo, a pesar de que no resolvieron expresamente el tema, que se podía 

convocar un referendo consultivo sobre la Asamblea Constituyente, y que la 

misma en definitiva se podía crear mediante la voluntad popular al margen de la 

Constitución de 1961. Las sentencias, en efecto, sólo resolvieron que era 

“procedente convocar a un referendo en la forma prevista en el artículo 181 de la 

Ley Orgánica del Sufragio y Participación Política, para consultar la opinión 

mayoritaria, respecto de la posible convocatoria a una Asamblea Constituyente, en 

los términos expuestos en este fallo” pero no que dicha convocatoria e instalación 

de una Constituyente podía hacerse sin regularla previamente en la Constitución. 

Es decir, la solicitud de los recurrentes de si “con fundamento en dicha norma 

puede convocarse un Referendo que sirva de base para la convocatoria de una 

Asamblea Constituyente sin que medie una Enmienda o una Reforma de la 

Constitución”, no fue resuelto expresamente5.  

La Corte, sin embargo, había hecho en las sentencias una serie de 

consideraciones sobre el derecho inherente de las personas a la participación 

política, sobre el poder constituyente y los poderes constituidos y sobre las 

revisiones constitucionales que tocaron aspectos esenciales del constitucionalismo 

y que permitían vaticinar una posición jurídica futura en caso de nuevos conflictos.  

Por ello, con dichas sentencias se abrió el camino para la estructuración de 

una tercera vía para reformar la Constitución de 1961, distinta a la Reforma 

General y la Enmienda previstas en sus artículos 245 y 246, antes indicadas, 
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como consecuencia de una consulta popular para convocar una Asamblea 

Constituyente6.  

El primer paso para ello lo dio el Presidente de la República el día 2 de 

febrero de 1999, el mismo día que tomó posesión de su cargo, dictando el Decreto 

Nº 3 mediante el cual tomó la iniciativa de decretar “la realización de un referendo 

para que el pueblo se pronunciase sobre la convocatoria de una Asamblea 

Nacional Constituyente” (art. 1); “con el propósito de transformar el Estado y crear 

un nuevo ordenamiento jurídico que permita el funcionamiento efectivo de una 

Democracia Social y Participativa”(primera pregunta); y buscando que el pueblo lo 

autorizara, pura y simplemente, para que el propio Presidente “mediante un Acto 

de Gobierno fije, oída la opinión de los sectores políticos, sociales y económicos, 

las bases del proceso comicial en el cual se elegirán los integrantes de la 

Asamblea Nacional Constituyente” (Segunda pregunta)7. De ese contenido 

resultaba entonces, que el Decreto violaba el artículo 181 de la Ley Orgánica del 

Sufragio y Participación Política, que se invocó como su base legal, en virtud de 

que las preguntas evidenciaban que en lugar de convocarse un referendo 

consultivo, lo que el Presidente estaba convocando en realidad, era un referendo 

decisorio y autorizatorio no regulado ni previsto en dicha norma legal8, no para que 

la Asamblea reformara la Constitución, sino para que asumiera un poder total y 

pudiera incluso sustituir a los poderes constituidos aún antes de la aprobación de 

la reforma constitucional, delegando además en el Presidente de la República el 

poder soberano de decidir sobre las bases comiciales de la Constituyente, lo que 

vulneraba los principios más elementales del Estado de derecho y era 

incompatible con los valores supremos de una sociedad democrática. 
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en Revista de Derecho Público, Nº 77–80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999, pp. 453 y 
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Constituyente? Voz para el futuro de Venezuela, COPRE, caracas 1998. 



Como era de esperarse, a las pocas semanas, el Decreto Nº 3, tratándose 

como era de un acto administrativo, fue impugnado por inconstitucionalidad ante la 

Sala Político–Administrativa de la Corte Suprema de Justicia9, por ser un 

instrumento que podía servir para un fraude a la Constitución, e igualmente fueron 

impugnados los actos del Consejo Supremo Electoral convocando el referendo. 

Una de dichas acciones de nulidad, fue decidida por la Sala Político Administrativa 

en sentencia de 18–03–99, mediante la cual se anuló la Segunda Pregunta de la 

convocatoria al referendo10; afirmándose que la actuación de la Asamblea 

Constituyente era posible porque lo permitía la Constitución de 1961, lo que 

implicaba afirmar que la misma no podía perder vigencia alguna durante la 

actuación de la Asamblea Nacional Constituyente, la cual debía encontrar en dicho 

texto el límite de su actuación, lo que significaba que los poderes constituidos, 

durante el funcionamiento de la Asamblea, debían continuar actuando conforme a 

la Constitución que estaba vigente, no pudiendo la Asamblea ni disolverlos ni 

asumir directamente sus competencias constitucionales11. 

Días antes de ser publicada dicha sentencia, el día 10 de marzo de 1999, 

sin embargo y sin duda ya advertido, el Presidente de la República, emitió un 

nuevo acto administrativo reformatorio del Decreto Nº 3, mediante el cual ordenó 

publicar en Gaceta Oficial la propuesta del Ejecutivo Nacional mediante la cual 

fijaba las bases de la convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente, para 

ser sometida a la aprobación del pueblo en el referendo convocado12. En esas 

bases, sin embargo, se incorporó una, la Décima, en la cual se afirmaba que “Una 

vez instalada la Asamblea Nacional Constituyente, como poder originario que 

recoge la soberanía popular, deberá dictar sus propios estatutos de 
                                                 
9 Véase el texto de la acción de nulidad en Allan R. Brewer–Carías, Asamblea Constituyente 
y Ordenamiento Constitucional, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 1999, pp. 255 
a 321. Véase la relación de todas las acciones de nulidad intentadas en Carlos M. Escarrá Malavé, 
Proceso Político y Constituyente, Caracas 1999, anexo 4. 
10  Véase el texto de la sentencia en Allan R. Brewer–Carías, Poder Constituyente Originario y 
Asamblea Nacional Constituyente, Caracas 1999, pp. 169 a 185. Igualmente en Revista de 
Derecho Público, Nº 77–80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999, pp. 73 y ss. 
11  Véase Allan R. Brewer–Carías, Golpe de Estado y proceso constituyente en Venezuela, 
op. cit, p. 160. 
12 Contenido en un “Aviso Oficial” publicado en G.O. N° 36.658 de 10–03–99, con las bases 
de la convocatoria de la asamblea nacional constituyente, para ser sometida para la aprobación del 
pueblo en el referéndum convocado para el 25 de abril de 1999. 



funcionamiento, teniendo como límites los valores y principios de nuestra historia 

republicana, así como el cumplimiento de los tratados internacionales, acuerdos y 

compromisos válidamente suscritos por la República, el carácter progresivo de los 

derechos fundamentales del hombre y las garantías democráticas dentro del más 

absoluto respeto de los compromisos asumidos”. 

Este texto fue reproducido por el Consejo Nacional Electoral en la nueva 

convocatoria que tuvo que hacer para el referendo, de manera que la Resolución 

respectiva que dictó, de nuevo fue impugnada por considerarse que desacataba el 

fallo de la Corte Suprema del 18 de marzo de 1999, cuando le pretendía atribuir 

“carácter originario” a la futura Asamblea Nacional Constituyente.  

Dicha impugnación fue resuelta por la Sala Político Administrativa, en la 

sentencia de 13 de abril de 199913, en la cual observó que ciertamente, “en la 

sentencia dictada por esta Sala el 18 de marzo de 1999 se expresó con meridiana 

claridad que la Asamblea Constituyente a ser convocada, ‘no significa, en modo 

alguno, por estar precisamente vinculada su estructuración al propio espíritu de la 

Constitución vigente, bajo cuyos términos se producirá su celebración, la 

alteración de los principios fundamentales del Estado democrático de derecho’, y 

que ‘en consecuencia, es la Constitución vigente la que permite la preservación 

del Estado de derecho y la actuación de la Asamblea Nacional Constituyente, en 

caso de que la voluntad popular sea expresada en tal sentido en la respectiva 

consulta”.  

En consecuencia, a los efectos de que no se indujera “a error al electorado 

y a los propios integrantes de la Asamblea Nacional Constituyente, si el soberano 

se manifestase afirmativamente acerca de su celebración, en lo atinente a su 

alcance y límites”, la Sala ordenó que se eliminase la frase “como poder originario 

que recoge la soberanía popular”, a cuyo efecto corrigió y reformuló expresamente 

el texto de la base comicial octava, sin dicha frase. 

Después de todas estas vicisitudes judiciales, y de la corrección del Decreto 

Nº 3 de 2 de febrero de 1999, que fue el primer acto violatorio de la Constitución 

                                                 
13  Véase el texto en Allan R. Brewer–Carías, Poder Constituyente Originario y Asamblea 
Nacional Constituyente, Caracas 1999, pp. 190 a 198. Igualmente en Revista de Derecho Público, 
Nº 77–80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999, pp. 85 y ss. 



de 1961 en todo aquél proceso, el proceso constituyente quedó abierto, 

habiéndose celebrado el referendo consultivo el 25 de abril de 1999, en el cual 

votaron 4.137.509 de los 11.022.936 electores registrados con una abstención 

electoral del 62.2%. La votación por el “sí” representó un 92,4% y la votación “no” 

un 7,6%14. 

En consecuencia, la Asamblea Nacional Constituyente fue electa el 25 de 

julio de 1999, en una votación donde la abstención fue del 53.7%15, resultando, de 

un total de 131 constituyentes electos, 125 con el apoyo del Presidente Chávez, 

con lo que la “oposición” quedó formada por sólo 6 constituyentes16.  

La Asamblea, en todo caso, estaba sometida a las bases aprobadas por la 

voluntad popular expresada en el referendo consultivo del 25 de abril de 1999; 

razón por la cual, durante su funcionamiento debió haber respetado la vigencia de 

la Constitución de 1961, la cual sólo podía perder vigencia cuando el pueblo se 

pronunciara, mediante posterior referendo aprobatorio, sobre la nueva 

Constitución.  

Sin embargo, ello no fue así, y si bien es cierto que el golpe de Estado que 

significó el inconstitucional Decreto Nº 3 del 2 de febrero de 1999 de convocatoria 

del referendo consultivo, al irrumpir contra la Constitución, no llegó a 

materializarse pues sus vicios fueron corregidos judicialmente; fue en cambio la 

Asamblea Nacional Constituyente la que en un proceso sucesivo materializó el 

golpe de Estado contra la Constitución, desacatando además las ordenes 

judiciales emanadas de la Corte Suprema, al haber asumido desde su instalación 

en agosto de 1999, un poder constituyente originario que no tenía conferido. 

En efecto, la ruptura del hilo constitucional en Venezuela y el golpe de 

Estado contra la Constitución de 1961, puede decirse que lo dio la propia 

                                                 
14 Véase José E. Molina V. y Carmen Pérez Baralt, “Procesos Electorales. Venezuela, abril, 
julio y diciembre de 1999” en Boletín Electoral Latinoamericano, CAPEL–IIDH, Nº XXII, julio–
diciembre 1999, San José, 2000, pp. 61 y ss. 
15  José E. Molina y Carmen Pérez Baralt, “Procesos electorales. Venezuela, abril, julio y 
diciembre 1999”, en CAPEL–IIDH, Boletín Electoral Latinoamericano, Nº XXII, cit., pp. 63 y ss. 
16  Cuatro electos en la circunscripción nacional (Allan R. Brewer–Carías, Alberto Franceschi, 
Claudio Fermín y Jorge Olavarría) y dos en las circunscripciones regionales (Antonio Di’Giampaolo 
y Virgilio Avila Vivas). 



Asamblea Nacional Constituyente que se instaló el 3 de agosto de 199917, al 

aprobar su Estatuto de Funcionamiento18 e, inconstitucionalmente19, se declaró a 

si misma “depositaria de la voluntad popular y expresión de su Soberanía con las 

atribuciones del Poder Originario para reorganizar el Estado Venezolano y crear 

un nuevo ordenamiento jurídico democrático”, auto atribuyéndose, además, 

potestad para “en uso de las atribuciones que le son inherentes, podrá limitar o 

decidir la cesación de las actividades de las autoridades que conforman el Poder 

Público” (artículo 1). Como consecuencia de ello, la Asamblea también resolvió que 

“todos los organismos del Poder Público quedaban subordinados” a la misma y, en 

consecuencia, que estaban en la obligación de cumplir y hacer cumplir los “actos 

jurídicos estatales” que emitiera (parágrafo primero, artículo 1º).  

En esta forma, la Asamblea se auto atribuyó potestades públicas por 

encima de la Constitución de 1961, cuyas normas, por disposición de la propia 

Asamblea, se dispuso que sólo se mantendrían en vigencia “en todo aquello que 

no colida o sea contrario con los actos jurídicos y demás decisiones de la Asamblea 

Nacional Constituyente” (parágrafo segundo, artículo 1º)20. 

Con la asunción de este poder, la Asamblea había consumado el golpe de 

Estado, pues se daba a sí misma una carta blanca para violar una Constitución 

que estaba vigente, y someter a todos los órganos del Poder Público constituido y 

electos a que le estuviesen “subordinados”, imponiéndoles la obligación de cumplir 
                                                 
17  En el acto de instalación, el discurso dado por quien venía de ser electo presidente de la 
Asamblea concluyó con estas frases “la Asamblea Nacional Constituyente es originaria y 
soberana”, en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto–Septiembre 1999, Sesión de 03–
08–99, Nº 1, p. 4. 
18  Véase Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto–Septiembre 1999, Sesión de 07–
08–99, Nº 4, p. 151.  
19  Véase los votos salvados por razones de inconstitucionalidad respecto de la aprobación 
del Estatuto en Allan R. Brewer–Carías, Debate Constituyente, (Aportes a la Asamblea Nacional 
Constituyente) tomo I, (8 agosto–8 septiembre 1999), Caracas 1999, pp. 15 a 39. Así mismo, en 
Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto–Septiembre 1999, Sesión de 07–08–99, Nº 4, 
pp. 6 a 13. 
20  Véase en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto–Septiembre 1999, Sesión de 
07–08–99, Nº 4, p. 144. Véase el texto, además, en Gaceta Oficial Nº 36.786 de 14–09–99. Como 
ha señalado Lolymar Hernández Camargo, con la aprobación del Estatuto “quedó consumada la 
inobservancia a la voluntad popular que le había impuesto límites a la Asamblea Nacional 
Constituyente… Se auto proclamó como poder constituyente originario, absoluto e ilimitado, con lo 
cual el Estado perdió toda razón de ser, pues si se mancilló la voluntad popular y su manifestación 
normativa (la Constitución), no es posible calificar al Estado como de derecho ni menos aun 
democrático”, en La Teoría del Poder Constituyente, cit., p. 73. 



sus “actos jurídicos estatales”; ruptura del hilo constitucional que luego se 

materializó mediante sucesivos actos constituyentes que la propia antigua Corte 

Suprema de Justicia no supo controlar hasta que fue cesada, víctima de su propia 

debilidad.  

Notoria fue una confusa sentencia del 14 de octubre de 1999 (caso: 

Impugnación del Decreto de Regulación de las Funciones del Poder Legislativo)21 

en la cual la Corte, cambiando el criterio que había sustentado en la sentencia 

anterior de la Sala Político Administrativa del 18 de marzo de 1999, desligó a la 

Asamblea de las previsiones de la Constitución de 1961, permitiendo que aquélla 

pudiera desconocerla, con lo que ilegítimamente “legitimó” el golpe de Estado que 

la Asamblea había dado al desconocer la Constitución de 1961, particularmente 

en los diversos actos “constituyentes” e inconstitucionales que había adoptado en 

los dos meses precedentes. 

En primer lugar, el primero de los actos constituyentes dictados por la 

Asamblea en violación de la Constitución de 196122, fue el contenido en el 

“Decreto mediante el cual se declara la reorganización de todos los órganos del 

Poder Público” de fecha 12 de agosto de 199923, para cuya emisión la Asamblea 

invocó que ejercía “el poder constituyente otorgado por este [el pueblo]mediante 

referendo...”; es decir, que ejercía un “poder constituyente” que supuestamente le 

había otorgado el “poder constituyente” (pueblo) en el “referendo”, lo cual no era 

cierto.  

Lo cierto es que la Asamblea se fundamentó, para aprobar el Decreto, en 

“lo dispuesto en el artículo primero del Estatuto de esta Asamblea”, en el cual la 

Asamblea se auto confirió, a sí misma, el supuesto carácter de poder 

constituyente originario.; auto atribuyéndose en el Decreto la potestad de disponer 

“la intervención, modificación o suspensión de los órganos del Poder Público que 

así considere...”. Con esta decisión, sin duda, la Asamblea había materializado, 

                                                 
21  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 77–80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
1999, pp. 111 y ss. 
22  Véase en Allan R. Brewer–Carías, Debate Constituyente, tomo I, op. cit., pp. 43 a 56; y en 
Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto–Septiembre de 1999, cit., Sesión de 12–08–99, 
Nº 8, pp. 2 a 4. Véase el texto del Decreto en Gaceta Oficial Nº 36.764 de 13–08–99. 
23  Gaceta Oficial Nº 36.764 de 13–08–99.  



técnicamente, el golpe de Estado, con lo que procedió a intervenir y a regular a 

casi todos los órganos constituidos del Poder Público, comenzando por los 

órganos que ejercían el Poder Legislativo. 

En segundo lugar, el 19 de agosto de 1999, la Asamblea Nacional 

Constituyente resolvió declarar “al Poder Judicial en emergencia” (art. 1º), creando 

una Comisión de Emergencia Judicial, que asumió el proceso de intervención24, 

lesionando la autonomía e independencia del Poder Judicial, y suplantando los 

órganos regulares del gobierno y administración de la Justicia25. El Decreto tuvo la 

misma fundamentación que los anteriores en el sentido de que la Asamblea se 

había ido construyendo a la medida; el ejercicio del poder constituyente originario 

supuestamente otorgado por éste a la Asamblea mediante referendo; el artículo 1º 

del Estatuto de Funcionamiento de la propia Asamblea y el artículo único del 

Decreto de la Asamblea que declaró la reorganización de todos los Poderes 

Públicos constituidos. 

A este decreto de intervención del Poder Judicial, lo siguieron otros como el 

“Decreto de Medidas Cautelares Urgentes de Protección al Sistema Judicial”,26 

que inició el proceso de suspensión masiva de jueces y su sometimiento a 

procedimientos disciplinarios, de incorporación de suplentes, y de designación 

indiscriminada de “nuevos” jueces sin concursos, los cuales quedaron 

dependientes del nuevo Poder que los había designado.  

Lo lamentable de todo este proceso de intervención política del poder 

judicial fue que la Corte Suprema de Justicia, en fecha 23 de agosto de 1999, 

adoptó un desafortunado Acuerdo27, en el cual fijó posición ante el Decreto de 

Reorganización del Poder Judicial dictado por la Asamblea Nacional 

Constituyente; y sobre la designación de uno de sus propios magistrados como 

                                                 
24  Gaceta Oficial Nº 36.772 de 25–08–99 reimpreso en Gaceta Oficial N° 36.782 de 08–09–
99. 
25  Véase en Allan R. Brewer–Carías, Debate Constituyente, tomo I, op. cit., p. 57 a 73; y en 
Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto–Septiembre de 1999, cit, Sesión de 18–08–99, 
Nº 10, pp. 17 a 22. Véase el texto del Decreto en Gaceta Oficial Nº 36.782 de 08–09–99. 
26  Gaceta Oficial Nº 36.825 de 09–11–99. 
27  Véanse nuestros comentarios sobre el Acuerdo en Allan R. Brewer–Carías, Debate 
Constituyente, tomo I, op. cit., pp. 141 y ss. Véanse además, los comentarios de Lolymar 
Hernández Camargo, La Teoría del Poder Constituyente, cit, pp. 75 y ss. 



integrante de la ilegítima Comisión de Emergencia Judicial; con el cual, en 

definitiva, aceptó la inconstitucionalidad, lo que inexorablemente condujo a su 

disolución posterior. 

En tercer lugar, en efecto, el 25 de agosto de 1999, la Asamblea dictó el 

“Decreto mediante el cual se regulan las funciones del Poder Legislativo”28 que 

reformó cinco días después, el 30 de agosto de 199929; arrogándose esta vez 

directa y abiertamente un “poder constituyente originario” que nadie le había 

otorgado, sino ella misma en su propio Estatuto de funcionamiento. Mediante este 

Decreto, la Asamblea materialmente declaró la cesación de las Cámaras 

Legislativas (Senado y Cámara de Diputados), cuyos miembros habían sido 

electos en noviembre de 1998, atribuyéndole además, inconstitucionalmente, la 

función legislativa del Estado a la Comisión Delegada del Congreso y a la propia 

Asamblea Constituyente30. 

En el Decreto de regulación del Poder Legislativo, la Asamblea también 

intervino y eliminó las Asambleas Legislativas de los Estados de la Federación, 

violando la Constitución y vulnerando la autonomía de los Estados, al disponer 

que las funciones de las mismas serían ejercidas por unas Comisiones Delegadas 

de cada una, regulando la forma de su integración (art. 11); y además, revocando 

el mandato de los Diputados de las Asambleas que no integrasen las Comisiones 

delegadas respectivas (art. 12). En cuanto a los Concejos Municipales de los 

Municipios del país, si bien no se los eliminó, se les prohibió realizar operación 

alguna con los ejidos municipales, y aprobar o modificar los Planes de Desarrollo 

Urbano Local (art. 14), lo que se configuraba en una lesión a la autonomía 

municipal que garantizaba la Constitución de 1961 (art. 30), la cual, de nuevo, 

resultó violada. 

                                                 
28  Gaceta Oficial N° 36.772 de 25–08–99.  
29  Gaceta Oficial N° 36.776 de 31–08–99. 
30  Véase en Allan R. Brewer–Carías, Debate Constituyente, tomo I, op. cit., pp. 75 a 113; y en 
Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto–Septiembre 1999, cit., Sesión de 25–08–99, Nº 
13, pp. 12 a 13 y 27 a 30 y Sesión de 30–08–99, Nº 16, pp. 16 a 19. Véase el texto del Decreto en 
Gaceta Oficial Nº 36.772 de 26–08–99.Con posterioridad, sin embargo, y con la intermediación de 
la Iglesia Católica, el 9–9–99, la directiva de la Asamblea llegó a un acuerdo con la directiva del 
Congreso, con lo cual, de hecho, se dejó sin efecto el contenido del Decreto, siguiendo el 
Congreso funcionando conforme al régimen de la Constitución de 1961. Véase el texto del Acuerdo 
en El Nacional, Caracas 10–9–99, p. D–4. 



En cuarto lugar, el 26 de agosto de 1999, la Asamblea decretó la 

suspensión de las elecciones municipales que debían convocarse el 28 de 

noviembre de 199931, lo que constituía una decisión inconstitucional32, pues para 

que pudiera realizarse dicha suspensión debía haberse reformado la Ley Orgánica 

del Sufragio, que dispusiera que los alcaldes, concejales y miembros de juntas 

parroquiales electos en 1998 continuarían ejerciendo sus mandatos. 

Finalmente, en quinto lugar, luego de que se discutió y sancionó la nueva 

Constitución de 1999, la cual fue aprobada junto con sus Disposiciones 

Transitorias en referendo aprobatorio realizado el 15 de diciembre de 1999, una 

semana después, el 22 de diciembre de 1999, la propia Asamblea Nacional 

Constituyente emitió un nuevo Decreto “constitucional” no aprobado por el pueblo, 

el de “Régimen de Transición del Poder Público”,33 dos días después de la 

“proclamación” de la Constitución pero antes de su entrada en vigencia, pues la 

publicación de la Constitución en Gaceta Oficial había sido deliberadamente 

demorada hasta el 30 de diciembre de 199934. 

Así, ante la deliberada ausencia de alguna regulación en las Disposiciones 

Transitorias de la nueva Constitución que se refiriera a cesación en sus cargos de 

los titulares de los órganos del Poder Público y al nombramiento de nuevos 

funcionarios para ello, y ante el afán sobrevenido en el nuevo poder de sustituir a 

todos los titulares de los órganos del Estado sin esperar la elección de la nueva 

Asamblea Nacional; la Asamblea Nacional Constituyente, quiso “hacer efectivo el 

proceso de transición hacia el régimen establecido en la Constitución de 1999”, lo 

que no estaba escrito en norma alguna; y dictó un régimen constitucional transitorio 

no establecido en el texto de la nueva Constitución y sin someterlo a aprobación 

popular por la vía de referendo. 

                                                 
31  Gaceta Oficial Nº 36.776 de 31–08–99.  
32  Véase en Allan R. Brewer–Carías, Debate Constituyente, tomo I, op. cit., pp. 115 a 122; y 
en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Agosto–Septiembre 1999, cit., Sesión de 26–08–99, 
Nº 14, pp. 7 a 8, 11, 13 y 14. Véase el texto del Decreto en Gaceta Oficial Nº 36.776 de 31–08–99. 
33  Véase en Gaceta Oficial N° 36.859 de 29–12–99. 
34  Véase en Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Noviembre 1999–Enero 2000, cit., 
Sesión de 22–12–9, Nº 51, pp. 2 y ss. Véase Gaceta Oficial Nº 36.859 de 29–12–99; y Gaceta 
Oficial Nº 36.860 de 30–12–99. 



En este Decreto, fundamentalmente, la Asamblea Nacional Constituyente 

tomó el siguiente conjunto de decisiones en cuanto a los órganos del Poder 

Público: 

En primer lugar, decidió la definitiva disolución del Congreso, y acordó la 

cesación en las funciones de los senadores y diputados (art. 4) que habían sido 

electos un año antes. Esta decisión, violatoria del principio democrático, 

indudablemente creó un vacío constitucional, pues implicaba que hasta que se 

produjera la elección de los nuevos miembros de la nueva Asamblea Nacional, la 

República carecía de órgano legislativo nacional. Por ello, para “suplir” el vacío 

que la misma Asamblea Nacional Constituyente ilegítimamente creaba, tomó otra 

decisión, que fue la de “crear” un nuevo órgano no previsto en la nueva 

Constitución aprobada por el pueblo, ni en la previa de 1961, para lo cual no tenía 

poder ni autoridad alguna, siendo en consecuencia, totalmente ilegítimo. Se trató 

de una “Comisión Legislativa Nacional” (denominada “Congresillo”), a la cual le 

asignó el Poder Legislativo Nacional “hasta tanto se elijan y tomen posesión los 

diputados integrantes de la Asamblea Nacional” (art. 5), y cuyos miembros 

también fueron designados por la Asamblea (art. 5), a dedo, con integrantes 

afectos al nuevo poder y a los partidos de gobierno. 

En segundo lugar, la Asamblea Nacional Constituyente, en el Decreto del 

22 de diciembre de 1999, también se burló de la nueva Constitución, cuando 

declaró la “disolución de las Asambleas Legislativas de los Estados” (art. 11), para 

lo cual no tenía autoridad alguna de carácter constitucional, al no haberse resuelto 

ello en esa forma en las Disposiciones Transitorias de la Constitución; pues ni 

siquiera ello estaba establecido en su Estatuto de Funcionamiento. Además, la 

Asamblea decidió la cesación en sus funciones, de los diputados que integraban 

las Asambleas (art. 11). Pero la Asamblea Nacional Constituyente, al igual que lo 

que ocurrió con el Poder Legislativo Nacional, a nivel estadal también creó, sin 

competencia alguna, sendas “Comisiones Legislativas Estadales”, atribuyendo el 

nombramiento de sus miembros, incluso, a la “Comisión Coordinadora de la 

Asamblea Nacional Constituyente” (art. 12). Ello no sólo era ilegítimo, al no estar 

prevista esa facultad en norma alguna, sino que también era violatorio de las bases 



comiciales aprobadas en el referendo del 25–04–99, así como de la antes 

mencionada garantía democrática, que era uno de sus límites supra 

constitucionales. 

En tercer lugar, en cuanto a los órganos del Poder Municipal, el artículo 15 

del Decreto de la Asamblea de fecha 22–12–9935 estableció que los Concejos 

Municipales y los Alcaldes “actuales”, ejercerían sus funciones “bajo la supervisión 

y control de la Asamblea Nacional Constituyente o de la Comisión Legislativa 

Nacional” hasta tanto se eligieran popularmente sus nuevos integrantes; 

atribuyendo a la Comisión Coordinadora de la Asamblea Nacional Constituyente o 

la Comisión Legislativa Nacional la potestad de sustituir parcial o totalmente la 

integración de los Concejos Municipales, así como sustituir a los Alcaldes, en los 

casos de graves irregularidades administrativas. 

Esta norma también constituyó una burla a la nueva Constitución, pues 

violaba en su totalidad la garantía de la autonomía municipal prevista en la 

Constitución, así como el principio democrático respecto de las autoridades 

municipales que impone que las mismas sólo pueden ser electas popularmente. 

En cuarto lugar, el artículo 17 del Decreto dispuso, además, que la Corte 

Suprema de Justicia, sus Salas y dependencias desaparecían y pasaban a 

conformar el nuevo Tribunal Supremo de Justicia, por lo que, además de las Salas 

Político Administrativa, de Casación Penal y de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, cuya extinción se decretó, la Asamblea creó las Salas 

Constitucional, Social y Electoral que preveía la nueva Constitución y que aún no 

había entrado en vigencia. 

En el artículo 19 del Decreto, la Asamblea, además, designó los 

Magistrados que pasaban a integrar el Tribunal Supremo de Justicia, sin sujetarse 

a las condiciones establecidas en la nueva Constitución para dichos cargos, entre 

los cuales estaba quien en los dos últimos meses había sido el Presidente de la 

Corte Suprema de Justicia. Sus servicios habían sido reconocidos 

                                                 
35  Véase Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Noviembre 1999–Enero 2000, cit., Sesión 
de 22–12–99, Nº 51, p. 5. 



En quinto lugar, La Asamblea Nacional Constituyente, en el Decreto sobre 

Régimen de Transición del Poder Público de 22–12–99, no sólo nombró al 

Defensor del Pueblo (art. 34), que era para lo único que tenía competencia 

constitucional expresa en las Disposiciones Transitorias de la Constitución 1999, 

sino después de cesar a sus titulares designados por el antiguo Congreso un año 

antes, también nombró al Contralor General de la República (art. 36) y al Fiscal 

General de la República (art. 35), en forma provisional mientras la Asamblea 

Nacional, una vez que se eligiese, designara a los nuevos titulares. 

Incluso, en el Decreto le asignó al Contralor General de la República una 

competencia no prevista en norma alguna del ordenamiento, que era la posibilidad 

de intervenir las Contralorías Estadales y Municipales y designar con carácter 

provisional a los titulares de esas entidades (art. 37), con lo cual violaba la 

autonomía de los Estados y Municipios garantizada en la nueva Constitución. 

En sexto lugar, en cuanto al Poder Electoral, por último, la Asamblea 

Nacional Constituyente, careciendo totalmente de competencia para ello, y en 

forma ilegítima, en el Decreto del 22–12–99 se auto–atribuyó competencia para 

designar a los integrantes del Consejo Nacional Electoral (art. 40), designaciones 

que realizó días después, con carácter provisorio, al nombrar a personas, todas 

vinculadas al nuevo poder y a los partidos que apoyaban al gobierno, lo que 

incluso no garantizaba la imparcialidad electoral necesaria, burlándose del artículo 

296 de la nueva Constitución. 

. El Decreto sobre el Régimen de Transición del Poder Público fue por 

supuesto impugnado ante la Sala Plena de la antigua Corte Suprema de Justicia 

en fecha 29 de diciembre de 1999, respecto a los nombramientos del Fiscal 

General de la República, Contralor General de la República, Magistrados del 

Tribunal Supremo de Justicia, Defensora del Pueblo, Directivos del Consejo 

Nacional Electoral y miembros de la Comisión Legislativa Nacional (“Congresillo”). 

Luego de la remisión del expediente a la nueva Sala Constitucional del nuevo 

Tribunal Supremo de Justicia, sus magistrados, que habían sido producto de dicho 

régimen transitorio que se impugnaba, en lugar de inhibirse, pasaron a decidir en 

causa propia, apresuradamente,  mediante sentencia Nº 4 de fecha 26 de enero 



de 2000 (caso: Eduardo García), considerando que el Decreto era “un acto de 

rango y naturaleza constitucional” y, además “de naturaleza organizativa, por el 

cual se produjo la designación de altos funcionarios del Poder Público Nacional, el 

cual se fundamenta en los propósitos de reorganización del Estado, conferidos a 

la Asamblea Nacional Constituyente,” desestimando el recurso, para lo cual 

concluyeron señalando que: 

“dado el carácter originario del poder conferido por el pueblo de Venezuela a la 

Asamblea Nacional Constituyente, mediante la pregunta Nº 1 y la Base Comicial 

Octava del referendo consultivo nacional, aprobado el 25 de abril de 1999, y por tanto 

la no sujeción de este poder al texto constitucional vigente para la época, la demanda 

propuesta, al fundamentar las presuntas transgresiones en la referida Constitución y 

no en los parámetros y principios consagrados en las bases fijadas en el citado 

referendo, conduce forzosamente a su improcedencia”36. 

En el país, entonces, y como consecuencia de esta y otras sentencias 

posteriores del Tribunal Supremo, existieron dos regímenes constitucionales 

paralelos: uno contenido en la Constitución de 1999, aprobada por el pueblo; y 

otro, dictado con posterioridad a dicha aprobación por la Asamblea Nacional 

Constituyente, no aprobado por el pueblo y de vigencia imprecisa hasta que se 

apruebe toda la legislación que prevé la propia Constitución de 1999, lo cual en 

2009 aún no ha ocurrido. 

El Tribunal Supremo de Justicia, lamentablemente, en lugar de cumplir con 

su deber como contralor de la constitucionalidad, al querer “resolver” el vacío 

creado por la Asamblea Constituyente después de aprobada por referendo 

popular la Constitución de 1999, violentó el ordenamiento constitucional y frustró 

la esperanza de que se afianzara el Estado de Derecho, precisamente cuando 

comenzaba a entrar en aplicación la nueva Constitución. 

                                                 
36  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, 
pp. 93 y ss. 



II. LOS PROCEDIMIENTOS DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN LA 

CONSTITUCIÓN DE 1999.  

En la Constitución de 1999, el principio de la rigidez de la Constitución se 

reflejó en la previsión de procedimientos específicos para la revisión de la 

Constitución, de manera tal que en ningún caso puede hacerse una reforma 

constitucional por la Asamblea Nacional mediante el solo procedimiento de 

formación de las leyes, exigiéndose siempre para cualquier revisión constitucional, 

la participación del pueblo como poder constituyente originario. 

En tal sentido en la Constitución de 1999 se establecieron tres mecanismos 

institucionales para la revisión constitucional que se distinguen según la intensidad 

de las transformaciones que se proponen, y que son las Enmiendas 

Constitucionales, las Reformas Constitucionales y la Asamblea Nacional 

Constituyente. Cada procedimiento tiene su sentido y ámbito de aplicación según 

la importancia de las modificaciones a la Constitución, de manera que para la 

aprobación de las “enmiendas” se estableció la sola participación del pueblo como 

poder constituyente originario manifestado mediante referendo aprobatorio; para la 

aprobación de la “reforma constitucional” se estableció la participación de uno de 

los poderes constituidos, –la Asamblea Nacional– y, además, del pueblo como 

poder constituyente originario manifestado mediante referendo; y para la revisión 

constitucional mediante una “Asamblea Nacional Constituyente”, se estableció la 

participación del pueblo como poder constituyente originario, para primero, decidir 

mediante referendo su convocatoria, y segundo, para la elección de los miembros 

de la Asamblea Constituyente.  

Sobre estos tres mecanismos para la revisión constitucional, la propia Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia ha señalado que: 

“Cada uno de estos mecanismos de reforma tiene sus peculiaridades, los 

cuales con una somera lectura del texto constitucional se puede apreciar que, por 

ejemplo, el procedimiento de enmienda, va a tener por objeto la adición o modificación 

de uno o varios artículos de la Constitución, tal como lo señala el artículo 340 de la 

Carta Magna. Por su parte, la reforma constitucional, se orienta hacia la revisión 

parcial de la Constitución, así como la sustitución de una o varias de sus normas 



(artículo 342). Ambos mecanismos, están limitados por la no modificación de la 

estructura fundamental del texto constitucional, y por un referéndum al cual debe estar 

sometido para su definitiva aprobación, Ahora bien, en el caso de que se quiera 

transformar el Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y redactar una nueva 

Constitución, el texto constitucional vigente consagra la posibilidad de convocatoria a 

una Asamblea Nacional Constituyente (Artículo 347 eiusdem). Igualmente, las 

iniciativas para proceder a la enmienda, reforma o convocatoria de la Asamblea 

Constituyente, están consagradas en el texto constitucional de manera expresa”37. 

De lo anterior resulta que no puede utilizarse uno de los procedimientos de 

revisión constitucional para fines distintos a los regulados en la propia 

Constitución, pues de lo contrario, se incurriría en un fraude constitucional38, tal 

como ocurrió con la reforma constitucional sancionada por la Asamblea Nacional 

el 2 de noviembre de 2007, que fue rechazada por voto popular en el referendo del 

2 de diciembre de 2007. A ello nos referimos más adelante. 

1. Las Enmiendas constitucionales 

El procedimiento de la Enmienda constitucional tiene por objeto la adición o 

modificación de uno o varios artículos de la Constitución, sin alterar su estructura 

fundamental (art. 340). 

De acuerdo con el artículo 341, ordinal 1, la iniciativa para la Enmienda 

puede partir del quince por ciento de los ciudadanos inscritos en el registro civil y 

electoral; o de un treinta por ciento de los integrantes de la Asamblea Nacional o 

                                                 
37  Véase sentencia Nº 1140 de la Sala Constitucional de 05–19–2000, en Revista de Derecho 
Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000. 
38  La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en la sentencia No. 74 de 25–01–
2006 señaló que un fraude a la Constitución ocurre cuando se destruyen las teorías democráticas 
“mediante el procedimiento de cambio en las instituciones existentes aparentando respetar las 
formas y procedimientos constitucionales”, o cuando se utiliza “del procedimiento de reforma 
constitucional para proceder a la creación de un nuevo régimen político, de un nuevo ordenamiento 
constitucional, sin alterar el sistema de legalidad establecido, como ocurrió con el uso fraudulento 
de los poderes conferidos por la ley marcial en la Alemania de la Constitución de Weimar, forzando 
al Parlamento a conceder a los líderes fascistas, en términos de dudosa legitimidad, la plenitud del 
poder constituyente, otorgando un poder legislativo ilimitado”; y que un falseamiento de la 
Constitución ocurre cuando se otorga “a las normas constitucionales una interpretación y un 
sentido distinto del que realmente tienen, que es en realidad una modificación no formal de la 
Constitución misma”, concluyendo con la afirmación de que “Una reforma constitucional sin ningún 
tipo de límites, constituiría un fraude constitucional”. Véase en Revista de Derecho Público, 
Editorial Jurídica Venezolana, No. 105, Caracas 2006, pp. 76 ss. 



del Presidente de la República en Consejo de Ministros. Cuando la iniciativa parta 

de la Asamblea Nacional, la enmienda requiere la aprobación de ésta por la 

mayoría de sus integrantes y se debe discutir, según el procedimiento establecido 

en esta Constitución para la formación de leyes (art. 341,2). 

De esta norma se deduce, por tanto, que la discusión legislativa de las 

Enmiendas sólo se produce cuando la iniciativa parta de la Asamblea Nacional. 

Por tanto, si la Enmienda parte de una iniciativa popular o del Presidente de la 

República, no se somete a discusión ni a aprobación por la Asamblea Nacional, 

sino que directamente se debe someter a referendo aprobatorio (art. 341,3 y 4), al 

cual deben concurrir al menos el 25% de los electores inscritos, bastando para la 

aprobación que haya mayoría de votos afirmativos (art. 73). 

Conforme a lo establecido en el artículo 346, el Presidente de la República 

está obligado a promulgar las Enmiendas dentro de los 10 días siguientes a su 

aprobación. 

Por último, la Constitución exige que las enmiendas sean numeradas 

consecutivamente. Se deben publicar a continuación de la Constitución sin alterar 

el texto de ésta, pero anotando al pie del artículo o artículos enmendados la 

referencia de número y fecha de la enmienda que lo modificó. 

2. Las Reformas constitucionales 

En cuanto a las Reformas constitucionales, conforme al artículo 342 de la 

Constitución, tienen por objeto una revisión parcial de la Constitución y la 

sustitución de una o varias de sus normas que no modifiquen la estructura y 

principios fundamentales del texto constitucional. 

De lo anterior resulta que la diferencia entre la Enmienda y la Reforma es 

muy sutil: aquella tiene por objeto “la adición o modificación de uno o varios 

artículos de la Constitución, sin alterar su estructura fundamental”; ésta tiene por 

objeto, “la sustitución de una o varias de sus normas que no modifiquen la 

estructura y principios fundamentales del texto constitucional”. En definitiva, podría 

decirse que la Enmienda tiene por objeto “añadir o modificar” unos artículos y la 



Reforma la “sustitución” de unos artículos, pero en uno u otro caso, sin alterar o 

modificar la estructura fundamental de la Constitución. 

Sin embargo, el procedimiento para la Reforma es más complejo, pues 

requiere que el texto sea discutido y aprobado por la Asamblea Nacional antes de 

ser sometido a referendo. 

En efecto, la iniciativa de la Reforma de la Constitución la puede ejercer la 

Asamblea Nacional mediante acuerdo aprobado por el voto de la mayoría de sus 

integrantes; el Presidente de la República en Consejo de Ministros o a solicitud de 

un número no menor del quince por ciento de los electores inscritos en el registro 

civil y electoral (art. 342).  

Conforme al artículo 343, la iniciativa de reforma constitucional debe ser 

tramitada por la Asamblea Nacional en dos discusiones (art. 343). El proyecto de 

reforma constitucional aprobado por la Asamblea Nacional debe ser sometido a 

referendo dentro de los treinta días siguientes a su sanción (art. 344). 

El pueblo, en el referendo, se debe pronunciar en conjunto sobre la 

reforma, pero puede votarse separadamente hasta una tercera parte de ella, si así 

lo aprueba un número no menor de una tercera parte de la Asamblea Nacional o si 

en la iniciativa de reforma así lo hubiere solicitado el Presidente de la República o 

un número no menor del cinco por ciento de los electores inscritos en el registro 

civil y electoral. 

La Reforma constitucional se debe declarar aprobada si el número de votos 

afirmativos es superior al número de votos negativos (art. 345).  

En caso de que no sea aprobada la reforma, el artículo 345 dispone que la 

iniciativa de la reforma no puede presentarse de nuevo en un mismo período 

constitucional a la Asamblea Nacional. 

El Presidente de la República debe promulgar las reformas dentro de los 

diez días siguientes a su aprobación. Si no lo hiciere, se aplica lo previsto en el 

artículo 216 de la Constitución (art. 346). 

3. La Asamblea Nacional Constituyente 

Por último, como mecanismo de revisión constitucional, la Constitución de 

1999, producto de una Asamblea Nacional Constituyente que como institución 



para la reforma constitucional no estaba prevista ni regulada en la Constitución de 

1961; prevé precisamente dicho mecanismo en los artículos 347 y siguientes. 

El artículo 347 comienza precisando lo que es lo esencial en este proceso: 

que el pueblo de Venezuela es el depositario del poder constituyente originario39; y 

que en consecuencia, en ejercicio de dicho poder puede convocar una Asamblea 

Nacional Constituyente “con el objeto de transformar al Estado, crear un nuevo 

ordenamiento jurídico y redactar una nueva Constitución”. 

La Asamblea Nacional Constituyente en la Constitución de 1999, por tanto, 

no está concebida como “poder originario” alguno, el cual queda reservado al 

pueblo, en forma intransferible. Sin embargo, contradictoriamente se especifica en 

el artículo 349 que los poderes constituidos no pueden en forma alguna impedir 

las decisiones de la Asamblea Nacional Constituyente, con lo cual la misma podría 

sobreponerse a los poderes constituidos.  

La iniciativa de convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente 

corresponde al Presidente de la República en Consejo de Ministros; a la Asamblea 

Nacional, mediante acuerdo de la dos terceras partes de sus integrantes; a los 

Concejos Municipales en cabildos, mediante el voto de las dos terceras partes de 

los mismos; y al quince por ciento de los electores inscritos en el registro electoral 

(art. 348). 

Ahora bien, sobre está figura de la Asamblea Nacional Constituyente como 

mecanismo para la reforma constitucional, debe observarse lo siguiente: 

En primer lugar, su convocatoria, luego de que se formule la iniciativa 

conforme antes se ha mencionado, corresponde al pueblo como poder 

constituyente originario, por lo que a pesar de que no esté previsto expresamente 

un referendo consultivo para tal efecto, el mismo debería ser convocado al tratarse 

de una materia de especial trascendencia nacional. 

En segundo lugar, debe procederse a la elección de la Asamblea 

Constituyente conforme al resultado de la consulta popular, en la cual se apruebe 

                                                 
39  Véase lo expuesto en Allan R. Brewer–carías, Poder Constituyente originario y Asamblea 
nacional Constituyente, Caracas 1999. 



el “estatuto” de la Asamblea Nacional Constituyente, es decir, sobre su 

integración, la forma de elección de sus miembros y la duración.  

En tercer lugar, la aprobación de la Constitución que emane de la Asamblea 

Nacional Constituyente que se elija, no está sometida a referendo aprobatorio. En 

contraste, debe recordarse que la Constitución de 1999, sancionada por la 

Asamblea Nacional Constituyente, fue aprobada mediante referendo del 15–12–99 

para poder entrar en vigencia; y que la propia Constitución exige que en los casos 

de Enmiendas y de Reformas constitucionales, las mismas deben ser sometidas a 

referendos aprobatorios (arts. 341 y 344). 

III. LA “REFORMA CONSTITUCIONAL” DE 2007, APROBADA EN FRAUDE A 

LA CONSTITUCIÓN, Y LA RENUNCIA DEL JUEZ CONSTITUCIONAL A 

CONTROLAR SU CONSTITUCIONALIDAD   

1. Una “Reforma Constitucional” que sólo podía realizarse mediante 

la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente 

El Presidente de la República de Venezuela, Hugo Chávez Frías, en enero 

de 2007, al tomar posesión de su segundo mandato presidencial (2007-2013), 

anunció al país que propondría una serie de reformas a la Constitución de 1999, 

para cuya elaboración designó un Consejo Presidencial para la Reforma de la 

Constitución,40 el cual estuvo presidido por la Presidenta de la Asamblea Nacional 

e integrado por altos funcionarios del Estado, como fueron: el Segundo 

Vicepresidente de la Asamblea Nacional y otros cuatro diputados, la Presidenta 

del Tribunal Supremo de Justicia, el Defensor del Pueblo, el Ministro del Trabajo, 

la Procuradora General de la República, y el Fiscal General de la República. En 

esta forma, el Presidente de la República comprometió de antemano en su 

proyecto a los titulares de, materialmente, todos los poderes públicos, indicando 

en forma expresa en el Decreto que el trabajo de dicho Consejo se debía realizar 

“de conformidad con los lineamientos del Jefe de Estado en estricta 

                                                 
40   Véase Decreto Nº 5138 de 17-01-2007, Gaceta Oficial, No. 38 607, de 18-01-2007. 



confidencialidad” (art. 2).41 Es decir, el Consejo no tenía libertad alguna de 

pensamiento, y su trabajo debía desarrollarse en estricta confidencialidad, lo que 

de por sí es contrario a los principios que deben guiar cualquier reforma 

constitucional en un país democrático. 

Las pautas para la reforma constitucional que en diversos discursos y 

alocuciones fue dando el Presidente de la República, apuntaron, por una parte, a 

la conformación de un Estado del Poder Popular o del Poder Comunal, o Estado 

Comunal, estructurado desde los Consejos Comunales que ya habían sido 

creados en 2006, al margen de la Constitución,42 como unidades u organizaciones 

sociales no electas mediante sufragio universal, directo y secreto y sin autonomía 

territorial, supuestamente dispuestos para canalizar la participación ciudadana, 

pero conforme a un sistema de conducción centralizado desde la cúspide del 

Poder Ejecutivo Nacional; y por la otra, a la estructuración de un Estado socialista, 

con una doctrina socialista y “bolivariana” como doctrina oficial, sustituyendo al 

sistema plural de libertad de pensamiento y acción que siempre ha existido en el 

país y, en particular, sustituyendo la libertad económica y el estado de economía 

mixta que siempre ha existido, por un sistema de economía estatista y colectivista, 

de capitalismo de Estado, sometido a una planificación centralizada, minimizando 

el rol del individuo y eliminando todo vestigio de libertad económica y de propiedad 

privada. 

Es decir, el objetivo definido por el Presidente era transformar radicalmente 

al Estado y crear un nuevo ordenamiento jurídico, lo que no podía realizarse 

mediante el mecanismo de “reforma constitucional” que regula la Constitución, 

sino que exigía, conforme a su artículo 347, que se convocara y eligiera una 

Asamblea Nacional Constituyente, lo que, por supuesto, hubiera podido implicar 

que la reforma se le escapara de su control férreo.  

En todo caso, el 2 de noviembre de 2007, la Asamblea Nacional, luego de 

haberle dado tres discusiones en algo más de un mes al Anteproyecto de reforma 

                                                 
41  Ello también lo declaró públicamente, además, la Presidenta de la Asamblea Nacional al 
instalarse el Consejo. Véase en El Universal, 20-02-2007.  
42  Ley de Consejos Comunales, Gaceta Oficial,  No. 5806 Extra.,  10-04-2006.  



que el Presidente de la República le había presentado el 15 de agosto de 2007,43 

sancionó el proyecto de reforma a la Constitución de 1999, el cual fue sometido a 

referendo que se fijó para el 2 de diciembre de 2007, en el cual, como se ha dicho, 

el poder constituyente originario se pronunció por rechazarlo por la mayoría de 

votos.  

La rechazada reforma, en todo caso, era una propuesta de modificación 

constitucional que buscaba transformar aspectos esenciales y fundamentales del 

Estado, por lo que, sin duda, de haber sido aprobada, hubiera sido una de las más 

sustanciales de toda la historia constitucional de Venezuela. Con ella, en efecto, 

se buscaba cambiar radicalmente el modelo de Estado Descentralizado, 

Democrático, Pluralista y Social de Derecho que, con todos sus problemas, está 

regulado en la Constitución de 1999, por el de un Estado socialista, centralizado, 

policial y militarista, con una doctrina oficial “bolivariana”, que se identificaba como 

“el Socialismo del Siglo XXI”44 y un sistema económico de capitalismo de Estado. 

Esa reforma se sancionó, como se ha dicho, conforme a la propuesta que durante 

2007 formuló el Presidente de la República, Hugo Chávez Frías, burlando el 

procedimiento que la Constitución requería para un cambio tan fundamental. Se 

trataba, por tanto, de una reforma fraudulenta o realizada en fraude a la 

Constitución, pues se ha utilizado para ello un procedimiento previsto para otros 

fines, engañando al pueblo.45 

                                                 
43  Véase el Proyecto de Exposición de Motivos para la Reforma Constitucional, Presidencia 
de la República, Proyecto Reforma Constitucional. Propuesta del Presidente Hugo Chávez Agosto 
2007. El texto completo fue publicado como Proyecto de Reforma Constitucional. Versión atribuida 
al Consejo Presidencial para la reforma de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, Caracas, Atenea, 1 de julio de 2007. 
44  Véase el Proyecto de Exposición de Motivos para la Reforma Constitucional, Presidencia 
de la República, Proyecto Reforma Constitucional. Propuesta del presidente Hugo Chávez Agosto 
2007, p. 19. 
45  La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en la sentencia No. 74 de 25-01-
2006, señaló que un fraude a la Constitución ocurre cuando se destruyen las teorías democráticas 
“mediante el procedimiento de cambio en las instituciones existentes aparentando respetar las 
formas y procedimientos constitucionales”, o cuando se utiliza “del procedimiento de reforma 
constitucional para proceder a la creación de un nuevo régimen político, de un nuevo ordenamiento 
constitucional, sin alterar el sistema de legalidad establecido, como ocurrió con el uso fraudulento 
de los poderes conferidos por la ley marcial en la Alemania de la Constitución de Weimar, forzando al 
Parlamento a conceder a los líderes fascistas, en términos de dudosa legitimidad, la plenitud del 
poder constituyente, otorgando un poder legislativo ilimitado”; y que un falseamiento de la 
Constitución ocurre cuando se otorga “a las normas constitucionales una interpretación y un 
sentido distinto del que realmente tienen, que es, en realidad, una modificación no formal de la 



La consecuencia de esta propuesta de reforma a la Constitución en relación 

con los ciudadanos, era que, con la misma, de haber sido aprobada, se hubiera 

establecido en Venezuela, formalmente, una ideología y doctrina de Estado, de 

corte socialista y supuestamente “bolivariana”, la cual, en consecuencia, a pesar 

de su imprecisión –y he allí lo más peligroso–, se pretendía que fuera una doctrina 

“oficial”, y por tanto, no hubiera admitido disidencia alguna. No se olvide que todos 

los ciudadanos tienen un deber constitucional esencial  de cumplir y hacer cumplir 

la Constitución (art. 131), por lo que, de haberse aprobado la reforma, todos los 

ciudadanos hubieran tenido el deber de contribuir activamente en la 

implementación de la doctrina oficial del Estado. En ello no hubiera podido 

admitirse ni siquiera la neutralidad. Por tanto, todo pensamiento, toda expresión 

del pensamiento, toda acción o toda omisión que pudiera haber sido considerada 

como contraria a la doctrina oficial socialista y “bolivariana”, o que simplemente la 

“autoridad” no considerase que contribuía a la construcción y siembra del 

socialismo, hubiera constituido una violación a un deber constitucional y hubiera 

podido, por tanto, ser criminalizada; es decir, hubiera podido haber dado lugar a 

sanciones, incluso, penales. Se trataba de crear un pensamiento único, que 

constitucionalmente no hubiera admitido disidencia.  

En todo caso, lo que planteó el Presidente como “reforma constitucional”, lo 

que propuso su Consejo Presidencial y lo que sancionó la Asamblea Nacional en 

noviembre de 2007, como se ha dicho, evidentemente no constituía “una revisión 

parcial de la Constitución y la sustitución de una o varias de sus normas que no 

modifiquen la estructura y principios fundamentales del texto Constitucional”, que 

es lo que, conforme al artículo 342, puede realizarse mediante el procedimiento de 

la “reforma constitucional”, el cual se desarrolla mediante la sola discusión y 

sanción del proyecto por la Asamblea Nacional y posterior sometimiento a 

referendo aprobatorio.  

Lo que se sancionó como proyecto de reforma constitucional por la 

Asamblea Nacional, en realidad, requería la convocatoria de una Asamblea 

                                                                                                                                                     

Constitución misma”, concluyendo con la afirmación de que “Una reforma constitucional sin ningún 
tipo de límites, constituiría un fraude constitucional”. Véase en Revista de Derecho Público, 
Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, No. 105, 2006, pp. 76 y ss. 



Constituyente, y al no hacerlo, lo que el Presidente de la República y la Asamblea 

Nacional cometieron fue un fraude a la Constitución, como lo advirtieron 

reiteradamente las instituciones más representativas del país.46, Incluso, sobre el 

tema, se refirió en términos precisos el magistrado Jesús Eduardo Cabrera, en su 

Voto salvado a la sentencia No. 2042 de la Sala Constitucional de 2 de noviembre 

de 2007: 

“En criterio de quien disiente, un sistema de organización social o 

económico basado en la propiedad y administración colectiva o estatal de los 

medios de producción, como lo es básicamente el socialista, en sus distintas 

concepciones, cual es el propuesto en el Proyecto de reforma, chocaría con lo 

que, para quien suscribe, y la propia Sala, era considerado Estado social, y ello –

en criterio del disidente– puede afectar toda la estructura y los principios 

fundamentales del Texto Constitucional, hasta el punto en que un nuevo 

ordenamiento jurídico tendría que ser creado para desarrollar la construcción del 

socialismo. 

No es que Venezuela no pueda convertirse en un Estado socialista. Si ello 

lo decide el pueblo, es posible; pero a juicio del voto salvante, tal logro sería 

distinto al que la Sala ha sostenido en el fallo de 24 de enero de 2002 (Caso: 

Créditos Indexados) y ello conduciría no a una reforma de la Constitución, sino a 

una nueva Constitución, la cual debería ser votada por el poder constituyente 

                                                 
46  En tal sentido se han pronunciado, por ejemplo, las Academias de Medicina, Ciencias 
Políticas y Sociales, y de Ingeniería y el Hábitat (23-10-2007, El Universal); la Conferencia 
Episcopal Venezolana (19-10-2007, El Nacional), el Instituto de Previsión Social del Abogado, los 
Colegios de Abogados de Distrito Capital, de los Estados Miranda, Aragua, Cojedes, Falcón, Lara, 
Guárico, Carabobo y de Confederación de Profesionales Universitarios de Venezuela (02-11-
2007). Incluso, es significativo que el día 5 de noviembre de 2007, el general Raúl Baduel, quien 
fuera Ministro de la Defensa del Presidente Chávez hasta julio de 2007, se hubiera pronunciado 
públicamente sobre el tema advirtiendo sobre el proceder de los Poderes Ejecutivo y Legislativo 
“que innecesariamente y de forma atropellada, mediante procedimientos fraudulentos, quieren 
imponer una propuesta que requiere una consulta más amplia a través de una Asamblea Nacional 
Constituyente”; que con ello, ambos Poderes “le están quitando poder al pueblo alterando los 
valores, los principios y la estructura del Estado sin estar facultados para ello, ya que el Poder 
Constituyente reside en el pueblo y es el único capaz de llevar a cabo un cambio de esa magnitud", 
que “esta propuesta de reforma sólo le está quitando poder al pueblo por dos vías, primero, porque 
usurpa de manera fraudulenta el Poder Constituyente del pueblo y segundo, porque las 
autoridades de la nueva geometría del poder que se crearía no serían elegidas por el pueblo”; y 
que “de culminar este proceso con la aprobación del mismo por las vías propuestas y la Asamblea 
Nacional, se estaría consumando en la práctica un golpe de Estado, violando de manera 
descarada el texto constitucional y sus mecanismos e introduciendo cambios de manera 
fraudulenta”. Caracas, El Universal, 6-11-07. 



originario. Al menos, en nuestro criterio, esto es la consecuencia del fallo N° 85 de 

24 de enero de 2002.” 

Y es que, en efecto, la reforma constitucional sancionada el 2 de noviembre 

de 2007 era de tal trascendencia, que así, incluso, lo reconocieron, quizás sin 

darse cuenta, los propios diputados de la Asamblea Nacional cuando dispusieron 

que con la misma se sustituyera completamente la Constitución de 1999, 

ordenando a tal efecto, en la Disposición Final, que la Constitución –de haber sido 

aprobada por el pueblo– se imprimiera “íntegramente en un solo texto… Con la 

reforma aquí sancionada y en el correspondiente texto único corríjanse los 

artículos aplicando la nueva terminología señalada en esta Reforma 

Constitucional, en cuanto sea aplicable, suprimiéndose y sustituyéndose de 

acuerdo al contenido de esta Reforma así como las firmas, fechas y demás datos 

de sanción y promulgación”.  

Es decir, de haberse aprobado la reforma por referendo, la Constitución 

hubiera tenido que conocerse como la “Constitución de 2007”, es decir, una 

Constitución diferente, como efectivamente resultaba de su contenido.  Por lo 

demás, con esa Disposición final se le pretendía dar carta blanca, no se sabe a 

quién, para que cambiase otras normas constitucionales sin procedimiento 

constitucional alguno, como ya ocurrió con la “reimpresión” de la Constitución de 

1999, en marzo de 2000.47 

En todo caso, fue la voluntad de llevar adelante la reforma contrariando la 

Constitución y con la sola participación de una Asamblea Nacional, totalmente 

controlada y dominada por el Presidente y sus seguidores, y evitar los “riesgos” 

que podían derivar de la elección de una Asamblea Nacional Constituyente, lo que 

llevó al Presidente de la República y a sus seguidores, a repetir una vez más la 

táctica política del fraude a la Constitución, que ya era un común denominador del 

régimen instalado en el país a partir de 199948, es decir, utilizar las instituciones 

                                                 
47  Gaceta Oficial No. 5453 Extra. de 24-03-2000. 
48  La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en la sentencia Nº 74 de 25-01-
2006 señaló que un fraude a la Constitución ocurre cuando se destruyen las teorías democráticas 
“mediante el procedimiento de cambio en las instituciones existentes aparentando respetar las 
formas y procedimientos constitucionales”, o cuando se utiliza “del procedimiento de reforma 
constitucional para proceder a la creación de un nuevo régimen político, de un nuevo ordenamiento 



existentes aparentando respetar las formas y procedimientos constitucionales (en 

este caso el procedimiento de “reforma constitucional”), para en cambio proceder 

a una radical trasformación del Estado, es decir, como lo ha advertido el Tribunal 

Supremo al definir el fraude constitucional, a pretender realizar “la creación de un 

nuevo régimen político, de un nuevo ordenamiento constitucional, sin alterar el 

sistema de legalidad establecido”49.  

Esto como se dijo anteriormente, ya había ocurrido en febrero de 1999, 

mediante la convocatoria del referendo consultivo sobre la Asamblea Nacional 

Constituyente que no estaba entonces prevista en la Constitución vigente de 

196150; luego ocurrió con la emisión por dicha Asamblea Constituyente, después 

de que la nueva Constitución de 1999 ya se había aprobado por referendo 

popular, el “Decreto del Régimen Transitorio de los Poderes Públicos” que 

obviamente no fue sometido a aprobación popular51; y continuó ocurriendo en los 

últimos años, con la destrucción progresiva y sistemática de la democracia y de 

las instituciones del Estado de derecho, utilizándose sus instituciones desde el 

ejercicio del poder, secuestrando de los derechos y libertades públicas52.  

                                                                                                                                                     

constitucional, sin alterar el sistema de legalidad establecido, como ocurrió con el uso fraudulento 
de los poderes conferidos por la ley marcial en la Alemania de la Constitución de Weimar, forzando al 
Parlamento a conceder a los líderes fascistas, en términos de dudosa legitimidad, la plenitud del 
poder constituyente, otorgando un poder legislativo ilimitado”; y que un falseamiento de la 
Constitución ocurre cuando se otorga “a las normas constitucionales una interpretación y un 
sentido distinto del que realmente tienen, que es en realidad una modificación no formal de la 
Constitución misma”, concluyendo con la afirmación de que “Una reforma constitucional sin ningún 
tipo de límites, constituiría un fraude constitucional”. Véase en Revista de Derecho Público, Nº 105, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, pp. 76 ss. 
49  Idem. 
50  Véase Allan R. Brewer-Carías, Asamblea Constituyente y Ordenamiento Constitucional, 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 1999. 
51  Véase Allan R. Brewer-Carías, Golpe de Estado y proceso constituyente en Venezuela, 
Universidad Nacional Autónoma de México, México 2002. 
52  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El autoritarismo establecido en fraude a la Constitución y a 
la democracia y su formalización en “Venezuela mediante la reforma constitucional. (De cómo en 
un país democrático se ha utilizado el sistema eleccionario para minar la democracia y establecer 
un régimen autoritario de supuesta “dictadura de la democracia” que se pretende regularizar 
mediante la reforma constitucional)” en el libro Temas constitucionales. Planteamientos ante una 
Reforma,  Fundación de Estudios de Derecho Administrativo, FUNEDA, Caracas 2007, pp. 13-74. 
Véase también, “Constitution Making Process in Defraudation of the Constitution and Authoritarian 
Government in Defraudation of Democracy. The Recent Venezuelan Experience”, Ponencia escrita 
para la exposición en la Primera Sesión Plenaria sobre el tema de “La Constitución entre conflicto y 
estabilidad”, del VII International Congress of Constitutional Law, Atenas, Junio 2007. 



En 2007, una vez más, para sancionar una reforma a la Constitución se 

utilizaron fraudulentamente sus propias previsiones pero para fines distintos a los 

establecidos en ellas, acudiéndose al procedimiento de “reforma constitucional” 

(art. 342), pero para producir una transformación radical del Estado, y trastocar el 

Estado Social y Democrático de Derecho y de Justicia de orden civil y convertirlo 

en un Estado Socialista, Centralizado, Policial y Militarista, donde se buscaba que 

desapareciera la democracia representativa, la alternabilidad republicana y toda 

idea de descentralización del poder, se retrocedía en materia de protección de los 

derechos humanos, y se concentraba todo el poder en la Jefatura del Estado, 

desapareciendo la libertad económica y el derecho de propiedad. Ello no era 

posible hacerlo constitucionalmente con el procedimiento de la “reforma”, sino que 

requería del procedimiento de convocatoria de una Asamblea Nacional 

Constituyente (art. 347). Por ello, en sentido similar, como lo reseñó el Tribunal 

Supremo de Justicia al referirse a un hecho histórico trascendente, ello también 

ocurrió “con el uso fraudulento de los poderes conferidos por la ley marcial en la 

Alemania de la Constitución de Weimar, forzando al Parlamento a conceder a los 

líderes fascistas, en términos de dudosa legitimidad, la plenitud del poder 

constituyente, otorgando un poder legislativo ilimitado”53.  

Todo este fraude constitucional que cometió la Asamblea Nacional al 

sancionar la reforma propuesta por el Presidente de la República, fraude que 

también cometió el propio Presidente al proponerla y el Consejo Presidencial para 

la Reforma Constitucional al avalarla, y el Consejo Nacional Electoral al convocar 

el referendo aprobatorio de la misma, comenzó a evidenciarse no sólo del 

contenido de los discursos y anuncios oficiales, sino de las propuestas formuladas 

por el mencionado Consejo (integrado, como se dijo, por los titulares de los demás 

Poderes Públicos) de cambios radicales respecto de una serie de artículos de la 

                                                 
53  Véase la sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia Nº 74 de 25-
01-2006, en Revista de Derecho Público, Nº 105, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, pp. 
76 y ss. 



Constitución, y cuya divulgación, a pesar del “pacto de confidencialidad” que había 

ordenado el Presidente, se efectuó mediante documento en junio de 200754.  

Si bien las propuestas del Consejo, en algunos casos, no fueron acogidas 

por el Presidente de la República en el “Anteproyecto para la primera reforma 

constitucional” presentado el 15 de agosto de 2007 ante la Asamblea Nacional55, 

con las mismas ya se mostraba cual era el pensamiento y la intención de los más 

altos funcionarios del gobierno y del Estado que formaron dicho Consejo, razón 

por la cual, en definitiva, en su casi totalidad fueron luego consideradas y 

aprobadas por la Asamblea Nacional e incorporadas en el proyecto de reforma 

constitucional sancionada. Muchas de ellas eran consecuencia de las propuestas 

de reforma que formuló el Presidente de la República, pero otras no, y en todo 

caso, el Presidente, en el documento que éste presentó ante la Asamblea, 

claramente anunció que lo suyo se trataba de un Anteproyecto para una “primera 

reforma” constitucional, con lo que se abría la puerta para la incorporación de 

otras reformas. 

En todo caso, con el proyecto de reforma constitucional sancionado por la 

Asamblea Nacional en Noviembre de 2007, en Venezuela se busca efectuar una 

radical transformación del Estado y se sentaban las bases para la creación de un 

nuevo ordenamiento jurídico, para:  

Primero, transformar el Estado en un Estado Socialista, con una doctrina 

política oficial de carácter socialista, que se denomina además como “doctrina 

bolivariana”, con lo cual se eliminaba toda posibilidad de pensamiento distinto al 

oficial y, por tanto, toda disidencia, pues la doctrina política oficial se incorporaba 
                                                 
54  El documento circuló en junio de 2007 con el título Consejo Presidencial para la Reforma 
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, “Modificaciones propuestas”. El texto 
completo fue publicado como Proyecto de Reforma Constitucional. Versión atribuida al Consejo 
Presidencial para la reforma de la Constitución de la república Bolivariana de Venezuela, Editorial 
Atenea, Caracas 01 de julio de 2007, 146 pp. Véase Allan R. Brewer-Carías, Hacia la 
consolidación de un Estado Socialista, Centralizado, Policial y Militarista. Comentarios sobre el 
sentido y alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, Caracas, Editorial Jurídica 
Venezolana (Colección Textos Legislativos), No. 42, 2007, p. 157. 
55  Véase Proyecto de Reforma Constitucional. Elaborado por el ciudadano Presidente de la 
República Bolivariana de Venezuela, Hugo Chávez Frías Editorial Atenea, Caracas agosto 2007, 
58 pp. En el Anteproyecto presentado por el Presidente de la República a la Asamblea Nacional, 
se formulan propuestas respecto de los artículos 11, 16, 18, 67, 70, 87, 90, 100, 112, 113, 115, 
136, 141, 156, 167, 168, 184, 185, 225, 230, 236, 251, 252, 300, 302, 305, 307, 318, 320, 321, 328 
y 329. 



en la Constitución, como política y doctrina del Estado y la Sociedad, 

constituyendo un deber constitucional de todos los ciudadanos cumplir y hacerla 

cumplir. Con ello, se sentaban las bases para la criminalización de la disidencia. 

Segundo, transformar el Estado en un Estado Centralizado, de poder 

concentrado bajo la ilusión del Poder Popular, lo que implicaba la eliminación 

definitiva de la forma federal del Estado, imposibilitando la participación política y 

degradando la democracia representativa; todo ello, mediante la supuesta 

organización de la población para la participación en los Consejos del Poder 

Popular, como los Comunales, que son instituciones sin autonomía política alguna, 

cuyos miembros se declaraba que no eran electos, y que son controlados desde la 

Jefatura del gobierno y para cuyo funcionamiento, el instrumento preciso era el 

partido único que el Estado ha tratado de crear durante 2007.  

Tercero, transformar el Estado en un Estado de economía estatista, 

socialista y centralizada, propia de un capitalismo de Estado, con lo que se 

eliminaba la libertad económica y la iniciativa privada, y desaparecía la propiedad 

privada, que con la reforma hubieran dejado de ser derechos constitucionales, 

dándosele al Estado la propiedad de los medios de producción, la planificación 

centralizada y la posibilidad de confiscar bienes de las personas materialmente sin 

límites, configurándolo como un Estado del cual todo dependía, y a cuya 

burocracia quedaba sujeta la totalidad de la población. Ello chocaba, sin embargo, 

con las ideas de libertad y solidaridad social que se proclamaban en la propia 

Constitución, sentando las bases para que el Estado sustituyera a la propia 

sociedad y a las iniciativas particulares, minimizándoselas. 

Cuarto, transformar el Estado en un Estado Policial (represivo), con la 

tarea fundamental de someter a toda la población a la doctrina oficial socialista y 

“bolivariana”, y velar que la misma se cumpliera en todos los órdenes, lo que se 

aseguraba mediante la regulación,  con acentuado carácter regresivo y represivo 

del ejercicio de los derechos civiles en situaciones de excepción, previéndose 

amplios márgenes de restricción y suspensión.  

Quinto, transformar el Estado en un Estado Militarista, dado el rol que se 

le daba a la “Fuerza Armada Bolivariana” en su configuración y funcionamiento, 



toda sometida al Jefe de Estado, y con la creación del nuevo componente de la 

Milicia Popular Bolivariana.  

En esta forma, siete años después de la sanción de la Constitución de 

1999, el mismo Presidente de la República que en aquél momento motorizó la 

concepción y sanción de aquella, a través de sus seguidores, quienes controlaron 

totalmente la Asamblea Constituyente; en 2007 había conducido el proceso de 

cambiar de nuevo la Constitución, esta vez por una Asamblea Nacional también 

totalmente controlada por sus seguidores, pero con el objeto, en este caso, de 

transformar radicalmente el sistema político constitucional venezolano, 

estableciendo un Estado Centralizado del Poder Popular, como Estado Socialista, 

de economía estatal y centralizada, y como Estado Militarista y Policial de 

ideología única oficial, lo que se apartaba radicalmente de la concepción del 

Estado descentralizado, civil, social, democrático y pluralista de derecho y de 

justicia, y de economía mixta que reguló la Constitución de 1999.  

Con las reformas sancionadas por la Asamblea, además, materialmente 

desaparecía la democracia representativa y las autonomías político territoriales, 

buscando sustituírsela por un esquema estatal centralizado supuestamente 

montado sobre una democracia “participativa y protagónica” que estaba controlada 

total y centralizadamente desde arriba, por el Jefe de Estado, en la cual quedaba 

proscrita toda forma de descentralización política y autonomía territorial, y que a la 

vez, restringía los mecanismos de participación política que estaban directamente 

regulados en la Constitución, como son  los referendos y la participación de la 

sociedad civil en los Comité de Postulaciones de altos funcionarios. 

Como se ha dicho, las reformas sancionadas tuvieron su origen directo en 

el “Anteproyecto para la 1era. Reforma Constitucional, Propuesta del Presidente 

Hugo Chávez”, que presentó ante la Asamblea Nacional el 15 de agosto de 2007, 

y en las “Propuestas de Reforma Constitucional” formuladas en junio de 2007 por 

la Comisión Presidencial para la Reforma Constitucional56, de cuyo contenido se 

                                                 
56  En este sentido llama la atención lo afirmado el 17-08-2007 por la Presidenta del Tribunal 
Supremo de Justicia, Presidenta de la Sala Constitucional y miembro del Consejo Presidencial para 
la Reforma Constitucional en el sentido de que, según reseñó Juan Francisco Alonso: “los 
diputados de la Asamblea Nacional no están facultados para realizar ninguna modificación distinta 



evidencia la magnitud del fraude constitucional que se buscaba cometer, 

utilizándose, para engañar al pueblo, un procedimiento inadecuado para hacer 

unas reformas sustanciales que afectaban casi todo el texto constitucional.  Por la 

trascendencia de los cambios efectuados, como se ha dicho, se debió haber 

recurrido al procedimiento de la convocatoria de una Asamblea Nacional 

Constituyente y no al procedimiento de “reforma constitucional”. Al hacerlo, tanto 

el Presidente como su Consejo Presidencial -  integrado, entre otros por la propia 

Presidenta del Tribunal Supremo y por el propio Defensor del Pueblo- comenzaron 

el proceso de reforma violando la Constitución57, en fraude a la misma, tarea que 

completó la Asamblea Nacional en noviembre de 2007. 

                                                                                                                                                     

a las 33 que planteó el jefe del Estado, salvo que alguno de los cambios contenidos en el proyecto 
de reforma altere otras normas. "La reforma fue planteada por el Presidente, por lo tanto es lo que 
presentó el Presidente lo que debe ser estudiado (...) Si (algún artículo) tuviese conexión con los 
que se van a reformar, entonces por técnica legislativa deberían adecuarse, porque no puede 
haber artículos contradictorios", afirmó, al ser consultada sobre la posibilidad de que el Parlamento 
cambie alguna de las normas referidas a la estructura y funcionamiento del Poder Judicial”. Véase 
en El Universal, 18-08-07.  
57  Ello incluso fue advertido de inmediato por el Rector del Consejo Nacional Electoral, Sr. 
Vicente Díaz, quien el día 16-08-2007 indicó “que la propuesta presidencial para reformar el texto 
constitucional modifica las disposiciones fundamentales y por ello sería necesario convocar una 
Asamblea Constituyente para su aprobación”. Véase en Unión Radio, 16 de agosto de 2007, 
http://www.unionradio.com.ve/Noticias/Noticia.aspx?noticiaid=212503. El inicio del procedimiento 
de reforma ante la Asamblea Nacional, por tanto, podría ser impugnado ante la Jurisdicción 
Constitucional, por inconstitucionalidad. Sin embargo, el día 17-08-2007, adelantándose a 
cualquier impugnación y emitiendo opinión impunemente, prejuzgando cualquier asunto, la 
Presidenta del Tribunal Supremo de Justicia, Presidenta de la Sala Constitucional (es decir de la 
Jurisdicción Constitucional) y miembro del Consejo Presidencial para la Reforma Constitucional, 
“dejó en claro que la Sala Constitucional no tramitará ninguna acción relacionada con las 
modificaciones al texto fundamental, hasta tanto éstas no hayan sido aprobadas por los 
ciudadanos en el referendo. "Cualquier acción debe ser presentada después del referendo cuando 
la reforma ya sea norma, porque no podemos interpretar una tentativa de norma. Después de que 
el proyecto sea una norma podríamos entrar a interpretarla y a conocer las acciones de nulidad", 
precisó”. Reseña del periodista Juan Francisco Alonso, en El Universal, Caracas 18-08-07. Luego 
de varias solicitudes de recursos de interpretación sobre el artículo 342 de la Constitución, la 
misma Presidenta de la Sala Constitucional se reservó la elaboración de las ponencias de las 
sentencias, y con motivo de su recusación que efectuaron los peticionantes por estar 
comprometida su imparcialidad en la materia al haber formado parte de la Comisión Presidencial 
para la Reforma Constitucional, en decisión de 01-11-07, el magistrado J.E. Cabrera de la misma 
Sala, decidió que de la lectura del Decreto de creación del Consejo de Reforma (art. 5), “se 
desprende que la Secretaria Ejecutiva, cumplía funciones administrativas y no de redacción, 
corredacción, o ponencia sobre el contenido de un anteproyecto de reforma constitucional; por lo 
que la Dra. Luisa Estella Morales Lamuño no es     -necesariamente- promovente del “Proyecto de 
Reforma Constitucional” que ha presentado el Presidente de la República, y los recusantes no 
señalan cuál aporte de la Secretaria Ejecutiva fue incorporado al Proyecto de Reforma, ni siquiera 
alguno que haga presumir la intervención de la Dra. Morales”; agregando que “Además, por ser 
parte del Consejo Presidencial, la Secretaria Ejecutiva no está dando ninguna recomendación 
sobre el juicio de nulidad de que trata esta causa, ya que nada ha manifestado en ese sentido, ni 



Afortunadamente, el pueblo, consultado en referendo el 2 de diciembre de 

2007, rechazó la reforma propuesta, la cual por tanto no se pudo materializar. 58  

Pero en realidad, de haber funcionado los mecanismos institucionales para la 

protección del Estado de derecho, el referendo convocado para el 2 de diciembre 

de 2007 hubiera podido detenerse por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 

de Justicia, como supremo guardián de la Constitución. La Sala, sin embargo, 

renunció a cumplir su obligación y se negó sistemáticamente a controlar la 

constitucionalidad del procedimiento de reforma constitucional.  

2. La renuncia por parte del Juez Constitucional de controlar el 

fraude a la Constitución perpetrado con la reforma constitucional 

de 2007 

En efecto, desde el momento en que la Constitución estableció 

detalladamente los procedimientos para la revisión de la Constitución, los mismos 

son obligatorios y debían ser respetados por los órganos constituidos del Estado. 

De esas previsiones se deriva el derecho ciudadano a que los procedimientos 

constitucionales se respeten como parte del derecho a la supremacía de la 

Constitución, de manera que toda violación de esos procedimientos es 

inconstitucional y atentatoria del derecho ciudadano a esa supremacía, y tiene que 

ser controlada por el juez constitucional.  

Ello, sin embargo, fue desconocido por la Jurisdicción Constitucional en 

Venezuela, en particular, al decidir varias acciones de amparo constitucional que 
                                                                                                                                                     

se le imputa declaración alguna de su parte que adelante opinión sobre la inconstitucionalidad 
denunciada en esta causa”. Véase también, la Reseña periodística de JFA, El Universal, Caracas 
2-11-07. 
58  Tomando en cuenta los resultados anunciados por el Consejo Nacional Electoral en día 2 
de diciembre en la noche, de un universo de más de 16 109 664 de electores inscritos, sólo 
acudieron a votar 9 002 439 votantes, lo que significó un 44.11% de abstención; y de los electores 
que votaron, votaron por rechazar la reforma (voto NO) por el Bloque de artículos marcado A, 4 
504 354 de votantes, con 50.70% y por el Bloque de artículos marcado B,  
4 522 332 de votantes, con 51.05%. Es decir, sólo votaron por aprobar la reforma (voto SÍ), por el 
bloque A 4 379 392 votantes, con 49.29%; y por el bloque B 4 335 136 votantes con 48.94%. Ello 
equivale a que sólo el 28% del universo de los electores inscritos en el Registro Electoral votaron 
por aprobar la reforma constitucional. En dicho referendo, por tanto, en realidad, no fue que 
“triunfó” el voto NO por poco margen, como aludió el Presidente de la República, Hugo Chávez, 
sino que lo que ocurrió fue que su propuesta de reforma fue rechazada por el 72% de los electores 
inscritos, quienes, o votaron por el NO (50.7%), o simplemente no acudieron a votar para 
pronunciarse por la reforma. 



se ejercieron contra los actos estatales adoptados en sus diversas fases durante 

el procedimiento de reforma constitucional de 2007 inconstitucionalmente 

desarrollado: por el Presidente de la República, quien tuvo la iniciativa, por la 

Asamblea Nacional que discutió y sancionó el proyecto de reforma, y por el 

Consejo Nacional Electoral, que convocó a referendo aprobatorio el proyecto 

inconstitucionalmente sancionado. En todas y cada una de las sentencias que 

resolvieron las acciones intentadas,59 la Sala Constitucional desconoció el derecho 

ciudadano a la supremacía constitucional y a la tutela judicial efectiva, y fue 

declarando inadmisibles o que no había lugar a ellas, considerando, por una parte, 

que no había legitimación alguna de parte de los recurrentes para intentar las 

acciones, y por la otra, con el absurdo argumento de que los actos estatales 

dictados en el procedimiento de reforma constitucional (la presentación del 

proyecto y la sanción de la Asamblea Nacional) no eran actos que producían 

efectos jurídicos externos, ni podían causar gravamen a los derechos de los 

ciudadanos, concluyendo que solamente hubieran podido ser impugnados cuando 

concluyera el procedimiento con el referendo aprobatorio de la reforma, y la 

reforma hubiera sido aprobada.   

La primera decisión en esta materia, se adoptó por la Sala Constitucional 

mediante sentencia N°. 1974 de 23 de octubre de 2007, (Ponencia Luisa Estella 

Morales) en el Caso José Ignacio Guédez Yépez, en una acción de amparo 

constitucional que había sido intentada antes de que la reforma constitucional 

fuera sancionada por la Asamblea Nacional, ejercida por un ciudadano en su 

propio nombre y en protección de derechos difusos y colectivos, contra la 

Asamblea Nacional por la amenaza de violación del derecho constitucional difuso 

correspondiente “a la alternabilidad democrática del poder” consagrado en el 

artículo 6 de la Constitución, por la eventual aprobación por la Asamblea Nacional, 

                                                 
59  Véase el estudio de dichas sentencias en Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional vs. 
la supremacía constitucional. O de cómo la Jurisdicción Constitucional en Venezuela renunció a 
controlar la constitucionalidad del procedimiento seguido para la “reforma constitucional” 
sancionada por la Asamblea Nacional el 2 de noviembre de 2007, antes de que fuera rechazada 
por el pueblo en el referendo del 2 de diciembre de 2007”, en Revista de Derecho Público, núm. 
112, Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 2007, pp. 661-694. 
  
 



del proyecto de Reforma constitucional que le había presentado el Presidente de 

la República.  

La Sala declaró inadmisible la acción, argumentando que el accionante:  

“no sólo no señaló de qué forma se verían afectados los intereses de la 

sociedad -o de alguna porción definida de la misma-, sino que al contrario de 

los planteamientos formulados por el accionante en torno a la interpretación y 

materialización del principio del alternabilidad, es preciso reiterar que la 

reelección en nuestro ordenamiento no supone un cambio de régimen o forma 

del Estado, y muy por el contrario, reafirma y fortalece los mecanismos de 

participación dentro del Estado Democrático, Social de Derecho y Justicia, que 

estableció el Constituyente en 1999  (Cfr. Sentencia de la Sala Nº 1.488 del 28 

de julio de 2006)”60. 

 La Sala estimó, entonces, que la acción intentada “no corresponde a 

derechos o intereses difusos, sino a un interés particular del accionante de limitar 

el ámbito de la reforma constitucional propuesta”, razón por la cual estimó que el 

presunto agraviado carecía de legitimación procesal para intentar una acción de 

amparo en tutela de derechos o intereses difusos o colectivos”.  

Por otra parte, en cuanto a la posibilidad de admitir una acción de amparo 

contra las amenazas a los derechos del accionante, la Sala, reiterando su 

jurisprudencia sobre que la necesidad de que la amenaza sea “inminente, factible 

y practicable por la persona a quien se le imputa el acto, hecho u omisión que se 

señala como lesiva”, señaló que en el caso concreto de la acción de amparo 

contra la presunta amenaza que se derivaba de la posible sanción, en ese 

momento, del proyecto de reforma constitucional por la Asamblea Nacional, que 

esta sólo era un órgano que participaba en el proceso de reforma constitucional 

“pero en el marco del mismo, sólo corresponde al pueblo mediante referendo”, 

concluyendo entonces señalando que “el presunto agraviado no puede pretender 

la materialización de una lesión constitucional, de un hecho futuro o incierto como 

                                                 
60 Véase Sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional Nº 1974 de 23-10-
2007, Caso José Ignacio Guedez Yépez en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/1974-
231007-07-1055.htm 



lo es la eventual aprobación por parte de la Asamblea Nacional y 

consecuentemente del correspondiente referendo aprobatorio del texto de reforma 

constitucional”; y que “para que la supuesta amenaza se concrete y, en 

consecuencia, surta algún efecto jurídico, es necesario la verificación de un 

conjunto de circunstancias hipotéticas para que se materialice lo que a decir del 

accionante, constituye una  amenaza de lesión constitucional”61.  

Posteriormente, mediante sentencia N° 2042 (Ponencia de Francisco A. 

Carrasquero), dictada en el Caso Néstor Luís Romero de 2 de noviembre de 2007, 

es decir, el mismo día en el cual la Asamblea Nacional sancionó el proyecto de 

reforma constitucional, la Sala Constitucional decidió una acción de amparo 

también intentada contra la amenaza de lesión de los derechos constitucionales 

del accionante derivados de los artículos 342 y siguientes de la Constitución, por 

parte del Presidente de la República y la Asamblea Nacional al pretender tramitar 

como reforma constitucional un proyecto que contenía modificaciones a la 

estructura y principios fundamentales del Estado, violando la Constitución. La 

acción había sido intentada específicamente contra el Presidente de la República, 

por haber presentado el proyecto, y contra la Asamblea Nacional, por haberlo 

admitido para su discusión. En este caso, la Sala Constitucional también declaró 

inadmisible la acción, pero en este caso por falta de legitimación del recurrente, 

considerando que al intentar la acción, el mismo “no señaló, ni se evidencia de 

autos, de qué manera las actuaciones denunciadas como lesivas son susceptibles 

de vulnerar sus derechos constitucionales.”62  

Para decidir, la Sala recordó el “carácter personalísimo” de la acción de 

amparo, “de modo que sólo puede ser incoada por el afectado inmediato de la 

infracción constitucional, dejando a salvo supuestos especiales, como los 

reclamos efectuados en protección de los derechos colectivos o difusos, que 

nacen del reconocimiento de esta esfera de derechos por parte del artículo 26 de 

la Constitución, o el caso del amparo a la libertad y la seguridad personal, en el 

                                                 
61 Ibídem 
62 Véase sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional N° 2042 del 2 de 
Noviembre de 2007, Caso Néstor Luis Romero Méndez en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2042-021107-07-1374.htm 



que cualquier persona está legitimada para intentarlo”. En el caso concreto, por 

tanto, la Sala concluyó que: “el accionante no señaló cuál es la situación jurídica 

subjetiva lesionada o amenazada por las actuaciones que denunció como lesivas” 

siendo que “la denuncia planteada está referida a la supuesta amenaza de 

infracción constitucional producida por la inclusión en el contenido del Proyecto de 

Reforma presentado ante la Asamblea Nacional por iniciativa del Presidente de la 

República, de normas que, en opinión del accionante, modifican la estructura y 

principios fundamentales del Texto Constitucional, en contravención a los límites 

establecidos en el artículo 342 de la Constitución vigente”. Sin embargo, decidió la 

Sala que el accionante “no expuso de qué forma su situación jurídica personal se 

vería afectada por las actuaciones denunciadas, ya que sólo se limitó a señalar la 

presunta inconstitucionalidad del aludido proyecto de reforma”63.  

Para afirmar esto, la Sala desconoció el derecho ciudadano a la 

supremacía constitucional, afirmando que del artículo 342 de la Constitución que 

regula el procedimiento de reforma constitucional, “no consagra derechos, 

garantías o libertades de carácter individual” ni “establece derechos difusos, ya 

que la misma no prevé una prestación genérica o indeterminada en cuanto a sus 

posibles beneficiarios, en los términos establecidos por la doctrina de esta Sala.” 

Por último, la Sala consideró que la acción de amparo interpuesta no podía 

tampoco “ser considerada como ejercido en protección de derechos colectivos, ya 

que se ejerció en nombre propio y no en nombre de un sector poblacional 

determinado e identificable.” 64 

Con base en estos argumentos declaró la inadmisibilidad de la acción de 

amparo interpuesta, contrariando doctrina de la propia Sala, como la sentada en 

sentencia que suspendió las elecciones generales de mayo de 2000, que benefició 

“tanto para las personas naturales y organizaciones que han solicitado la 

protección de amparo constitucional como para todos los electores en su 

conjunto”65.  

                                                 
63  Ibidem 
64  Ibidem  
65  Véase sentencia de la Sala Constitucional Nº 483 de 29–05–2000, Caso: “Queremos 
Elegir” y otros, en Revista de Derecho Público, Nº 82, Caracas, 2000, EJV, pp. 489–491 



A la anterior decisión N° 2042 - Caso Néstor Luís Romero-  le siguió la 

sentencia de la misma Sala Constitucional N°. 2191 de 22 de noviembre de 2007 

(Ponente Marcos Tulio Dugarte), dictada en el Caso Yvett Lugo Urbaéz con motivo 

de la acción de amparo intentada, en esta oportunidad contra el acto sancionatorio 

de la reforma constitucional adoptado por la Asamblea Nacional el 2 de noviembre 

de 2007 y la convocatoria a referendo efectuada por el Consejo Nacional Electoral, 

porque dichos actos constituían una subversión del trámite procedimental para la 

modificación de la Constitución, pues el procedimiento de reforma constitucional 

no podía utilizarse para alterar la estructura y principios fundamentales de la 

Constitución Nacional. 

En este caso, la Sala decidió que “no ha lugar a la acción”, pues los actos 

impugnados supuestamente no causaban gravámenes susceptibles de control. 

Para llegar a esta conclusión, la Sala, citando dos previas decisiones de 7 de 

noviembre de 2007 (N° 2108, caso Jorge Paz Nava y otros)66 y de 13 de 

noviembre de 2007 (N° 2147, caso Rafael Ángel Briceño)67 , reiteró su criterio de 

que “la reforma constitucional es un proceso complejo conformado por la 

concreción de múltiples factores para asegurar la legitimidad institucional y 

democrática del cambio”68, el cual “se configura en etapas sucesivas en la que 

interactúan autoridades públicas (Presidente de la República), órganos del Estado 

(Asamblea Nacional y Consejo Nacional Electoral) y el pueblo, que en definitiva 

ostenta el poder para aprobar y validar mediante el voto la reforma propuesta.”69 

Con base en ello, la Sala consideró que “las etapas tempranas o de formación del 

proyecto de reforma constitucional no causan gravamen alguno porque no 

exteriorizan sus efectos y, por lo tanto, no son susceptibles de control 

                                                 
66 Véase la sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional No 2108 del 7 de 
Noviembre de 2007, Caso Jorge Paz Nava y otros en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2108-071107-07-1484.htm 
67 Véase sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional No 2147 del 13 de 
Noviembre de 2007, Caso Rafael Ángel Briceño, en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2147-131107-07-1476.htm 
68 Véase sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional No 2191 del 22 de 
Noviembre de 2007, Caso Yvett Lugo Urbaéz 
enhttp://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2191-221107-07-1605.htm. Criterio reiterado 
también en las sentencias 2108/2007; 2147/2007 y 2189/2007 de esta misma sala. 
69 Ibidem 



jurisdiccional”70, de manera que “sólo será el desenvolvimiento de ese proceso el 

que determine la posibilidad de control de un acto que, sin exteriorizar sus efectos, 

puede ser objeto de control”71.  

Es decir, conforme al criterio de la Sala, debía esperarse la aprobación de 

la reforma mediante referendo para poder juzgar su constitucionalidad, pues 

supuestamente los actos estatales de las diversas fases del procedimiento no 

producen efectos jurídicos externos. Para llegar a esta conclusión, la Sala afirmó 

que  

“el acto de la Asamblea Nacional sancionado el 2 de noviembre de 2007 

contentivo de la “Reforma de la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela” no es un acto normativo, por cuanto al no adquirir eficacia no produce 

efectos jurídicos externos, esto es, no afecta relaciones jurídicas abstractas o 

concretas, por lo que mal puede lesionar o amenazar derecho constitucional alguno 

ya que no posee carácter obligatorio y, por tanto, no puede órgano del Estado 

alguno o particular darle ejecución”.72 

Luego, analizando el procedimiento de reforma constitucional como si fuera 

equivalente al de formación de las leyes, concluyó la Sala señalando que en 

Venezuela no hay control previo de constitucionalidad sobre los proyectos de 

leyes, declarando entonces que no se puede impugnar en forma previa el acto 

sancionado por la Asamblea Nacional, declarando en consecuencia que “no ha 

lugar a la acción”73.  

Se observa, con esta decisión, que la Sala no fue que declaró “inadmisible” 

la acción, sino que con la misma, en realidad, lo que hizo fue negar el derecho 

ciudadano de acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva consagrados 

en la Constitución (art. 26), al “inventar” la Sala un tipo de “decisión” no 

prevista en la Ley que rige sus funciones, de que “no ha lugar a la acción” 

que equivale a decidir, que el ciudadano en ese caso, no tiene derecho de 

acceder a la justicia. Ello es la negación misma del Estado de derecho. 

                                                 
70 Ibidem 
71 Ibidem 
72   Ibidem 
73 Ibidem 



Por otra parte, en cuanto a la acción de amparo ejercida contra el acto del 

Consejo Nacional Electoral convocando el referendo, la Sala lo declaró 

inadmisible porque dicho acto sólo se podía impugnar mediante acción de 

inconstitucionalidad por supuestamente tratarse de actos de ejecución directa de 

la Constitución, con lo cual, de otro plumazo, la Sala Constitucional renunció a 

proteger la Constitución, se negó a reconocer la existencia del derecho ciudadano 

a la supremacía constitucional, y negó la posibilidad de la acción de amparo contra 

actos del Consejo Nacional Electoral en contra del principio de la universalidad del 

amparo de otrora arraigada raíz en la jurisprudencia, expresada en la sentencia de 

la antigua Corte Suprema de Justicia, de 31 de enero de 1991 (Caso Anselmo 

Natale), en la famosa frase de que “no puede existir ningún acto estatal que no 

sea susceptible de ser revisado por vía de amparo”.74 

La comentada sentencia No 219175, se dictó en paralelo con la sentencia 

No. 2193 del mismo día 22 de noviembre de 2007 (Ponente: Carmen Zuleta de 

Merchán), dictada en el Caso Luis Hueck Henríquez76, con motivo de la 

interposición de una acción de amparo constitucional también contra los actos de 

la Asamblea Nacional y contra el Consejo Nacional Electoral mediante los cuales 

se aprobó el texto definitivo de la Reforma Constitucional y se convocó al 

referendo a que alude el artículo 346 de la Constitución, a cuyo efecto el 

recurrente adujo actuar “en nombre de los intereses colectivos y difusos de los 

inscritos en el Registro Electoral Permanente”77. 

Esta acción también fue declarada inadmisible, para lo cual la Sala estimó 

que en el caso concreto, no estaban presentes “aspectos que caracterizan a este 

tipo de derechos o intereses, y a los cuales se ha referido esta Sala en distintas 

oportunidades (entre otras, en sentencia del 18 de febrero de 2003, recaída en el 
                                                 
74  Citada por la sentencia de la Sala Político Administrativa de la misma antigua Corte 
Suprema de 24 de mayo de 1993, en Revista de Derecho Público, N° 55–56, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 1993, pp. 284–285. 
75 Véase sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional No 2191 del 22 de 
Noviembre de 2007, Caso Yvett Lugo Urbaéz 
enhttp://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2191-221107-07-1605.htm. 
76 Véase sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional No 2193 del 22 de 
Noviembre de 2007, Caso Luis Hueck Henríquez en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2193-221107-07-1641.htm 
77 Ibidem 



caso: César Pérez Vivas) como lo son que los hechos en que se funde la acción 

sean genéricos y que la prestación requerida sea indeterminada”78, constatando 

que la acción intentada no perseguía “la protección de la calidad de vida de un 

grupo determinado o indeterminable de ciudadanos, sino que, en la forma en la 

cual fue planteada dicha pretensión, persigue un pronunciamiento jurisdiccional de 

esta Sala tendiente a restringir o anular dos actos dictados por órganos que 

ejercen el Poder Público en los términos previstos en el artículo 343 y 346 de la 

Constitución”79. De ello concluyó la Sala, señalando que “la pretensión de la parte 

accionante escapa del carácter protector de la calidad de vida que involucra la 

tutela de los derechos difusos, por cuanto no se persigue la protección de un bien 

común”80.  

En el caso concreto, además, la Sala señaló que “la lesión constitucional se 

le atribuye a un proyecto de reforma aprobado por la Asamblea Nacional y que 

será sometido a referendo próximamente”, lo que supuestamente “quiere decir que 

la efectividad del texto definitivo aún no se ha verificado y, por lo tanto, no se 

cumple con el requisito de la inmediatez de la lesión”81, razón por la cual declaró la 

inadmisibilidad de la acción. 

En otra sentencia No. 2198 de 23 de noviembre de 2007 (Ponente: Arcadio 

Delgado Rosales), Caso Moisés Troconis Villarreal82, la misma Sala Constitucional 

también declaró inadmisible otra acción de amparo intentada, esta vez por quien 

había sido un magistrado del Tribunal Supremo, intentada contra la sanción de la 

reforma constitucional por la Asamblea Nacional, alegando violación al “derecho 

fundamental a la Constitución de la República, a su integridad y a su revisión”, en 

particular, “del derecho y de la garantía constitucionales consagrados en los 

artículos 334, primer párrafo y 342, primer párrafo, de la Constitución de la 

República”. Para tal fin, la Sala consideró que no evidenciaba “que las precitadas 

                                                 
78 Ibidem 
79 Ibidem 
80  Ibidem  
81 Ibidem 
82 Véase la sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en  Sala Constitucional, No 2198 del 23 de 
Noviembre de 2007, Caso Moisés Troconis Villareal en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2198-231107-07-1645.htm 



normas consagren derechos, garantías o libertades de carácter individual o de 

naturaleza colectiva o difusa”, sino más bien “estas disposiciones consagran 

competencias a ser ejercidas por el Poder Público”; decidiendo, en definitiva que 

“no contempla derechos” y que “al no advertirse en dichas normas ningún derecho 

o garantía, sino competencias y atribuciones a ser ejercidas por lo poderes 

públicos, esta Sala considera que en las aludidas disposiciones no existen 

derechos a ser tutelados.”83  

Por ello la Sala concluyó, en el caso concreto, que no había evidenciado del 

escrito del accionante “cómo las actuaciones denunciadas como lesivas son 

susceptibles de vulnerar sus derechos o garantías constitucionales”, decidiendo 

también que carecía “de legitimación activa para incoar la acción de amparo”.84 

Desconoció, así, la Sala Constitucional, de nuevo, el derecho ciudadano a la 

supremacía constitucional.  

La Sala Constitucional, en efecto, al declarar la inadmisibilidad de estas 

acciones de amparo constitucional, en definitiva, lo que consideró fue que la 

norma del artículo 342 supuestamente no contenía derecho constitucional alguno, 

concluyendo como lo dijo en la antes citada sentencia No 2042 (Caso Néstor Luís 

Romero) de 2 de noviembre de 2007, que el accionante “no tiene legitimación 

activa alguna para incoar la presente acción de amparo constitucional, por cuanto 

no señaló, ni se evidencia de autos, de qué manera las actuaciones denunciadas 

como lesivas son susceptibles de vulnerar sus derechos constitucionales”, por lo 

cual declaró inadmisible la acción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

19,5, de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, “por la falta de 

legitimación del accionante”.  

El magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz, en cambio, en dicha sentencia 

No 2042 salvó su Voto por considerar básicamente que, al contrario, la norma del 

artículo 342:  

“entraña un evidente derecho de rango constitucional y alcance general para 

todos los ciudadanos, en el sentido de que, sólo por su condición de tales, en cuanto 
                                                 
83 Ibidem 
84 Ibidem  



suscriptores del pacto social que es, en definitiva, una Constitución, que determina la 

directa afectación de su esfera jurídica constitucional cuando dicho pacto es alterado, 

lo cual les proporciona legitimación para la defensa de dicha esfera jurídica y título 

jurídico suficiente para exigir a los destinatarios directos de la norma (la Asamblea 

Nacional -mediante acuerdo aprobado por el voto de la mayoría de sus integrantes-, 

el Presidente o Presidenta de la República en Consejo de Ministros; o un número no 

menor del quince por ciento de los electores inscritos y electoras inscritas en el 

Registro Civil y Electoral, que son quienes tienen iniciativa para solicitarla), como 

conducta determinada de la cual es acreedor aquél, el estricto cumplimiento o apego 

a ella. En el peor de los casos, se trataría, en términos análogos, de un interés –por 

oposición a derecho propiamente dicho- igualmente legitimador.” 85  

El Magistrado salvante del voto ratificó entonces su criterio de que no cabe 

duda de que:  

“el artículo 342 entraña un derecho de todos –como miembros de la sociedad 

suscriptora del pacto social- a que la reforma constitucional proceda –y solo proceda- 

para “una revisión parcial de esta Constitución y la sustitución de una o varias de sus 

normas que no modifiquen la estructura y principios fundamentales del Texto 

Constitucional”, de manera que, cuando el demandante alegó la supuesta vulneración 

de esta norma ante una eventual reforma constitucional que incluya modificaciones en 

la estructura y principios fundamentales del Estado, está, ciertamente, haciendo 

referencia a la supuesta lesión a derechos constitucionales difusos, los cuales tienen 

expresa protección constitucional según dispone el artículo 26 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela.” 86 

En la misma orientación restrictiva de las anteriores sentencias, la Sala 

Constitucional mediante sentencia No. 2211 (Ponente: Arcadio Delgado Rosales) 

de  29 de noviembre de 2007, Caso Claudia Nikken y Flavia Pesci Feltri87,  

                                                 
85  Véase sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional N° 2042 del 2 de 
Noviembre de 2007, Caso Néstor Luis Romero Méndez en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2042-021107-07-1374.htm   
86  Ibidem 
87  Véase Sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional Nº 2211 de 29-
11-2007, Caso Claudia Nikken y Flavia Pesci Feltri, en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2211-291107-07-1617.htm 
 



también declaró la inadmisibilidad de la acción de amparo que estas ciudadanas 

habían interpuesto en nombre propio como abogadas integrantes del sistema de 

justicia y asumiendo “la representación del Pueblo de Venezuela” contra el 

Presidente de la República, la Asamblea Nacional  y  el Consejo Nacional 

Electoral, con fundamento en los artículos 26, 27 y 333 de la Constitución, con la 

finalidad de que se proteja el derecho del pueblo de Venezuela al reconocimiento 

de su soberanía, que consideraron violado al rebasar dichos órganos los límites 

sustanciales de su competencia al darle curso a la reforma constitucional. 

En este caso, la inadmisibilidad de la acción fue declarada por la Sala, por 

inepta acumulación de dos acciones que la Sala estimó como no acumulables, 

que eran la referida en el artículo 26, que es la acción de tutela de intereses 

colectivos o difusos, y la referida en el artículo 27, que es la acción de amparo. Sin 

embargo, ello no impidió que la Sala en forma expresa, desconociera el carácter 

de derecho constitucional del “derecho del pueblo de Venezuela al reconocimiento 

de su soberanía”, el cual estimó que en “’sensu stricto’ no es un derecho (no está 

incluido como tal en el Título III de la Constitución), sino un principio contemplado 

expresamente en el Título I, artículo 5 de la Carta Fundamental,” decisión con la 

cual el juez constitucional redujo la categoría de derechos constitucionales a los 

incluidos en el Titulo III de la Constitución, y desconociendo tal condición a los 

otros derechos fundamentales derivados de la organización del Estado, como el 

derecho a la democracia, el derecho al control del poder, el derecho a la 

supremacía constitucional y el derecho al reconocimiento de la soberanía popular.  

En todo caso, la actitud de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en 

2007 al renunciar a ejercer su rol de guardián de la Constitución, no es de 

extrañar. El día 17 de agosto de 2007, sólo dos días después de que el Presidente 

de la República había presentado su Anteproyecto de reforma constitucional ante 

la Asamblea Nacional para inconstitucionalmente y en fraude a la Constitución 

iniciar el procedimiento de “reforma constitucional”, la Presidenta de la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo (es decir, de la Jurisdicción Constitucional) y 

del propio Tribunal Supremo, quien a la vez era miembro del Consejo Presidencial 

para la Reforma Constitucional, adelantándose a cualquier posible y previsible 



impugnación por inconstitucionalidad de la iniciativa presidencial y del trámite 

parlamentario, y emitiendo opinión impunemente, prejuzgando cualquier asunto, 

dijo lo siguiente conforme se reseñó en la prensa:  

“dejó en claro que la Sala Constitucional no tramitará ninguna acción 

relacionada con las modificaciones al texto fundamental, hasta tanto éstas no hayan 

sido aprobadas por los ciudadanos en el referendo. "Cualquier acción debe ser 

presentada después del referendo cuando la reforma ya sea norma, porque no 

podemos interpretar una tentativa de norma. Después de que el proyecto sea una 

norma podríamos entrar a interpretarla y a conocer las acciones de nulidad".88 

Y eso fue, precisamente, lo que decidió la Sala Constitucional en su 

sentencia No. 2189 de Noviembre de 2007 (Caso Confederación de Profesionales 

Universitarios de Venezuela (CONFEPUV) y otros), (Ponente: Arcadio Delgado 

Rosales), en la cual participó la Magistrado Presidenta, pues no se inhibió como 

hubiera correspondido en un Estado de derecho al haber adelantado públicamente 

opinión sobre lo decidido comprometiendo su imparcialidad89, declarando como 

“improponible” una acción de inconstitucionalidad contra el acto de la Asamblea 

Nacional que había sancionado la reforma constitucional.90. 

Al contrario, la inconstitucionalidad en el procedimiento de revisión 

constitucionalidad debía ser controlada por la Jurisdicción Constitucional que 

ejerce la Sala Constitucional, en sus fases, desde la iniciativa, la sanción por la 

Asamblea y la convocatoria de referendo, para lo cual tenía y tiene competencia al 

tratarse de acciones de nulidad de dichos actos estatales contrarios a la 

Constitución.  

                                                 
88  Reseña del periodista Juan Francisco Alonso, en El Universal, Caracas 18-08-07. 
89  Conforme al artículo 8 del Código de Ética del Juez, "La imparcialidad constituye supuesto 
indispensable para la correcta administración de justicia, y por ello el magistrado...juez ... que se 
hallare incurso en alguna causal de inhibición o recusación o viere comprometida su imparcialidad 
por alguna circunstancia previa o sobreviniente al proceso del cual deba conocer, debe separarse 
inmediatamente del mismo sin esperar a que se le recuse." 
90  Véase la sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional No 2189 de 22 
de Noviembre de 2007, Caso Confederación de Profesionales Universitarios de Venezuela 
(CONFEPUV) y otros,6,en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2189-221107-07-
1596.htm  



Lamentablemente ello no lo entendió así la Sala Constitucional, y 

sucesivamente, en diversas sentencias dictadas con motivo de variadas acciones 

de inconstitucionalidad intentadas contra los diversos actos estatales de las 

diversas fases del procedimiento de reforma constitucional, las fue sucesiva y 

sistemáticamente declarando como “improponibles”, es decir, negó incluso el 

derecho ciudadano acceder a la justicia y a obtener tutela judicial.  

En efecto, en sentencia No. 2108 de 7 de noviembre de 2007 (Ponente: 

Francisco Carrasqueño), dictada en el Caso Jorge Paz y otros con motivo de 

decidir una acción popular de inconstitucionalidad contra los actos ejecutados por 

el Presidente de la República el 15 de agosto de 2007; los actos del Ministro del 

Poder Popular del Despacho de la Presidencia; los actos de la Asamblea Nacional 

y de la Comisión Mixta, todos relacionados con el proyecto de reforma de la 

Constitución que por iniciativa del Presidente de la República tramitaba la 

Asamblea Nacional, la Sala la declaró la acción como “improponible”, 

“inventando” así una nueva categoría de decisiones de la Jurisdicción 

Constitucional, distinta a la inadmisibilidad, o a declarar sin lugar la acción, 

consistente en la negación del derecho ciudadano de accionar, es decir, de 

acceso a la justicia y a una tutela judicial efectiva que consagra el artículo 26 de la 

Constitución. Eso, y no otra cosa, es esto de declarar como “improponible” una 

acción.   

IV. LOS RECHAZADOS CAMBIOS CONSTITUCIONALES QUE SE HABÍAN 

PROPUESTO EN 200791   

1. Los rechazados cambios constitucionales que buscaban crear `

  un Estado Socialista Centralizado 

El Presidente de la República, Hugo Chávez, durante todo el año 2007, y 

en particular en su “Discurso de Presentación del Anteproyecto de reforma a la  

                                                 
91  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La proyectada reforma constitucional de 2007”, rechazada 
por el poder constituyente originario”, en Anuario de Derecho Público 2007, Universidad 
Monteavila, Caracas 2008. 



Constitución ante la Asamblea Nacional”, en agosto de 2007,92 señaló con toda 

claridad que el objetivo central de la reforma que estaba proponiendo era “la 

construcción de la Venezuela bolivariana y socialista”;93 es decir, como lo expresó, 

se trataba de una propuesta para sembrar “el socialismo en lo político y 

económico”,94 lo que –dijo– no se había hecho en la Constitución de 1999. Cuando 

ésta se sancionó –dijo el Jefe de Estado– “no proyectábamos el socialismo como 

camino”, agregando, que “así como el candidato Hugo Chávez repitió un millón de 

veces en 1998, ‘Vamos a Constituyente’, el candidato Presidente Hugo Chávez 

dijo: ‘Vamos al Socialismo’, y todo el que votó por el candidato Chávez, votó por ir 

al socialismo”.95 Por ello, el Anteproyecto de Constitución que presentó ante la 

Asamblea Nacional, era para “la construcción del socialismo Bolivariano, el 

socialismo venezolano, nuestro socialismo, nuestro modelo socialista”,96 cuyo 

“núcleo básico e indivisible” era “la comunidad”, “donde los ciudadanos y las 

ciudadanas comunes, tendrán el poder de construir su propia geografía y su 

propia historia”.97 Y todo ello bajo la premisa de que “sólo en el socialismo será 

posible la verdadera democracia”,98 pero, por supuesto, una “democracia” sin 

                                                 
92  Véase Discurso de Orden pronunciado por el ciudadano Comandante Hugo Chávez Frías, 
Presidente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela en la conmemoración del 
Ducentésimo Segundo Aniversario del Juramento del Libertador Simón Bolívar en el Monte Sacro y 
el Tercer Aniversario del Referendo Aprobatorio de su mandato constitucional, Sesión especial del 
día miércoles, 15 de agosto de 2007, Asamblea Nacional, División de Servicio y Atención 
Legislativa, Sección de Edición, Caracas, 2007.  
93  Idem, p. 4. 
94  Idem, p. 33. 
95  Idem, p. 4. Es decir, se pretende imponer al 56% de los votantes que no votaron por la 
reelección presidencial, la voluntad expresada por sólo el 46% de los votantes inscritos en el 
Registro Electoral que votaron por la reelección del Presidente. Según las cifras oficiales del CNE, 
en las elecciones de 2006, de un universo de 15 784 777 votantes inscritos en el Registro 
Electoral, sólo 7 309 080 votaron por el Presidente.  
96  Véase Discurso…cit.  p. 34. 
97  Idem, p. 32. 
98  Idem, p. 35. Estos conceptos se recogen igualmente en la Exposición de Motivos para la 
Reforma Constitucional, Agosto 2007, donde se expresa la necesidad de “ruptura del modelo 
capitalista burgués” (p. 1), de “desmontar la superestructura que le da soporte a la producción 
capitalista” (p. 2); de “dejar atrás la democracia representativa para consolidar la democracia 
participativa y protagónica” (p. 2); de “crear un enfoque socialista nuevo” (p. 2) y “construir la vía 
venezolana al socialismo” (p. 3); de producir “el reordenamiento socialista de la geopolítica de la 
Nación” (p. 8); de la “construcción de un modelo de sociedad colectivista” y “el Estado sometido al 
poder popular” (p. 11); de “extender la revolución para que Venezuela sea una República 
socialista, bolivariana”, y para “construir la vía venezolana al socialismo; construir el socialismo 
venezolano como único camino a la redención de nuestro pueblo” (p. 19). 



representación que, como lo propuso el Presidente y fue sancionado por la 

Asamblea Nacional en la rechazada reforma del artículo 136 de la Constitución, 

“no nace del sufragio ni de elección alguna, sino que nace de la condición de los 

grupos humanos organizados como base de la población”. Es decir, se buscaba 

establecer una “democracia” que no era democracia, pues en el mundo moderno 

no hay ni ha habido democracia sin elección de representantes. 

Todas estas propuestas que fueron rechazadas por el pueblo en diciembre 

de 2007, las resumió el Presidente en su Discurso del 15 de agosto de 2007, así:  

“en el terreno político, profundizar la democracia popular bolivariana; en el 

terreno económico, preparar las mejores condiciones y sembrarlas para la 

construcción de un modelo económico productivo socialista, nuestro modelo, lo 

mismo en lo político, la democracia socialista; en lo económico, el modelo 

productivo socialista; en el campo de la Administración Pública, incorporar 

novedosas figuras para aligerar la carga, para dejar atrás el burocratismo, la 

corrupción, la ineficiencia administrativa, cargas pesadas del pasado, que todavía 

tenemos encima como rémoras, como fardos en lo político, en lo económico, en lo 

social. 99   

Y todas estas propuestas de construcción del socialismo, además, el 

Presidente las vinculó al proyecto que Simón Bolívar había elaborado en plena 

guerra de independencia en 1819, el cual –dijo– “es perfectamente aplicable a un 

proyecto socialista: perfectamente se puede tomar la ideología bolivariana 

originaria, como elemento básico de un proyecto socialista”.100 Sin embargo, basta 

leer el “Discurso de Angostura”, del Libertador Simón Bolívar, al presentar el 

proyecto de Constitución de 1819 en Congreso reunido en aquella ciudad 

(Angostura), para captar que nada de lo que allí expresó tiene que ver con 

proyecto socialista alguno.101   

En todo caso, la reforma constitucional sancionada y rechazada 

popularmente, tocaba las bases fundamentales del Estado, en particular, en 

                                                 
99  Idem, p. 74. 
100  Idem, p. 42.  
101  Véase Simón Bolívar, Escritos Fundamentales, Caracas, 1982. Véase también, Pedro 
Grases (ed.), El Libertador y la Constitución de Angostura de 1819, Caracas, 1969; y José 
Rodríguez Iturbe (ed.), Actas del Congreso de Angostura,  Caracas, 1969. 



relación con la ampliación constitucional de la llamada “doctrina bolivariana”; con 

la sustitución del Estado democrático y social de Derecho por el Estado socialista; 

con la eliminación de la descentralización como política de Estado, supuestamente 

en aras de la participación política, la cual, por otra parte, se limitaba. 

A. El rechazo a la propuesta de establecer una  “doctrina 

bolivariana” como doctrina del Estado socialista 

Una de las innovaciones de la Constitución de 1999 fue, sin duda, el 

cambio de la denominación de la República de Venezuela por el de “República 

Bolivariana de Venezuela” (art. 1), que nada tenía que ver con Simón Bolívar y su 

pensamiento, y ni siquiera con la idea de construcción del socialismo –pues 

incluso, como lo dijo el Presidente en su discurso del 15 de agosto de 2007, en 

ese momento no estaba planteado–,102 habiendo obedecido, entonces, a una 

motivación político-partidaria, partisana o partidista,103  vinculada al partido 

“bolivariano”, que no se podía utilizar.104   

En 2007, todo ello cambió, de manera que, al formular su propuesta de 

reforma constitucional, el Presidente de la República buscó identificar la doctrina 

bolivariana con otra cosa distinta al pensamiento del Libertador, como fue el 

modelo socialista de sociedad y Estado, y el “bolivarianismo” como su ideología 

política. Por ello se propuso denominar a todos los componentes de la Fuerza 

Armada como “bolivariana” (art. 156,8; 236,6; 328 y 329), a la cual se le asignaba 

el cumplimiento de su misión de defensa que debía realizar “mediante el estudio, 

planificación y ejecución de la doctrina militar bolivariana”. 

Además, en la reforma al artículo 103 de la Constitución, se buscaba 

completar el concepto de vinculación de lo bolivariano con el socialismo, al 

disponerse que la inversión prioritaria que debe realizar el Estado en materia 

                                                 
102  Véase Discurso…, cit., nota 16, p. 4.  
103  Véase lo que expusimos en Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999, Caracas, 
Arte, 1999, pp. 44 y ss.  
104  De acuerdo con la Ley de Partidos Políticos, Gaceta Oficial Nº 27 725, de 30-04-1965, los 
partidos políticos no pueden usar los nombres de los próceres ni los símbolos de la patria. La 
organización política que el Presidente había formado antes de la campaña presidencial de 1998, 
se llamó el Movimiento Bolivariano 2000, nombre que no podía ser usado. Por ello, el partido 
político que fundó se denominó Movimiento V República.  



educativa, debía ser “de acuerdo a los principios humanísticos del socialismo 

bolivariano, y tomando en cuenta las recomendaciones de la Organización de las 

Naciones Unidas”. 

B. El rechazo a la propuesta de sustituir el Estado Democrático 

y Social de Derecho y de Justicia por el Estado Socialista 

El artículo 2 de la Constitución de 1999 define a Venezuela como un Estado 

Democrático y Social de Derecho y de Justicia, precisamente para diseñar un 

Estado no socialista, es decir, contrario al Estado Socialista que se pretendió crear 

con la rechazada reforma constitucional. 

Ello resultaba de la propuesta de reforma que se pretendía respecto del 

artículo 16, donde se buscaba crear las comunas y comunidades como “el núcleo 

territorial básico e indivisible del Estado Socialista Venezolano”; del artículo 70, 

donde, al definirse los medios de participación y protagonismo del pueblo en 

ejercicio directo de su soberanía mediante todo tipo de consejos, se pretendía 

indicar que era “para la construcción del socialismo”, haciéndose mención a las 

diversas asociaciones “constituidas para desarrollar los valores de la mutua 

cooperación y la solidaridad socialista”; del artículo 112, donde se proponía 

indicar, en relación con el modelo económico del Estado, que era para crear “las 

mejores condiciones para la construcción colectiva y cooperativa de una economía 

socialista”; del artículo 113, en el cual se buscaba indicar la necesidad de la 

constitución de “empresas mixtas o unidades de producción socialistas”; del 

artículo 158, del que se buscaba eliminar toda mención a la descentralización 

como política nacional, y definir como política nacional “la participación 

protagónica del pueblo, restituyéndole el poder y creando las mejores condiciones 

para la construcción de una democracia socialista”; del artículo 168, relativo al 

Municipio, en el que se buscaba precisar la necesidad de incorporar “la 

participación ciudadana a través de los Consejos del Poder Popular y de los 

medios de producción socialista”; del artículo 184, en el que se buscaba orientar la 

descentralización de estados y municipios para permitir “la construcción de la 

economía socialista”; del artículo 299, relativo al régimen socioeconómico de la 



República, en el que se pretendía indicar que se debía fundamentar “en los 

principios socialistas”; del artículo 300, relativo a la creación de empresas 

públicas, que se pretendía orientar sólo “para la promoción y realización de los 

fines de la economía socialista”; del artículo 318, sobre el sistema monetario 

nacional en el cual se pretendía indicar que debía “propender al logro de los fines 

esenciales del Estado Socialista”, todo de acuerdo con el Plan de Desarrollo 

Integral de la Nación, cuyo objetivo se pretendía indicar que era “para alcanzar los 

objetivos superiores del Estado Socialista”; y del artículo 321, sobre el régimen de 

las reservas internacionales, respecto de las cuales los fondos que se pretendía 

regular, se buscaba declarar que fueran sólo para “el desarrollo integral, 

endógeno, humanista y socialista de la Nación”. 

C. El rechazo a la propuesta de eliminar la descentralización 

como política de Estado 

La Constitución de 1999, en su artículo 4, no sólo precisó que “La 

República Bolivariana de Venezuela es un Estado federal descentralizado en los 

términos consagrados por esta Constitución”; sino que definió a la 

descentralización como política de Estado (arts. 16, 84, 166, 184, 185, 269, 272, 

285, 300) para  “profundizar la democracia, acercando el poder a la población y 

creando las mejores condiciones, tanto para el ejercicio de la democracia como 

para la prestación eficaz y eficiente de los cometidos estatales” (art. 158). 

Todo esto se buscaba eliminar en la rechazada reforma constitucional de 

2007, en la cual, siguiendo la orientación de la práctica política centralista de los 

últimos años, definitivamente se buscaba centralizar completamente al Estado, 

eliminándose todo vestigio de descentralización como organización y política 

pública, de autonomía territorial y de democracia representativa a nivel local; es 

decir, de la unidad política primaria en el territorio, lo que tocaba otro aspecto 

fundamental y medular del Estado venezolano, que es la forma federal. Con la 

rechazada reforma constitucional, en efecto, se buscaba formular una supuesta 

“nueva geometría del poder”, donde no había ni podía haber autonomías, con la 

propuesta de creación de nuevas instancias territoriales, todas sometidas al poder 



central, mediante las cuales el poder popular, supuestamente, iba a desarrollar 

“formas de agregación comunitaria política territorial”, que constituían formas de 

autogobierno, pero sin democracia representativa alguna, sino sólo como 

“expresión de democracia directa” (art. 16). Con ello se buscaba, como lo dijo el 

Presidente de la República, “el desarrollo de lo que nosotros entendemos por 

descentralización, porque el concepto cuarto-republicano de descentralización es 

muy distinto al concepto que nosotros debemos manejar. Por eso incluimos aquí la 

participación protagónica, la transferencia del poder y crear las mejores 

condiciones para la construcción de la democracia socialista”.105  

D. El rechazo a la propuesta de eliminar la democracia 

representativa a nivel local 

De acuerdo con el artículo 5º de la Constitución de 1999,  se definió a la 

democracia conforme a la representatividad política, es decir, la democracia 

indirecta (democracia representativa), conforme a la cual todos los órganos del 

Poder Público tienen que tener su origen en elección popular, la cual se 

complementó con la posibilidad de su ejercicio directo. La democracia, por tanto, 

para ser tal, tiene que ser representativa, mediante la elección de cargos públicos 

(art. 70), a través de votaciones libres, universales, directas y secretas (art. 63). 

Por ello, en la Constitución no existe ni puede existir democracia que no sea 

representativa, siendo de la esencia del régimen político democrático la idea de 

que el pueblo, titular de la soberanía, no la ejerce directamente, sino a través de 

representantes.  

Esa democracia representativa, por supuesto, no se opone a democracia 

participativa; pero en forma alguna ésta puede pretender sustituir a aquélla. La 

democracia, para que sea participativa, además de esencialmente representativa, 

tiene que permitir al ciudadano participar en los asuntos públicos, teniendo acceso 

al poder, lo cual puede ocurrir sólo cuando lo tiene cerca. Ello implica, 

necesariamente, un bien arraigado y desarrollado sistema de gobierno local, en 

cada lugar, asentamiento urbano o rural, que goce de autonomía política, lo que 

                                                 
105  Véase Discurso…., citado supa, nota 16.   



sólo puede estar basado en la descentralización política, es decir, en la creación 

de entidades políticas autónomas que permitan el autogobierno local. En ese 

sentido, participar es sólo posible cuando, mediante la descentralización, se crean 

autoridades locales en los niveles territoriales más pequeños, lo que implica 

desparramar el poder.  

Este sistema democrático es contrario a la concentración del poder y al 

centralismo, que es lo que se buscaba encubrir con el rechazado proyecto de 

reforma constitucional, que estaba destinado a la construcción del socialismo, de 

una sociedad colectivista y de supuesta “participación protagónica”,106 eliminando 

de la Constitución toda referencia a la descentralización política, y por tanto, de 

efectiva posibilidad de participación, y además, la sustitución de la democracia 

representativa por una supuesta “democracia participativa”. Para ello, lo que se 

buscaba era acabar con la propia democracia como régimen político, tratando de 

sustituirla por un régimen autoritario, centralizador y concentrador del poder que 

hubiera impedido la real participación política, al no existir entidades locales 

autónomas, y depender los consejos comunales de la cúspide del poder ejecutivo 

nacional. Ello se pretendía lograr con la eliminación de los entes territoriales 

descentralizados políticamente, sin los cuales no puede haber, efectivamente, 

democracia participativa, y la creación, en su lugar, de Consejos del Poder 

Popular, que no pasan de ser una simple manifestación de movilización controlada 

desde el poder central. Ello es lo que ha ocurrido, precisamente, con los Consejos 

Comunales creados por Ley en 2006,107 cuyos miembros no son electos mediante 

sufragio, sino designados por asambleas de ciudadanos controladas por el propio 

                                                 
106  En la Exposición de Motivos del Proyecto de Reforma Constitucional presentado por el 
Presidente de la República, en agosto 2007, se lee que el Poder Popular “es la más alta expresión 
del pueblo para la toma de decisiones en todos sus ámbitos (político, económico, social, 
ambiental, organizativo, internacional y otros) para el ejercicio pleno de su soberanía. Es el 
poder constituyente en movimiento y acción permanente en la construcción de un modelo de 
sociedad colectivista de equidad y de justicia. Es el poder del pueblo organizado, en las más 
diversas y disímiles formas de participación, al cual está sometido el poder constituido. No se 
trata del poder del Estado, es el Estado sometido al poder popular. Es el pueblo organizado y 
organizando las instancias de poder que decide las pautas del orden y metabolismo social y no 
el pueblo sometido a los partido políticos, a los grupos de intereses económicos o a una 
particularidad determinada”, op. cit, p. 11.  
107  Véanse los comentarios sobre ello en Allan R. Brewer-Carías et al, Ley Orgánica del Poder 
Público Municipal,  Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 2007, pp. 75 y ss.  



Poder Ejecutivo Nacional. Ello era lo que, con la rechazada reforma constitucional, 

se pretendía consolidar en el texto fundamental, al proponerse una “nueva 

geometría del poder” en la cual se sustituía a los municipios, por las comunidades, 

como el “núcleo territorial básico e indivisible del Estado Socialista Venezolano”, 

que debían agrupar a las comunas (socialistas)108 como “células sociales del 

territorio”, las cuales se debían agrupar en ciudades, que eran las que se 

pretendía concebir como “la unidad política primaria de la organización territorial 

nacional”. En la rechazada reforma constitucional se buscaba establecer en forma 

expresa que los integrantes de los diversos Consejos del Poder Popular no nacían 

“del sufragio ni de elección alguna, sino que nacen de la condición de los grupos 

humanos organizados como base de la población”. 

Con ello, en definitiva, en nombre de una “democracia participativa y 

protagónica”, lo que se buscaba era poner fin en Venezuela a la democracia 

representativa a nivel local, y con ello, de todo vestigio de autonomía política 

territorial, que es la esencia de la descentralización.  

2.  Los rechazados cambios constitucionales que buscaban 

restringir el derecho ciudadano a la participación política 

A. El rechazo a la propuesta de reducir el derecho a la 

participación política sólo para la ejecución de la ideología socialista 

Conforme al artículo 62 de la Constitución de 1999, todos tienen el derecho 

“de participar libremente en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus 

representantes elegidos o elegidas”, refiriéndose a “la participación del pueblo en 

la formación, ejecución y control de la gestión pública” como “el medio necesario 

para lograr el protagonismo que garantice su completo desarrollo, tanto individual 

como colectivo”, a través de los mecanismos de participación enumerados en el 

artículo 70. 
                                                 
108  En la Exposición de Motivos del Proyecto de Reforma Constitucional, presentado por el 
Presidente de la República, en agosto 2007, a las comunas se las califica como “comunas 
socialistas”, y se las define como “un conglomerado social de varias comunidades que poseen 
una memoria histórica compartida, usos, costumbres y rasgos culturales que los identifican, con 
intereses comunes, agrupadas entre sí con fines político-administrativos, que persiguen un 
modelo de sociedad colectiva de equidad y de justicia”, op. cit., p. 12. 



 Con la rechazada reforma constitucional, dichos medios de participación 

política, entre los cuales se proponía incluir a los Consejos del Poder Popular, 

perdían su carácter libre y se buscaba que quedaran reducidos al único propósito 

de “la construcción del socialismo”, de manera que, quien no quisiera construir 

socialismo alguno, hubiera quedado excluido del derecho a la participación 

política, que sólo estaba destinado a desarrollar los valores de “la solidaridad 

socialista” y no era libre como indica el artículo 62. 

Por otra parte, en sustitución del concepto amplio de participación 

ciudadana que establece el artículo 168 de la Constitución y que deben desarrollar 

los municipios, con la rechazada reforma constitucional se pretendía establecer la 

obligación de los municipios de “incorporar, dentro del ámbito de sus 

competencias, la participación ciudadana a través de los Consejos del Poder 

Popular y de los medios de producción socialista”, eliminándose toda posibilidad 

de otras formas de participación, la cual dejaba de ser libre. 

B. El rechazo a la propuesta de eliminar la participación de los 

representantes de la sociedad civil en la postulación de altos 

funcionarios del Estado 

El proyecto de reforma constitucional de 2007, por otra parte, buscaba 

eliminar las formas de participación política de la sociedad civil en los asuntos 

públicos que directamente establece la Constitución de 1999, para la postulación 

de los candidatos a los cargos de Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, 

de Miembros del Consejo Nacional Electoral, del Defensor del Pueblo, del 

Contralor General de la República y del Fiscal General de la República. Esa 

postulación debe hacerse ante la Asamblea Nacional por sendos Comités de 

Postulaciones que necesariamente debían estar integrados por “representantes de 

los diferentes sectores de la sociedad” (arts. 264, 279, 295).  

Estas previsiones de la Constitución de 1999 han sido distorsionadas por la 

práctica política y legislativa desarrollada desde que se sancionó la propia 

Constitución, tanto por parte de la entonces Asamblea Nacional Constituyente 

(1999), como luego por la Asamblea Nacional (2000), que fueron convirtiendo 



dichos Comités de Postulaciones, en contra de lo dispuesto por la Constitución, en 

simples Comisiones parlamentarias ampliadas (2002-2007), limitando el derecho a 

la participación política de la sociedad civil.109 Esa tendencia es la que se buscaba 

constitucionalizar con el rechazado proyecto de reforma constitucional, al buscarse 

regular los Comités de Postulaciones para la elección de los Magistrados del 

Tribunal Supremo de Justicia y de los  titulares de los órganos del Poder Electoral 

y del Poder Ciudadano, en los cuales se pretendía eliminar su integración 

exclusiva por representantes de los diversos sectores de la sociedad, y, en su 

lugar, se buscaba que estuvieran integrados mayoritariamente por diputados, 

representantes del Poder Popular, en fin, por funcionarios del Estado (arts. 264, 

295, 279). 

C. El rechazo a la propuesta de limitar el derecho a la 

participación política mediante referendos 

Con la rechazada propuesta constitucional, por otra parte, se buscaba 

restringir los mecanismos de democracia directa establecidos en la Constitución, 

particularmente en relación con los referendos consultivo, el referendo revocatorio, 

el referendo aprobatorio y el referendo abrogatorio (art. 71 a 74). Respecto de 

todos ellos, en efecto, la rechazada propuesta de reforma constitucional pretendía 

elevar el porcentaje de firmas necesarias para que pudieran ser iniciados por 

iniciativa popular, es decir, hacer más dificultosa dicha iniciativa; y además, 

buscaba aumentar el porcentaje de votos necesarios para que los referendos 

pudieran tener efectos. En particular, respecto del referendo revocatorio, con el 

rechazado proyecto de reforma constitucional, se buscaba hacerlo menos 

participativo y más dificultoso, al buscarse establecer, en primer lugar, que, en vez 

de que la solicitud de convocatoria del mismo correspondiera directamente, como 

un derecho popular, a un número no menor del 20% de los electores inscritos en 

la correspondiente circunscripción, ahora se tuviera que “solicitar al Consejo 

                                                 
109  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La participación ciudadana en la designación de los 
titulares de los órganos no electos de los Poderes Públicos en Venezuela y sus vicisitudes 
políticas”, en Revista Iberoamericana de Derecho Público y Administrativo, Año 5, núm.  5-2005, 
San José, Costa Rica, 2005, pp. 76-95. 



Nacional Electoral la activación del mecanismo para que los electores y electoras 

inscritos e inscritas en la correspondiente circunscripción del Registro Electoral, en 

un número no menor del treinta por ciento, soliciten la convocatoria de un 

referendo para revocar su mandato”, distorsionado la iniciativa popular. En 

segundo lugar, en lugar de exigirse que sólo concurran al referendo un número de 

electores igual o superior al 25% de los electores inscritos para que se considere 

válido el referendo, con la rechazada reforma constitucional se buscaba que 

concurrieran al referendo el 40% de los electores inscritos; y en tercer lugar, 

adicionalmente a la exigencia de que se considerase revocado el mandato cuando 

voten a favor de la revocatoria “igual o mayor número de electores que eligieron al 

funcionario”, con la reforma constitucional que ha sido rechazada popularmente, 

se buscaba exigir que “sea mayor el total de votos a favor que el total de votos en 

contra”, así hubieran votado por la revocatoria más electores que los que eligieron 

al funcionario, con lo cual se perseguía distorsionar el referendo revocatorio y 

transformarlo en un “referendo ratificatorio”. 

D. El rechazo a la propuesta de limitar el derecho a la 

participación política en materia de revisión de la Constitución 

En la Constitución de 1999, se establecen tres mecanismos institucionales 

para la revisión constitucional que se distinguen según la intensidad de las 

transformaciones que se proponen, y que son: las Enmiendas Constitucionales, 

las Reformas Constitucionales y la Asamblea Nacional Constituyente. En todos los 

casos, la Constitución ha previsto la iniciativa popular de las propuestas de 

cambios constitucionales, mediante la fijación de un porcentaje de ciudadanos que 

oscila entre el 15 y el 30% de los inscritos en el Registro Electoral. 

En la rechazada reforma constitucional, se hacía más difícil la iniciativa 

popular al proponerse en todos los casos, aumentar el porcentaje de ciudadanos 

que podían presentarla, y además, se buscaba hacer más dificultoso el proceso de 

modificación constitucional, al buscarse también aumentar el porcentaje de 

electores que debían concurrir a los referendos y de los votos necesarios para 

aprobar los proyectos en los referendos (arts. 341 y ss). 



3. Los rechazados cambios constitucionales que buscaban 

desmantelar la Federación y centralizar totalmente al Estado 

A. El rechazo a la propuesta de establecer una supuesta “nueva 

geometría del poder” 

La forma del Estado venezolano ha sido siempre la de una Federación, en 

la cual el poder público está distribuido en el territorio entre entidades políticas 

territoriales autónomas en tres niveles: el nivel nacional (República), el nivel 

estadal (estados) y el nivel municipal (municipios), cuyas respectivas autonomías 

garantiza la propia Constitución. Con la rechazada reforma constitucional de 2007, 

si bien no se eliminaba expresamente la palabra “federación”, o la forma “federal” 

del Estado, la misma se vaciaba totalmente de contenido.  

En particular, en cuanto a los estados y municipios sobre cuya concepción 

se monta el sistema federal, con la reforma que se pretendía hacer al artículo 16, 

desaparecía la garantía constitucional de la autonomía municipal y el principio de 

la descentralización político administrativa que establece la Constitución de 1999 

como condición esencial de la división territorial.  

En particular, en relación con los municipios, con la rechazada reforma 

constitucional, se buscaba quitarles el carácter de unidad política primaria que el 

artículo 168 de la Constitución de 1999 les garantiza y, en su lugar, se proponía 

establecer a “la ciudad” como la unidad política primaria de la organización 

territorial nacional, entendida como “todo asentamiento poblacional dentro del 

municipio, e integrada por áreas o extensiones geográficas denominadas 

comunas”. Además, se buscaba definir a estas comunas como las células sociales 

del territorio, conformadas por las “comunidades”, cada una de las cuales se 

proponía que constituyera “el núcleo territorial básico e indivisible del Estado 

Socialista Venezolano, donde los ciudadanos y las ciudadanas tendrán el poder 

para construir su propia geografía y su propia historia”. En la rechazada propuesta 

de reforma constitucional, también se proponía crear la figura de la Ciudad 

Comunal, que debía constituirse cuando, en la totalidad de su perímetro, se 

hubieran establecido las comunidades organizadas, las comunas y el 



autogobierno comunal, pero asignándose su creación al Presidente de la 

República en Consejo de Ministros.  

A partir de este esquema inicial, en el artículo 16 del proyecto de la 

rechazada reforma constitucional, se buscaba cambiar radicalmente la división 

política del territorio nacional en “entidades políticas” (estados, distrito capital, 

dependencias federales, territorios federales y municipios y otras entidades 

locales) que, conforme a la Constitución, gozan esencialmente de autonomía 

política territorial, y deben tener un gobierno “electivo” (art. 6); por una 

“conformación” del territorio nacional a los fines político-territoriales y de acuerdo 

con una “nueva geometría del poder”, por un distrito federal, por los estados, las 

regiones marítimas, los territorios federales, los municipios federales y los distritos 

insulares”. En ese esquema, se proponía eliminar la exigencia constitucional de 

que todo el territorio nacional se debe organizar en municipios, por la previsión de 

que sólo “los Estados se organizan en municipios” (art. 16), los que por tanto se 

buscaba que desaparecieran, si una parte del territorio se convertía en alguna de 

las “nuevas” entidades. Por ello es que precisamente, se buscaba que el municipio 

desapareciera como unidad política primaria en la organización nacional. 

Lo más notorio de la rechazada reforma constitucional es que, mediante la 

misma, se buscaba autorizar al Presidente de la República, en Consejo de 

Ministros, para que “previo acuerdo aprobado por la mayoría simple de los 

diputados y diputadas de la Asamblea Nacional”, pudiera “decretar regiones 

marítimas, territorios federales, municipios federales, distritos insulares, provincias 

federales, ciudades federales y distritos funcionales, así como cualquier otra 

entidad que establezca esta Constitución y la Ley”, con lo que, materialmente, la 

totalidad de la división político-territorial de la República se pretendía que dejara 

de ser una materia de rango constitucional y pasara a ser una materia, ni siquiera 

de regulación Legislativa, sino solamente Ejecutiva. En fin, lo que se pretendía con 

la rechazada reforma constitucional era la total centralización del poder, lo que se 

confirma mediante la asignación que se pretendía hacer al Presidente de la 

República para designar y remover “las autoridades respectivas” de dichas 

entidades que hubieran quedado sujetas completamente al Poder Central.  



B. El rechazo a la propuesta de restablecer el distrito federal sin 

autonomía política ni gobierno  democrático local 

En cuanto al régimen político de la ciudad capital, Caracas, la Constitución 

de 1999 aseguró, definitivamente, un régimen de gobierno local descentralizado y 

democrático, en el cual se debe garantizar la autonomía municipal y la 

participación política de las diversas entidades que componen la ciudad. De allí el 

esfuerzo por establecer un gobierno metropolitano a dos niveles, para asegurar, 

por una parte, el gobierno global (metropolitano) de la ciudad y, por la otra, 

asegurar el gobierno local. En esta forma, en 1999, se eliminó la figura territorial 

del “distrito federal”, que había quedado como vestigio decimonónico del esquema 

tradicional de las federaciones, en el cual la ciudad capital carece de 

autogobierno. 

Con la rechazada reforma constitucional de 2007, lo que se pretendía era 

volver al mismo esquema del siglo XIX, ya superado en todas las capitales de 

todas las federaciones del mundo, de restablecer un distrito federal sin garantía 

alguna de la autonomía municipal o territorial, ni del carácter democrático y 

participativo de su gobierno, cuyas autoridades se pretendía que quedaran 

totalmente sujetas y controladas por el Poder Nacional, y en particular, por el 

Presidente de la República, a quien se buscaba atribuir la designación y remoción 

de sus autoridades. 

Además, en la propuesta de reforma constitucional rechazada por el 

pueblo, se pretendía “nacionalizar” totalmente las competencias públicas respecto 

de todos los asuntos que concernieran a la ciudad capital, mediante la propuesta 

de asignar al “Poder Nacional por intermedio del Poder Ejecutivo” (con la 

colaboración y participación de todos los entes del Poder Público Nacional, Estatal 

y Municipal, así como del Poder Popular) disponer de 

“todo lo necesario para el reordenamiento urbano, reestructuración vial, 

recuperación ambiental, logros de niveles óptimos de seguridad personal y 

pública, fortalecimiento integral de la infraestructura del hábitat de las 

comunidades, sistemas de salud, educación, cultura, deporte y recreación, 



recuperación total de su casco y sitios históricos, construcción de un sistema de 

pequeñas y medianas ciudades a lo largo de sus ejes territoriales de expansión… “ 

Es decir, todo lo que es propio de los gobiernos locales, se pretendía 

asignar al Ejecutivo Nacional. 

C. El rechazo a la propuesta de establecer un “Poder Popular” 

en la distribución vertical del Poder Público 

Con la rechazada propuesta de reforma constitucional, se buscaba agregar 

a la distribución vertical del Poder Público entre el Poder Municipal, el Poder 

Estatal y el Poder Nacional (art. 136), a un denominado Poder Popular, que se 

pretendía concebir como el medio para que supuestamente “el pueblo”, como el 

depositario de la soberanía, la ejerciera “directamente”, pero con la advertencia 

expresa de que dicho “Poder Popular no nace del sufragio ni de elección alguna, 

sino que nace de la condición de los grupos humanos organizados como base de 

la población”, sino mediante la constitución de comunidades, comunas y el 

autogobierno de las ciudades, a través de toda suerte de consejos comunales y de 

otra índole.  

Se pretendía, así, agregar como un Poder Público más en el territorio, al 

Poder Popular, cuyos voceros, por ejemplo, con la rechazada reforma 

constitucional, se pretendía que también formaran parte de los Comités de 

Postulaciones y Evaluaciones para la selección de los magistrados del Tribunal 

Supremo de Justicia, los titulares del Poder Ciudadano y los miembros del 

Consejo Nacional Electoral (arts. 264, 279 y 295). 

D. El rechazo a la propuesta de “nacionalización” de las 

competencias en el Poder Público 

Con la rechazada reforma constitucional, además, se buscaba trastocar la 

distribución de competencias públicas prevista en la Constitución entre los tres 

niveles territoriales de gobierno (nacional, estatal y municipal), a manera de 

centralizar materialmente todas las competencias del Poder Público en el nivel 

nacional (arts. 156, 164), vaciándose de competencias a los estados y 



obligándose a los municipios a transferir sus competencias a los Consejos 

Comunales, con lo que, en definitiva, hubieran quedado como entelequias vacías.  

Pero entre las materias que con el rechazado proyecto de reforma 

constitucional se pretendía asignar al Poder Nacional, estaba la que se quería 

incorporar al artículo 156, 10, para “la ordenación y gestión del territorio y el 

régimen territorial del Distrito Federal, los Estados, los Municipios, las 

Dependencias Federales y demás entidades regionales”; y en el Artículo 156, 11, 

para “la creación, supresión, ordenación y gestión de provincias federales, 

regiones estratégicas de defensa, territorios federales, municipios federales, 

ciudades federales y comunales, distritos funcionales, regiones marítimas y 

distritos insulares”. En esta forma, se pretendía con la reforma rechazada que los 

estados y municipios dejaran de ser “entidades políticas” perdiendo efectiva 

autonomía, y pasaran a depender totalmente del Poder Nacional, como órganos 

sin autonomía alguna, es decir, como administraciones periféricas del Poder 

Central, sometidas a la ordenación y gestión que establezca el Poder Nacional. 

Por ello, también se buscaba reformar el artículo 164,2 de la Constitución, para 

establecer que los estados tuvieran competencia para ejercer “la coordinación de 

sus municipios y demás entidades locales”, lo que también hubiera implicado la 

eliminación de la autonomía municipal. 

La centralización de todas las competencias del Poder Público en el nivel 

nacional llegaba a tal extremo en la rechazada reforma constitucional que con la 

misma se pretendía eliminar formalmente la tradicional competencia residual de 

los estados (art. 164,11) –que existe en todas las federaciones del mundo–, 

respecto de toda otra competencia no asignada expresamente a los otros niveles 

de gobierno (nacional y municipal), y en cambio, establecer dicha competencia 

residual a favor del Poder Nacional (art. 156,36), dejando a los  Estados, sólo y 

exclusivamente, competencia en “todo lo que le atribuya esta Constitución o ley 

nacional” (art. 164,10). 



E. El rechazo a la propuesta de limitar la autonomía municipal y 

de eliminar las parroquias como entidades locales  

De acuerdo con el artículo 168 de la Constitución de 1999, la autonomía 

municipal respecto de los otros niveles de gobierno (nacional y estatal), está 

garantizada al disponer que sus actos “no pueden ser impugnados sino ante los 

tribunales competentes, de conformidad con la Constitución y la ley”; lo que 

implica que no pueden ser revisados, en forma alguna, por los órganos del Poder 

Nacional ni de los Estados. Con el rechazado proyecto de reforma constitucional 

de 2007, se buscaba eliminar de este artículo no sólo la característica del 

municipio de ser la unidad política primaria de la organización nacional, lo que se 

pretendía atribuir a la ciudad (art. 16), sino la mencionada autonomía jurídica e 

institucional de los municipios, lo que hubiera permitido que sus actos hubieran 

podido ser impugnados y revisados por los otros órganos administrativos de los 

estados, o del Poder Ejecutivo u otro ente. 

El rechazado proyecto de reforma constitucional, además, pretendía 

eliminar del artículo 173 de la Constitución toda referencia a la existencia de las 

“parroquias” como entidades locales. 

4. Los rechazados cambios constitucionales en la organización y 

funcionamiento del Poder Nacional 

A. El rechazo a la propuesta de reforma para  acentuar el 

presidencialismo  

Con la rechazada reforma constitucional se pretendía acentuar el 

presidencialismo y la concentración del poder, por una parte, mediante el 

establecimiento de la posibilidad de reelección indefinida del Presidente de la 

República y el aumento del período constitucional del Presidente de 6 a 7 años 

(art. 230); y por la otra, mediante la ampliación de las competencias asignadas al 

Presidente de la República (art. 236).    

En este último aspecto, lo que ha sido rechazado en el referéndum del 2 de 

diciembre de 2007, por voluntad del poder constituyente originario, fueron las 



propuestas de atribuir al Presidente de la República diversas nuevas 

competencias, entre las cuales destacaban:  

1. Para resolver en materia de “la ordenación y gestión del territorio”, y el 

“régimen territorial del Distrito Federal, los estados, los municipios, dependencias 

federales y demás entidades regionales, de acuerdo con la ley nacional” (art. 

236,3), con lo que hubiera desaparecido todo vestigio de autonomía y división 

territorial, ya que dicha materia ni siquiera hubiera sido competencia del legislador, 

sino del Poder Ejecutivo. 

2. Para “crear o suprimir las provincias federales, territorios federales, 

ciudades federales, distritos funcionales, municipios federales, regiones marítimas 

y distritos insulares, según lo establecido en esta Constitución, designar y remover 

sus autoridades, conforme a la ley, asimismo podrá crear ciudades comunales de 

acuerdo con esta Constitución” (art. 236,4), con lo cual se buscaba dejar todo lo 

que concernía al territorio y su división en manos del Jefe de Estado. 

3. Para “formular el Plan Nacional de Desarrollo y dirigir su ejecución” (art. 

236,20), eliminándose la necesaria aprobación por parte de la Asamblea Nacional 

en relación con la formulación y ejecución del Plan Nacional de Desarrollo que 

dispone la Constitución (art. 236, 18). 

4. Para “decretar la suspensión o restricción de garantías” en casos de que 

declare estados de excepción (art. 236,9), cuando en el artículo 236,7 de la 

Constitución sólo se autoriza al Presidente a “restringir” garantías, pero nunca a 

“suspenderlas”. Esta atribución, además, se buscaba fuera ratificada en la reforma 

propuesta y rechazada respecto del artículo 337 de la Constitución, con la que se 

buscaba ampliar los poderes presidenciales en los estados de excepción (art. 338 

y 339). 

5. Para administrar “las reservas internacionales, así como el 

establecimiento y regulación de la política monetaria, en coordinación con el 

Banco Central de Venezuela” (236,13). 

6. Para “decretar Regiones Estratégicas de Defensa a fin de garantizar la 

soberanía, la seguridad y defensa en cualquier parte del territorio y espacios 

geográficos de la República”; para “decretar autoridades especiales en situaciones 



de contingencia, desastres o cualquier otra que requiera la intervención inmediata 

y estratégica del Estado” (art. 11); para crear por decreto las ciudades comunales 

(art. 16); para “decretar regiones marítimas, territorios federales, municipios 

federales, distritos insulares, provincias federales, ciudades federales y distritos 

funcionales, así como cualquier otra entidad que establezca esta Constitución y la 

ley” (art. 16); y para designar y remover las autoridades respectivas de las 

regiones marítimas, territorios federales, Distrito Federal, municipios federales, 

distritos insulares, provincias federales, ciudades federales y distritos funcionales, 

así como cualquier otra entidad que establezca esta Constitución y la ley” (art. 16). 

B. El rechazo a la propuesta de reforma para acentuar la 

concentración del poder  

Con la rechazada reforma constitucional de 2007, además de haberse 

pretendido acentuar el centralismo y el presidencialismo, también se buscaba 

acentuar la concentración del poder, particularmente en la Asamblea Nacional, y 

mediante el dominio que sobre la misma ejerce el Presidente de la República, en 

definitiva, en manos de éste. 

En tal sentido, en la rechazada propuesta de reforma constitucional, se 

pretendía reformar el sistema tanto para la selección de los titulares de los 

Poderes Judicial, Ciudadano y Electoral, como para su remoción por la Asamblea 

Nacional.  

A tal efecto, como se destacó anteriormente, con la rechazada reforma 

constitucional se pretendía cambiar radicalmente la conformación de los Comités 

de Postulaciones Judiciales (arts. 264, 279, 292), para convertirlos, materialmente, 

en Comisiones Parlamentarias, eliminando la exigencia de la Constitución de que 

deben estar integrados solamente por representantes de los diversos sectores de 

la sociedad, precisamente para neutralizar las componendas políticas de la 

Asamblea en dichas designaciones; y se buscaba además, eliminar el principio de 

la mayoría calificada de dos terceras partes para la designación de dichos altos 

funcionarios (art. 279).    



Pero, además, con la rechazada reforma constitucional, se pretendía 

establecer en general, la posibilidad de que los titulares de los Poderes Judicial 

(Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia); Ciudadano (Contralor General de 

la República, Fiscal General de la República, Defensor del Pueblo); y Electoral 

(rectores del Consejo Nacional Electoral) pudieran ser removidos de sus cargos 

por la Asamblea Nacional mediante la mayoría de votos de los diputados, 

eliminándose la mayoría calificada de las dos terceras partes que establece la 

Constitución (art. 265, 279, 292). 

C. El rechazo a la propuesta de reforma para  acentuar el 

militarismo 

En la rechazada reforma constitucional, se buscaba cambiar la 

denominación de la Fuerza Armada y de sus componentes para calificarlas de 

“bolivarianas” (art. 156,8; 236,6; 328 y 329) y, además, se buscaba eliminar la 

previsión constitucional de que la Fuerza Armada es una “institución 

esencialmente profesional, sin militancia política” y, en su lugar, se pretendía 

establecer que la misma constituía “un cuerpo esencialmente patriótico, popular y 

antiimperialista”. Con ello, hubiera desaparecido la institución militar como 

institución profesional y la prohibición de que la misma no tuviera militancia 

política, buscando definirla, en cambio, como “un cuerpo patriótico, popular y 

antiimperialista”, lo que hubiera abierto el camino constitucional para la integración 

de la Fuerza Armada Bolivariana en el partido político de su Comandante en Jefe, 

quien ejerce la Suprema Autoridad Jerárquica en todos sus Cuerpos, 

Componentes y Unidades, tal como se buscaba disponer en la reforma del artículo 

236,6 de la Constitución. 

Por otra parte, con la reforma constitucional que ha sido rechazada 

popularmente, en lugar de establecerse que los objetivos de las Fuerzas Armadas 

deben lograrse “mediante la defensa militar, la cooperación en el mantenimiento 

del orden interno y la participación activa en el desarrollo nacional”, se pretendía 

establecer que se debían lograr “mediante el estudio, planificación y ejecución de 

la doctrina militar bolivariana, la aplicación de los principios de la defensa integral y 



la guerra popular de resistencia, la cooperación en tareas de mantenimiento de la 

seguridad ciudadana y del orden interno, así como la participación activa en 

planes para el desarrollo económico, social, científico y tecnológico de la Nación”. 

Se buscaba así incorporar, la “doctrina militar bolivariana”, como elemento 

esencial de la actuación de la Fuerza Armada, que era lo mismo que doctrina 

militar socialista, dada la vinculación que la rechazada reforma constitucional 

hacía entre “socialismo” y “bolivarianismo”; y se buscaba incorporar en la 

Constitución elementos de guerrilla como “la guerra popular de resistencia”, 

convirtiéndose a la Fuerza Armada en una organización de policía nacional, al 

buscar atribuirle competencia en materia de mantenimiento de la seguridad 

ciudadana y del orden interno.  

Adicionalmente, con la rechazada reforma constitucional, en lugar de 

establecerse como lo prevé la Constitución, que en el cumplimiento de sus 

funciones, la Fuerza Armada “está al servicio exclusivo de la Nación y en ningún 

caso al de persona o parcialidad política alguna”, se buscaba sustituir esta 

previsión por otra donde se pretendía indicar que en “el cumplimiento de su 

función, estará siempre al servicio del pueblo venezolano en defensa de sus 

sagrados intereses y en ningún caso al de oligarquía alguna o poder imperial 

extranjero”, eliminándose la prohibición  de que la Fuerza Armada pueda estar al 

servicio de persona o parcialidad política alguna. Con ello se buscaba abrir el 

camino constitucional para la integración de la Fuerza Armada en el partido 

político de su Comandante en Jefe, quien ejerce la Suprema Autoridad Jerárquica 

en todos sus Cuerpos, Componentes y Unidades (art. 236,6), y que la podía poner 

a su servicio o al servicio del partido del gobierno. 

Con estas rechazadas reformas, se buscaba acentuar el carácter político de 

la Fuerza Armada y el militarismo del Estado, que la propia Constitución de 1999 

ya había iniciado, al desaparecer del texto constitucional “el carácter apolítico y no 

deliberante” de la Fuerza Armada, que establecía el artículo 132 de la Constitución 

de 1961; la obligación esencial que tenía la Fuerza Armada Nacional, conforme a 

ese mismo artículo, de asegurar “la estabilidad de las instituciones democráticas y 

el respeto a la Constitución y las leyes, cuyo acatamiento estará siempre por 



encima de cualquier otra obligación”; la tradicional prohibición de que la autoridad 

militar y la civil no podían ejercerse simultáneamente, que establecía el artículo 

131 de la Constitución de 1961; y el control por parte de la Asamblea Nacional 

respecto de los ascensos de los militares de alta graduación (art. 331, C. 1961). 

5. Los rechazados cambios constitucionales en la Constitución 

Económica 

Uno de los componentes normativos esenciales de toda Constitución 

contemporánea, es la llamada Constitución Económica, que deriva de los 

principios constitucionales que guían el régimen de las relaciones económicas y el 

papel que, en las mismas, corresponde a la iniciativa privada y al propio Estado, y 

que, conforme al constitucionalismo desarrollado desde mitades del siglo pasado, 

está montada sobre un modelo económico de economía mixta, basado en el 

principio de la libertad como opuesto al de economía dirigida, similar al que existe 

en todos los países occidentales. Este sistema económico, por tanto, se 

fundamenta en la libertad económica, la iniciativa privada y la libre competencia, 

pero con la participación del Estado como promotor del desarrollo económico, 

regulador de la actividad económica y planificador con la participación de la 

sociedad civil.  

Conforme a esa orientación, la Constitución de 1999 establece un sistema 

económico de economía mixta, es decir, de economía social de mercado que se 

fundamenta en la libertad económica, pero que debe desenvolverse conforme a 

principios de justicia social, que requiere de la intervención del Estado. Ese 

régimen socioeconómico, conforme al artículo 299 de la Constitución de 1999, se 

fundamenta en los siguientes principios: justicia social, democratización, eficiencia, 

libre competencia, protección del ambiente, productividad y solidaridad, con el fin 

de asegurar el desarrollo humano integral y una existencia digna y provechosa 

para la colectividad. Por ello, el mismo artículo constitucional dispone, 

expresamente, que el Estado, “conjuntamente con la iniciativa privada”, debe 

promover:  

“el desarrollo armónico de la economía nacional, con el fin de generar 

fuentes de trabajo, alto valor agregado nacional, elevar el nivel de vida de la 



población y fortalecer la soberanía económica del país, garantizando la seguridad 

jurídica, solidez, dinamismo, sustentabilidad, permanencia, equidad del 

crecimiento de la economía, para garantizar una justa distribución de la riqueza 

mediante una planificación estratégica democrática, participativa y de consulta 

abierta.” 

Como lo precisó la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en 

sentencia N° 117, de 6 de febrero de 2001, se trata de “un sistema 

socioeconómico intermedio entre la economía de libre mercado (en el que el 

Estado funge como simple programador de la economía, dependiendo ésta de la 

oferta y la demanda de bienes y servicios) y la economía interventora (en la que el 

Estado interviene activamente como el “empresario mayor”)”, conforme al cual, el 

texto constitucional promueve “expresamente la actividad económica conjunta del 

Estado y de la iniciativa privada en la persecución y concreción de los valores 

supremos consagrados en la Constitución”; tratando de alcanzar “el equilibrio de 

todas las fuerzas del mercado y la actividad conjunta del Estado e iniciativa 

privada”. Conforme a este sistema, dijo además la Sala Constitucional en esa 

sentencia, la Constitución: “propugna una serie de valores normativos superiores 

del régimen económico, consagrando como tales la libertad de empresa en el 

marco de una economía de mercado y fundamentalmente el del Estado Social de 

Derecho (Welfare State, Estado de Bienestar o Estado Socialdemócrata), esto es 

un Estado social opuesto al autoritarismo”.110  

La aplicación práctica de ese modelo constitucional, en todo caso, ha 

provocado el desarrollo de una economía basada en la libertad económica y la 

iniciativa privada, pero con una intervención importante y necesaria del Estado 

para asegurar los principios de justicia social que constitucionalmente deben 

orientar el régimen económico; lo que se ha acrecentado por el hecho de ser el 

Estado, el titular desde siempre del dominio público sobre el subsuelo.  

                                                 
110 Esos valores aludidos conforme a la doctrina de la Sala Constitucional “se desarrollan mediante 
el concepto de libertad de empresa, que encierra, tanto la noción de un derecho subjetivo ‘a 
dedicarse libremente a la actividad económica de su preferencia’, como un principio de ordenación 
económica dentro del cual se manifiesta la voluntad de la empresa de decidir sobre sus objetivos. En 
este contexto, los poderes públicos cumplen un rol de intervención, la cual puede ser directa (a través 
de empresas) o indirecta (como ente regulador del mercado)”. Véase en Revista de Derecho 
Público, núm. 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001, pp. 212-218. 



Con el rechazado proyecto de reforma constitucional de 2007, se pretendía 

cambiar radicalmente este modelo, acentuando el desequilibrio existente entre lo 

público y lo privado, buscando transformarlo en un sistema de economía estatal, 

de planificación centralizada, propia de un Estado y economía socialista, donde 

desaparecía la libertad económica y el derecho de propiedad como derechos 

constitucionales. 

A. El rechazo a la propuesta de reforma para eliminar la libertad 

económica 

El artículo 112 de la Constitución establece como uno de los principios 

fundamentales del sistema constitucional el derecho de todas las personas de 

poder dedicarse libremente a la actividad económica de su preferencia, sin más 

limitaciones que las previstas en la Constitución y las que establezcan las leyes, 

por razones de desarrollo humano, seguridad, sanidad, protección del ambiente u 

otras de interés social, a cuyo efecto, el Estado está obligado a promover:  

“la iniciativa privada, garantizando la creación y justa distribución de la 

riqueza, así como la producción de bienes y servicios que satisfagan las 

necesidades de la población, la libertad de trabajo, empresa, comercio, industria, 

sin perjuicio de su facultad para dictar medidas para planificar, racionalizar y 

regular la economía e impulsar el desarrollo integral del país.” 

Con la rechazada propuesta de reforma constitucional de 2007, en 

cambio, se buscaba eliminar este derecho y la libertad económica, es decir, se 

pretendía quitarle rango constitucional, buscando sustituir esta norma por otra en 

la cual lo que se establecía era la definición de una política estatal para promover:  

“el desarrollo de un modelo económico productivo, intermedio, diversificado 

e independiente, fundado en los valores humanísticos de la cooperación y la 

preponderancia de los intereses comunes sobre los individuales, que garantice la 

satisfacción de las necesidades sociales y materiales del pueblo, la mayor suma 

de estabilidad política y social y la mayor suma de felicidad posible.” 

Agregando, además, que el Estado  

“fomentará y desarrollará distintas formas de empresas y unidades 

económicas de propiedad social, tanto directa o comunal como indirecta o estatal, 



así como empresas y unidades económicas de producción o distribución social, 

pudiendo ser éstas de propiedad mixta entre el Estado, el sector privado y el poder 

comunal, creando las mejores condiciones para la construcción colectiva y 

cooperativa de una economía socialista.”  

Es decir, en un artículo como el 112, ubicado en el Capítulo Constitucional 

sobre los derechos económicos, se buscaba eliminar el derecho al libre ejercicio 

de las actividades económicas y la propia libertad económica, lo que era contrario 

al principio de la progresividad en materia de derechos humanos y 

constitucionales que garantiza el artículo 19 de la Constitución.  

Con la eliminación de este derecho, como derecho constitucional, lo que en 

definitiva se pretendía era desaparecer las garantías constitucionales al mismo y, 

en particular, la desaparición de la garantía de la reserva legal, es decir, que las 

limitaciones o restricciones al derecho sólo pueden establecerse mediante ley 

formal emanada de la Asamblea Nacional, y no mediante decretos reglamentarios 

del Ejecutivo.  

Además, con la rechazada reforma constitucional, respecto del artículo 299, 

se buscaba eliminar de la Constitución, como fundamentos del sistema 

económico, los principios de justicia social, libre competencia, democracia y 

productividad y, en su lugar, se buscaban establecer, entre otros, los principios 

socialistas, antiimperialistas, humanistas, con el fin de asegurar el desarrollo 

humano integral y una existencia digna y provechosa para la colectividad. Por otra 

parte, la garantía del desarrollo armónico de la economía no se asignaba “al 

Estado conjuntamente con la iniciativa privada”, como dispone la Constitución de 

1999, sino “al Estado conjuntamente con la iniciativa comunitaria, social y 

personal”.  

Por otra parte, con la rechazada reforma constitucional, se buscaba 

cambiar radicalmente el régimen de la actividad económica, buscándose 

establecer, en el artículo 113, una serie de limitaciones a la misma que iban 

mucho más allá de la restricción de los monopolios y la posición dominante de 

empresas, privilegiándose la economía estatal y los medios de producción 

socialista, proponiéndose agregar a la norma que, en general, “no se permitirán 

actividades, acuerdos, prácticas, conductas y omisiones de los y las particulares 



que vulneren los métodos y sistemas de producción social y colectiva con los 

cuales se afecte la propiedad social y colectiva o impidan o dificulten la justa y 

equitativa concurrencia de bienes y servicios”, con lo cual hubiera quedado en 

manos del Estado la suerte de cualquier actividad económica particular. 

B. El rechazo a la propuesta de reforma para eliminar la 

propiedad privada 

Por otra parte, otro de los pilares fundamentales de la Constitución de 1999, 

además de la libertad económica, es la garantía del derecho de propiedad privada, 

al que, conforme al artículo 115 de la Constitución de 1999, se le concibe como el 

derecho que tiene toda persona “al uso, goce, disfrute y disposición de sus bienes”, 

aun cuando sea sometida a “las contribuciones, restricciones y obligaciones que 

establezca la ley con fines de utilidad pública o de interés general”. Dicha garantía 

implica que “sólo por causa de utilidad pública o interés social, mediante sentencia 

firme y pago oportuno de justa indemnización, podrá ser declarada la expropiación de 

cualquier clase de bienes”. 

Con el rechazado proyecto de reforma constitucional de 2007, se buscaba 

cambiar radicalmente el régimen de la propiedad privada, la cual se eliminaba 

como derecho constitucional, y quedaba materialmente reducida a la que pudiera 

existir sobre los bienes de uso, consumo y medios de producción legítimamente 

adquiridos, quedando, por tanto, minimizada y marginalizada en relación con la 

propiedad pública.111 

Además, con la rechazada reforma constitucional, se pretendía eliminar la 

garantía de la propiedad, al proponerse eliminar la exigencia de que “sólo” 

                                                 
111  Sobre esto, el magistrado Jesús Eduardo Cabrera, en el Voto salvado a la sentencia No. 
2042 de la Sala Constitucional de 2 de noviembre de 2007 en la cual se declaró inadmisible un 
amparo constitucional ejercido contra el Presidente de la República y la Asamblea Nacional, con 
motivo de la inconstitucional “reforma constitucional”, sostuvo lo siguiente: “El artículo 113 del 
Proyecto, plantea un concepto de propiedad que se adapta a la propiedad socialista, y que es 
válido, incluso, dentro del Estado Social; pero al limitar la propiedad privada sólo sobre bienes de 
uso, es decir aquellos que una persona utiliza (sin especificarse en cuál forma); o de consumo, que 
no es otra cosa que los fungibles, surge un cambio en la estructura de este derecho que dada su 
importancia, conduce a una transformación de la estructura del Estado. Los alcances del derecho 
de propiedad dentro del Estado Social, ya fueron reconocidos en fallo de esta Sala de 20 de 
noviembre de 2002, con ponencia del magistrado Antonio García García”. 
 



mediante expropiación podía extinguirse la propiedad como se ha establecido 

siempre en el ordenamiento constitucional, lo que abría la vía para que, por ley, se 

pudieran establecer otras formas de extinción de la propiedad.  

C. El rechazo a la propuesta de reforma para eliminar la 

autonomía del Banco Central de Venezuela y concentrar en el 

Presidente de la República el manejo del régimen fiscal y económico 

del Estado 

En materia del régimen fiscal, por primera vez en el constitucionalismo 

venezolano, en la Constitución de 1999, se incorporaron un conjunto de normas 

relativas al Banco Central de Venezuela y a la política macroeconómica del Estado 

(arts. 318 a 321), atribuyéndosele en particular, al Banco Central de Venezuela, 

dotado de autonomía, el ejercicio de las competencias monetarias del Poder 

Nacional para formular y ejecutar la política monetaria, participar en el diseño y 

ejecutar la política cambiaria, regular la moneda, el crédito y las tasas de interés, 

administrar las reservas internacionales, y todas aquellas que establezca la ley. 

Con el rechazado proyecto de reforma constitucional sancionado en 

noviembre de 2007 se buscaba cambiar total y radicalmente el régimen de la 

política monetaria y del Banco Central de Venezuela, eliminándosele sus 

competencias y su autonomía, y estableciendo su total dependencia directa 

respecto del Ejecutivo Nacional. A tal efecto, en el artículo 318 se buscaba 

precisar que “El sistema monetario nacional debe propender al logro de los fines 

esenciales del Estado Socialista y el bienestar del pueblo, por encima de cualquier 

otra consideración”, y las competencias para fijar las políticas monetarias del 

Poder Nacional y ejercer las competencias monetarias del Poder nacional que la 

Constitución de 1999 asigna “exclusivamente” al Banco Central de Venezuela, se 

proponía que se atribuyeran al “Ejecutivo Nacional, a través del Banco Central de 

Venezuela en estricta y obligatoria coordinación”. Como consecuencia de esas 

propuestas de reforma, rechazadas popularmente, también se propuso establecer 

la naturaleza totalmente dependiente, jerárquicamente, del Banco Central de 

Venezuela, como “ente del Poder Ejecutivo Nacional”, eliminándose formalmente 



la autonomía del Banco Central, a proponer que la norma constitucional dijera que 

“es persona de derecho público sin autonomía para la formulación y el ejercicio de 

las políticas correspondientes”, agregándose que “sus funciones estarán 

supeditadas a la política económica general y al Plan Nacional de Desarrollo de la 

Nación para alcanzar los objetivos superiores del Estado Socialista y la mayor 

suma de felicidad posible para todo el pueblo”. 

Además, en la rechazada reforma constitucional, se buscaba quitarle al 

Banco Central de Venezuela la competencia de “administrar las reservas 

internacionales” y, en su lugar, se pretendía establecer, que “las reservas 

internacionales de la República serán manejadas por el Banco Central de 

Venezuela, bajo la administración y dirección del Presidente o Presidenta de la 

República, como administrador o administradora de la Hacienda Pública Nacional”. 

Por último, en la rechazada reforma constitucional se buscaba eliminar del 

artículo 320 de la Constitución la previsión de que “en el ejercicio de sus 

funciones, el Banco Central de Venezuela no estará subordinado a directivas del 

Poder Ejecutivo y no podrá convalidar o financiar políticas fiscales deficitarias”, 

eliminándose la necesidad de que la actuación coordinada del Poder Ejecutivo y 

del Banco Central de Venezuela se debe realizar “mediante un acuerdo anual de 

políticas”, en el cual se deben establecer “los objetivos finales de crecimiento y sus 

repercusiones sociales, balance externo e inflación, concernientes a las políticas 

fiscal, cambiaria y monetaria; así como los niveles de las variables intermedias e 

instrumentales requeridos para alcanzar dichos objetivos finales”, buscándose 

eliminar todo principio de coordinación entre el Ejecutivo Nacional y el Banco 

Central, el cual, como se dijo, ha quedado sin autonomía, como un brazo ejecutor 

dependiente del Ejecutivo y de lo que éste disponga.  

En la rechazada reforma constitucional, además, se buscaba eliminar la 

existencia del Fondo de Estabilización Macroeconómica, y en su lugar, lo que se 

proponía era la atribución del Presidente de la República de establecer “en 

coordinación con el Banco Central de Venezuela y al final de cada año, el nivel de 

las reservas necesarias para la economía nacional, así como el monto de las 

reservas excedentarias” con la propuesta de indicar que las mismas se debían 



destinar “a fondos que disponga el Ejecutivo Nacional para inversión productiva, 

desarrollo e infraestructura, financiamiento de las misiones y, en definitiva, el 

desarrollo integral, endógeno, humanista y socialista de la Nación”. 

6. Los rechazados cambios constitucionales regresivos al régimen de 

los derechos constitucionales 

En materia de derechos constitucionales, dejando aparte las propuestas de 

reforma sobre derechos sociales, las cuales pueden implementarse mediante ley y no 

requerían reforma constitucional alguna, respecto de los derechos individuales, en 

cambio, la rechazada propuesta de reforma constitucional tenía un notable carácter 

regresivo, completamente contrario a dicho principio de la progresividad, por lo 

que de haber sido aprobadas se hubiera configurado al Estado como un Estado 

policial y represivo. 

En particular, en cuanto al régimen de los estados de excepción derivados 

de circunstancias excepcionales que pueden originar situaciones que afecten 

gravemente la seguridad de la Nación, de las instituciones y de las personas, y 

que pueden ameritar la adopción de medidas político-constitucionales para 

afrontarlas (art. 337), la rechazada reforma constitucional  buscaba cambiar 

radicalmente las previsiones sobre los mismos, ampliándose incluso sus 

categorías (art. 338), al buscar eliminar los límites temporales que pueden tener 

los estados de excepción y que, conforme a la Constitución, no pueden ser 

superiores a 90 días. En su lugar, en la rechazada reforma constitucional se 

buscaba disponer que los estados de excepción debían durar “mientras se 

mantengan las causas que los motivaron”, lo que de haberse aprobado, los 

hubiera podido convertir en estados de excepción de duración ilimitada, y en todo 

caso, de duración sujeta a la sola discreción del Presidente de la República, con lo 

cual además, la Asamblea Nacional hubiera perdido la potestad que le daba el 

artículo 338 de la Constitución de 1999, de aprobar o negar la prórroga de los 

estados de excepción. 

En esta materia de los “estados de excepción”, una de las reformas de 

mayor interés de la Constitución de 1999 fue la eliminación de la posibilidad de 

que en los casos de estados de excepción, se pudieran “suspender” las garantías 



constitucionales como lo había autorizado la Constitución de 1961, lo cual dio 

origen a muchos abusos institucionales, reduciendo la potestad de excepción a la 

sola posibilidad de “restringir” (art. 236,7) temporalmente las garantías 

constitucionales. Mediante la rechazada reforma constitucional, en una forma 

asombrosamente regresiva, en cambio, se buscaba establecer la posibilidad de 

que, por decisión del Presidente de la República, no sólo se pudieran “restringir” 

las garantías constitucionales, sino, más grave aún, que se pudieran “suspender” 

dichas garantías (art. 337), lo cual es inadmisible en una sociedad democrática, 

por lo que fue expresamente eliminado cuando se sancionó la Constitución de 

1999. 

Por otra parte, en la Constitución de 1999, entre las garantías consagradas 

en la Constitución que no pueden ser afectadas en los estados de excepción por 

decisión ejecutiva, están “las referidas a los derechos a la vida, prohibición de 

incomunicación o tortura, el derecho al debido proceso, el derecho a la 

información y los demás derechos humanos intangibles”. En cambio, en la 

rechazada reforma constitucional, en franca violación del principio de 

progresividad en materia de derechos humanos, se buscaba reducir los derechos 

y garantías que no podían ser suspendidos mediante una enumeración engañosa 

con el siguiente texto: “las referidas al derecho a la vida, la prohibición de tortura, 

la incomunicación, la desaparición forzosa, el derecho a la defensa, a la integridad 

personal, a ser juzgado o juzgada por sus jueces naturales y no ser condenado o 

condenada a penas que excedan los treinta años”. ` 

V. LA IRREGULAR Y FRAUDULENTA IMPLEMENTACIÓN DE MUCHAS DE 

LAS RECHAZADAS REFORMAS CONSTITUCIONALES DE 2007 

MEDIANTE LEYES Y DECRETOS LEYES 

Tan pronto fue rechazada por el pueblo la Reforma Constitucional de 2007, el 

Presidente de la República y los directivos de la Asamblea Nacional anunciaron que a 

pesar de ello implementarían las reformas rechazadas, mediante leyes y decretos 

leyes, lo que efectivamente ha ocurrido en muchas áreas. 

En particular muchas de las rechazadas reformas constitucionales fueron 

ilegítima y fraudulentamente implementadas mediante decretos leyes dictados por 



el Presidente  de la República en ejecución de la Ley que Autoriza al Presidente 

de la República para Dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley, en las 

materias que se Delegan,”112 la cual había sido sancionada coetáneamente con el 

anuncio presidencial de iniciar el proceso de reforma constitucional de 2007. 

Como este resultó rechazado por el pueblo, dicha ley de delegación legislativa fue 

el instrumento utilizado para implementar fraudulentamente muchas de las 

reformas rechazadas,113 particularmente en el área económico y social para 

estructurar un Estado Socialista centralizado.  

Ello, incluso se había comenzado a realizar en ejecución de dicha ley de 

delegación legislativa con el Decreto ley No. 5841 de 12 de junio de 2007114 

mediante el cual se dictó la Ley Orgánica de Creación de la Comisión Central de 

Planificación, la cual constituyó el primer acto estatal formal con el que se 

comenzó la construcción de un Estado Socialista.115 Posteriormente, luego de 

rechazada la reforma constitucional en el referendo realizado el 2 de diciembre de 

2007, en ejecución de dicho Decreto Ley, la Asamblea Nacional aprobó el 13 de 

diciembre de 2007,  al adoptar el Plan de Desarrollo Económico y Social de la 

Nación 2007-2013 en ejecución de lo establecido en el artículo 32 del Decreto con 

Fuerza de Ley Orgánica de Planificación, en el cual se establecieron las bases de 

un “sistema de planificación, producción y distribución orientado hacia el 

socialismo, donde lo relevante es el desarrollo progresivo de la propiedad social 

sobre los medios de producción”. A tal efecto, las propuestas de la rechazada 

Reforma Constitucional de 2007, que buscaban atribuir al Estado la facultad de 

                                                 
112  Gaceta Oficial 38.617, de fecha 1° de febrero de 2007 
113  Véanse los trabajos de Lolymar Hernández Camargo, “Límites del poder ejecutivo en el 
ejercicio de la habilitación legislativa: Imposibilidad de establecer el contenido de la reforma 
constitucional rechazada vía habilitación legislativa,” en Revista de Derecho Público, No. 115 
(Estudios sobre los Decretos Leyes), Editorial Jurídica venezolana, Caracas 2008, pp. 51 ss.; 
Jorge Kiriakidis, “Breves reflexiones en torno a los 26 Decretos-Ley de Julio-Agosto de 2008, y la 
consulta popular refrendaría de diciembre de 2007”, Idem, pp. 57 ss.; y José Vicente Haro García, 
Los recientes intentos de reforma constitucional o de cómo se está tratando de establecer una 
dictadura socialista con apariencia de legalidad (A propósito del proyecto de reforma constitucional 
de 2007 y los 26 decretos leyes del 31 de julio de 2008 que tratan de imponerla)”, Idem, pp. 63 ss. 
114   V Gaceta Oficial Nº 5.841 Extraordinaria del 22 de junio de 2007 
115  Véase Allan R. Brewer-Carías, "Comentarios sobre la inconstitucional creación de la 
Comisión Central de Planificación, centralizada y obligatoria”, Revista de Derecho Público, No. 110, 
(abril-junio 2007), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 79-89 



controlar y asumir sectores de la producción agrícola, pecuaria, pesquera y 

acuícola, en particular la producción de alimentos, se materializaron en el Decreto 

Ley de Ley Orgánica de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria116 en la cual  se 

atribuye al Estado no sólo autorizar la importación de alimentos, sino priorizar su 

producción, y además asumir directamente las actividades de distribución e 

intercambio de los mismos.  

En la misma orientación, el Decreto Ley N° 6.130 de 03 junio de 2008, de 

Ley para el fomento y desarrollo de la economía popular, regula el “modelo 

socioproductivo comunitario”, con diversas formas de organizaciones 

socioproductivas siguiendo el modelo socialista117.  En igual orientación 

abiertamente socialista se dictó el Decreto Ley sobre la Ley para la Defensa de las 

Personas en el Acceso a los Bienes y Servicios que derogó la Ley de Protección al 

Consumidor y al Usuario,118 con el objeto de regular toda la cadena de 

comercialización y todos los ámbitos económicos en materia de bienes y servicios, 

ampliando excesivamente las facultades del Estado al punto de poder efectuar 

confiscaciones de bienes y servicios.  

En cuanto a las reformas en la democracia representativa para eliminarla del 

nivel local, tal y como se buscaba generalizar en la reforma constitucional rechazada 

de 2007, como se dijo, las mismas ya se habían comenzado a efectuar con la sanción 

en 2006 de la Ley de los Consejos Comunales,119 como unidades u organizaciones 

sociales no electas mediante sufragio universal, directo y secreto y sin autonomía 

territorial, supuestamente dispuestos para canalizar la participación ciudadana, 

pero conforme a un sistema de conducción centralizado desde la cúspide del 

Poder Ejecutivo Nacional. 

                                                 
116  Gaceta Oficial N° 5.889 Extraordinaria con fecha 31 de julio de 2008 
117  Gaceta Oficial  N° 5.890 Extraordinaria de 31 julio de 2008 
118   Gaceta Oficial N° 37.930 del 4 de mayo de 2004 
119  Ley de Consejos Comunales, Gaceta Oficial,  núm. 5806 Extraordinario,  10-04-2006. 
Véase Allan R. Brewer-Carías, “El inicio de la desmunicipalización en Venezuela: La organización 
del Poder Popular para eliminar la descentralización, la democracia representativa y la 
participación a nivel local”, en AIDA, Opera Prima de Derecho Administrativo. Revista de la 
Asociación Internacional de Derecho Administrativo, Universidad Nacional Autónoma de México, 
México, 2007, pp. 49 a 67 



En cuanto a la eliminación del principio descentralizador como pilar 

fundamental del constitucionalismo venezolano, que con la reforma constitucional 

rechazada de 2007 se buscaba desmantelar completamente, minimizándose la 

forma Federal del Estado, mediante la centralización de competencias que eran de 

los Estados, la creación de órganos administrativos creados y dirigidos por el 

Ejecutivo Nacional, la atribución al Presidente de la República para intervenir en 

los asuntos regionales y locales; y el vaciamiento adicional de las competencias 

estadales y municipales mediante su transferencias a los consejos comunales. 

Para implementar estas reformas, no sólo se ha puesto en ejecución el último de 

los aspectos señalados obligando a Estados y Municipios de transferir sus 

competencias a entes locales controlados por el Poder Central (Consejos 

Comunales), sino que mediante el Decreto Ley Nº 6.217 de 15 de julio de 2008, 

sobre la Ley Orgánica de la Administración Pública,120 que ahora se aplica 

directamente a las Administraciones Públicas Nacional, Estadal y Municipal, al 

poner en ejecución el principio de planificación centralizada, las somete todas a lo 

que defina el Ejecutivo Nacional a través de la Comisión Central de Planificación. 

Esta Ley, además, atribuye al Presidente de la República, como se propuso en la 

rechazada reforma constitucional de 2007, la faculta de designar Autoridades 

Regionales que tendrían la función de planificación, ejecución, seguimiento y 

control de las políticas, planes y proyectos de ordenación y desarrollo del territorio 

aprobado conforme a la planificación centralizada. 

En cuanto al sistema de distribución territorial de competencias entre el 

nivel nacional y el nivel estadal, la propuesta de reforma constitucional de 2007 

perseguía eliminar la competencia “exclusiva” atribuida a los  Estados en el 

artículo 164,10 de la Constitución en materia de “La conservación, administración 

y aprovechamiento de carreteras y autopistas nacionales, así como de puertos y 

aeropuertos de uso comercial, en coordinación con el Poder Nacional.” En este 

caso, la fraudulenta implementación de la rechazada reforma correspondió hacerlo 

a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, al decidir un recurso de 

                                                 
120 G.O. Extra Nº 5.890 de 31-07-2008.  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El sentido de la 
reforma de la Ley Orgánica de la Administración Pública”, Revista de Derecho Público, No. 115, 
EJV, Caracas 2008, pp. 155 ss.  



interpretación introducido por el Procurador General de la República en 

representación del Ejecutivo Nacional, mediante la sentencia No. 565 de 15 de 

abril de 2008121, en la cual, pura y simplemente “modificó” el contenido de esta 

norma constitucional y dispuso, mutándola, como interpretación vinculante de la 

misma, que esa “competencia exclusiva” no es tal competencia exclusiva, sino una 

competencia “concurrente” y que, incluso, el Poder Nacional podía revertir a su 

favor la materia “descentralizada” eliminando toda competencia de los Estados.  

Aun cuando sobre ello se comenta en el próximo Capítulo, es de destacar que por 

el trastocamiento al orden jurídico que la sentencia provocaba, la Sala 

Constitucional instó a la Asamblea Nacional a dictar la legislación acorde con la 

“reforma” constitucional que efectuaba, lo cual efectivamente originó en marzo de 

2009, la reforma de la Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y 

Transferencia de Competencias del Poder Público,122 a los efectos de eliminar las 

competencias exclusivas de los Estados establecidas en los ordinales 3 y 5 del 

artículo 11 de dicha Ley, agregando dos nuevas normas que autorizan al Ejecutivo 

Nacional, para revertir la transferencia de las competencias a los Estados (art. 8); 

y decretar la intervención de bienes y servicios públicos transferidos a los Estados 

en la materia (art. 9). Con ello se completó el fraude constitucional dispuesto por la 

Sala Constitucional, trastocándose el régimen federal.123 

En la misma orientación centralista, mediante la rechazada Reforma 

Constitucional de 2007 se buscaba eliminar como entidad político territorial dentro 

de la forma federal del Estado, al Distrito Capital donde tienen su sede los 

Poderes nacionales, y recrear la desaparecida figura del “Distrito Federal” como 

entidad totalmente dependiente  del Poder Nacional, en particular del Presidente 

de la república, sin gobierno propio. Esto último, rechazada la reforma 

constitucional se ha hecho en fraude a la Constitución, mediante la sanción por la 

                                                 
121  Cfr. Sentencia de la Sala Constitucional , n° 565 , caso Procuradora General de la 
República, recurso de interpretación del artículo 164.10 de la Constitución de 1999 de fecha 15 de 
Abril de 2008, en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Abril/565-150408-07-1108.htm 
122  Gaceta Oficial N° 39 140 del 17 de marzo de 2009 
123  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La Sala Constitucional como poder constituyente: la 
modificación de la forma federal del estado  y del sistema constitucional de división territorial del 
poder público, en Revista de Derecho Público, No. 114, (abril-junio 2008), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2008, pp. 247-262 



Asamblea Nacional en abril de 2009 de la Ley Especial Sobre la Organización y 

Régimen del Distrito Capital124, mediante la cual, lejos de haber establecido una 

organización democrática de una entidad política de la Republica, lo ha regulado 

como una dependencia del Poder Nacional, con ámbito territorial según se indica 

en el artículo 4 igual al que “correspondían al extinto Distrito Federal a la fecha de 

entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 

que comprende el territorio del actual Municipio Bolivariano Libertador.” Conforme 

a esta Ley, el Distrito Capital ahora y contrariando la Constitución, no tiene 

autoridades propias de gobierno, sino que es gobernada por el Poder Nacional 

mediante, un “régimen especial … de gobierno” que consiste en que el ejercicio de 

la función legislativa en el Distrito esta a cargo de la Asamblea Nacional, y que  el 

órgano ejecutivo es ejercido por un Jefe de Gobierno (art. 3), el cual de acuerdo 

con el artículo 7 de la Ley Especial es “de libre nombramiento y remoción” por 

parte del Presidente de la República, con lo que en el mismo territorio del 

Municipio Libertador se le ha superpuesto una estructura nacional, mediante una 

Ley nacional, totalmente inconstitucional. 

Otra de las reformas constitucionales que fueron rechazadas por el pueblo, 

se refirieron al ámbito militar y buscaban transformar la Fuerza Armada Nacional 

en una Fuerza Armada Nacional Bolivariana, y entre otros aspectos, agregando al 

Ejercito Nacional Bolivariano, la Armada Nacional Bolivariana, la Aviación Nacional 

Bolivariana y la Guardia Nacional Bolivariana, un nuevo componente que era la 

Milicia Nacional Bolivariana. Todo ello, a pesar del rechazo popular a la reforma, 

se ha hecho mediante el  Decreto Ley sobre la Ley Orgánica de la Fuerza Armada 

Nacional,125 mediante el cual efectivamente, la Fuerza Armada Nacional como se 

la denomina en la Constitución ahora se llama Fuerza Armada Nacional 

Bolivariana sujeta a la doctrina militar bolivariana, y se creó la Milicia Nacional 

Bolivariana como órgano de apoyo de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, 

todo conforme se había propuesto en la rechazada reforma constitucional. 

                                                 
124   Gaceta Oficial Nº 39.156 de 13 de abril de 2009 
125  Gaceta Oficial con fecha 31 de julio de 2008. 



VI LA “ENMIENDA CONSTITUCIONAL” DE 2009 PARA PERMITIR LA 

REELECCIÓN CONTÍNUA E INDEFINIDA, APROBADA EN FRAUDE A 

LA CONSTITUCIÓN, CON LA ANUENCIA DEL JUEZ CONSTITUCIONAL   

Una de las reformas constitucionales rechazadas en 2007 había sido la 

propuesta presidencial aprobada por la Asamblea Nacional tendiente a eliminar el 

límite a la reelección del Presidente de la República que establecía el artículo 230, 

en el cual se disponía que el mismo sólo podía ser “reelegido de inmediato y por 

una sola vez, para un nuevo período,” conforme al principio de la alternabilidad 

republicana establecido como principio de gobierno en el artículo 6 de la misma 

Constitución. 

La Asamblea Nacional a finales de 2008 tomó la iniciativa de elaborar y 

proponer una “enmienda  constitucional” para reformar el artículo 230 de la 

Constitución, el mismo cuya “reforma constitucional” había sido rechazado por el 

pueblo en diciembre de 2007. Ante la discusión que suscitó la propuesta, que 

significada volver a someter al voto popular como “enmienda” la misma propuesta 

de modificación de la Constitución que ya había sido rechazada como “reforma” en 

el mismo período constitucional, contrariando el espíritu de la prohibición que 

establece el artículo 345 de la Constitución,126 la Asamblea decidió en 2009 

extender la propuesta de “enmienda” no sólo respecto del artículo 350 de la 

Constitución, sino de los artículos 160, 162, 174, 192 del texto fundamental para 

eliminar la misma restricción para la reelección establecida respecto de los 

Gobernadores de Estado, los miembros de los Consejos Legislativos de los 

Estados, los Alcaldes municipales, y los diputados a la Asamblea Nacional. En 

esta forma el principio de la alternabilidad republicana quedaba materialmente 

eliminado en relación con todos los cargos de elección popular. 

La “enmienda constitucional” se aprobó por la Asamblea nacional y se 

sometió al Consejo nacional Electoral para la convocatoria del referendo 

aprobatorio que se fijó para el 15 de febrero de 2009. Sin embargo, sin duda, 

había objeciones constitucionales importantes que debían previamente 

                                                 
126  Artículo 345 “…La iniciativa de reforma constitucional que no sea aprobada no podrá 
presentarse de nuevo en un mismo período constitucional a la Asamblea Nacional.” 



dilucidarse, en particular, sobre la posibilidad de utilizar la vía de la “enmienda” 

constitucional para obviar la prohibición constitucional de volver someter a 

consulta popular, en un mismo período constitucional, una “reforma” ya rechazada 

por el pueblo; y sobre la posibilidad de utilizar la vía de la “enmienda” para 

modificar uno de los principios pétreos del constitucionalismo venezolano como lo 

había sido el de la alternabilidad republicana. Y esas dudas, fueron diligentemente 

resueltas por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en decisión 

No 53 de 3 de febrero de 2009,127 con el objeto, precisamente de allanar el camino 

constitucional para la realización del referendo aprobatorio. Como se dijo, este se 

realizó el 15 de febrero de 2009, en el cual se aprobó el proyecto de Enmienda 

Constitucional relativa a los artículos 160, 162, 174, 192 y 230 de la Constitución, 

que estableció en Venezuela, al contrario de la tradición constitucional anterior, el 

principio de la posibilidad de reelección continua de cargos electivos eliminando el 

principio constitucional de la alternabilidad republicana (art. 6), violando la 

prohibición constitucional de realizar una consulta popular sobre modificaciones a 

la Constitución ya rechazadas por el pueblo en un mismo período constitucional 

(art. 345). 

Dos temas precisos se habían sometido a la interpretación de la Sala 

Constitucional en un recurso de interpretación que se había introducido el 11 de 

diciembre de 2008:  

Primero, determinar si la prohibición constitucional establecida para 

someter a consulta popular una modificación constitucional ya rechazada 

popularmente en un mismo período constitucional también se aplica, cuando se 

somete la misma modificación a referendo por vía de Enmienda Constitucional, en 

el mismo período constitucional. 

Segundo, determinar si la Enmienda de 2008-2009 que buscó establecer el 

principio de la reelección indefinida para cargos electivos, alteraba el principio de 

la “alternabilidad” del gobierno que el artículo 6 de la Constitución establece como 

un principio fundamental, que además es de carácter pétreo (“El gobierno es y 

                                                 
127  Véase la sentencia No. 53, de la Sala Constitucional de 2 de febrero de 2009 (Caso: 
Interpretación de los artículos 340,6 y 345 de la Constitución), en 
http:/www.tsj.gov.ve/decisions/scon/Febrero/53-3209-2009-08-1610.html   



será siempre … alternativo…), y que es común en los sistemas presidenciales de 

gobierno.128 

1.  Precisión sobre la distinción entre Enmienda Constitucional y 

Reforma Constitucional. 

 Para entender adecuadamente la sentencia, hay que tener presente 

los elementos comunes y de distinción entre los procedimientos de Enmienda 

Constitucional y la Reforma Constitucional. 

Ambos procedimientos de modificación de la Constitución tienen en 

común”, por una parte, que mediante ellos no se puede alterar o modificar la 

estructura y principios fundamentales de la Constitución (arts. 340 y 342). Ello sólo 

puede hacerse mediante el procedimiento de la Asamblea Nacional Constituyente 

(art. 347). 

Por la otra, también tienen en común que ambos procedimientos requieren 

de aprobación popular mediante referendo para que la modificación tenga 

vigencia. En la Constitución no se regula poder constituyente “derivado” alguno. 

Solo hay un “poder constituyente originario” que es el pueblo, el cual tiene que 

aprobar por referendo tanto la Enmienda como la Reforma Constitucional, o la 

convocatoria a Asamblea nacional Constituyente.  

La Asamblea Nacional y los órganos que tienen la iniciativa de Enmienda  y 

de Reforma Constitucional, sólo coadyuvan en el proceso de modificación 

constitucional, pero no son “poder constituyente derivado”. 

En cuanto a la distinción entre la Enmienda Constitucional y la Reforma 

Constitucional, la misma existe, en primer lugar en cuanto al alcance del 

procedimiento de modificación:  

La Enmienda Constitucional tiene por objeto la adición o modificación de 

artículos de la Constitución (no la supresión de ellos). 

                                                 
128  Las restricciones a la reelección presidencial son tradicionales en los sistemas 
presidenciales de gobierno, como son los de América Latina, y no en los sistemas parlamentarios 
como los que existen en Europa. Véase, Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre la Revolución 
Norteamericana (1776), la Revolución Francesa (1789) y la Revolución Hispanoamericana (1810-
1830) y sus aportes al constitucionalismo moderno, Universidad Externado de Colombia, Bogotá 
2008, pp. 106 ss. 



En cambio, la Reforma Constitucional tiene por objeto la revisión parcial y 

sustitución de artículos, siempre que no se afecten, como se dijo, los principios y 

la estructura fundamental del texto (arts. 340, 342). 

En segundo lugar, la otra distinción entre la Enmienda y la Reforma 

Constitucional se refiere a la iniciativa y a la intervención de la Asamblea Nacional 

en el procedimiento de modificación constitucional. 

La Enmienda Constitucional no necesita ser discutida por la Asamblea 

Nacional, pero si su iniciativa parte de la propia Asamblea Nacional, la misma 

debe, primero apoyarla por el voto de al menos el 30% de sus integrantes y luego, 

aprobarla mediante el procedimiento de formación de las leyes con el voto de la 

mayoría de sus integrantes (art. 341).  

En cuanto a la Reforma Constitucional, se debe presentar ante la Asamblea 

Nacional la cual siempre debe aprobarla en tres discusiones mediante voto de 2/3 

de sus integrantes. Cuando la iniciativa de Reforma parta de la propia Asamblea 

Nacional, debe ser apoyada por mayoría de sus integrantes. 

Por último, en tercer lugar, la Constitución también establece una distinción 

en cuanto a los efectos del rechazo popular de la modificación constitucional, en el 

sentido de que la prohibición constitucional de que se pueda presentar a la 

Asamblea Nacional otra iniciativa de reforma constitucional rechazada por el 

pueblo en el mismo período constitucional, sólo está establecida como efecto del 

rechazo a la Reforma Constitucional. Nada se establece en cuanto a los efectos 

del rechazo de la Enmienda Constitucional. 

Fue en este marco constitucional, en el cual la Asamblea Nacional tomó la 

iniciativa y aprobó un proyecto de Enmienda Constitucional 2008-2009, que 

inicialmente sólo perseguía modificar el artículo 230 de la Constitución sobre 

reelección del Presidente, y que luego se extendió a los artículos 160, 162, 174 y 

192 de la Constitución sobre reelección de otros cargos electivos, en los cuales se 

establecen límites para la reelección, a los efectos de eliminar dichos límites, el 

cual fue el definitivamente aprobado en el referendo del 15 de febrero de 2009. 



Los Artículos 162 y 192 establecían que los miembros de Consejos 

Legislativos de los Estados y los Diputados a la Asamblea Nacional, sólo podrían 

reelegirse por dos períodos como máximo,  

Los Artículos 160, 174, y 230 establecían que los Gobernadores y Alcaldes, 

y el Presidente de la República, solo podían reelegirse de inmediato y por una sola 

vez, para un nuevo período.   

2.  El sentido de la prohibición temporal para las consultas al 

pueblo sobre modificación a la Constitución. 

 Como es sabido, el 2 de diciembre de 2007 el pueblo rechazó con su 

voto popular expresado en el Referendo convocado para aprobar la Reforma 

Constitucional propuesta por el Presidente de la Republica ante la Asamblea 

Nacional, la propuesta, entre otros aspectos, de establecer la posibilidad de la 

reelección continua del Presidente de la República mediante la eliminación de la 

limitación constitucional a la reelección, antes indicada.129   

Siendo la manifestación de la voluntad popular el rechazar la propuesta de 

modificación constitucional, conforme al artículo 345 de la Constitución no se 

podía someter de nuevo a consulta popular, la misma reforma en el mismo 

período constitucional. 

Ello era lo que se había requerido que la Sala Constitucional interpretara. 

Sin embargo, sobre este primer punto respecto de si la prohibición contenida en el 

artículo 345 de la Constitución en el sentido de que la iniciativa de reforma 

constitucional que no fuese aprobada no podía presentarse de nuevo en un mismo 

período constitucional a la Asamblea Nacional, la Sala Constitucional, 

confundiendo el sentido de la norma, sostuvo que la misma no estaba destinada a 

regular los efectos de la manifestación de rechazo popular de la modificación 

propuesta, sino que sostuvo que la norma estaba sólo dirigida a regular a la 

Asamblea Nacional, en el sentido de que lo que no podría era exigírsele que 

debatiera una reforma constitucional una vez que ya la había debatido en el 

                                                 
129  Véase Allan R. Brewer-Carías, La reforma constitucional de 2007 (Comentarios al proyecto 
inconstitucionalmente sancionado por la Asamblea Nacional el 2 de noviembre de 2007), Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2007.  



mismo período constitucional y había sido rechazada por el pueblo. La Sala olvidó 

que la norma constitucional a lo que estaba dirigida era a regular las consultas a la 

voluntad popular en materia de modificación de la Constitución y sus efectos, y no 

los efectos de los debates en la Asamblea Nacional. 

En efecto, la prohibición constitucional de volver a someter a consulta una 

reforma rechazada, en realidad está dirigida a regular los efectos de la voluntad 

popular expresada mediante referendo, en el sentido de que no se puede 

consultar al pueblo de nuevo la misma modificación constitucional que el pueblo 

ya ha rechazado en un mismo período constitucional. 

Lo importante de la prohibición establecida en un Título de la Constitución 

relativo a la “Reforma Constitucional” que en Venezuela sólo puede realizarse con 

la participación del pueblo, es que la misma se refiere precisamente a los efectos 

de la expresión de la voluntad popular que es manifestación del poder 

constituyente originario, y no a los efectos del debate que pueda haber habido en 

la Asamblea Nacional en la materia, que no es poder constituyente, ni siquiera 

derivado, ya que no puede haber modificación constitucional alguna sin 

aprobación popular. 

La decisión de la Sala Constitucional fue una nueva burla a la Constitución 

al ignorar la prohibición de sucesivas consultas populares, basándose en dos 

artilugios que se utilizaron en este caso de la Enmienda 2008-2009: primero, el 

utilizado por la Asamblea Nacional, en su iniciativa de Enmienda, al extenderla a 

otros artículos constitucionales además del 230, para tratar de diferenciar la 

Enmienda de 2008-2009 de la rechazada Reforma Constitucional de 2007; y 

segundo, el utilizado por la Sala Constitucional al considerar que la prohibición 

constitucional de consultar al pueblo sobre reformas rechazadas es sólo formal 

respecto de las discusiones en la Asamblea Nacional, ignorando su propósito 

esencial de respetar la voluntad popular una vez que esta se ha expresado en 

forma negativa respecto de una modificación de la Constitución.  

Esa voluntad hay que respetarla, que es lo que persigue la Constitución, 

por lo que una vez que el pueblo se ha manifestado rechazando una modificación 



al texto constitucional no se lo puede estar convocando sucesivamente sin límites 

en el mismo período constitucional para volver a pronunciarse sobre lo mismo. 

3.  El principio de la alternabilidad del gobierno 

 Pero aparte de burlar la prohibición constitucional de sucesivas 

consultas populares en un periodo constitucional sobre modificaciones 

constitucionales una vez que el pueblo las ha rechazado, la Sala Constitucional 

procedió a mutar ilegítimamente la Constitución, eliminando el carácter de 

principio fundamental del gobierno que además de “democrático” y “electivo” 

conforme al artículo 6 de la Constitución, debe ser siempre “alternativo,” 

considerando que dicho principio no se altera con las reformas propuestas en la 

Enmienda Constitucional 2008-2009. 

Esta, como se dijo, propugnó establecer en la Constitución la posibilidad de 

la reelección continua y sin límites de los cargos electivos lo cual, lo que fue 

aprobado en el referendo, sin duda, alterando un principio fundamental del 

constitucionalismo venezolano establecido desde 1830 en casi todas las 

Constituciones, que es el de la “alternabilidad” en el gobierno, y que en el artículo 

6 de la Constitución de 1999 se formula como uno de los principios fundamentales 

del gobierno, con una formula que lo convierte en una de las llamadas “cláusulas 

pétreas” o inmodificables. Dispone la norma que “El gobierno es y será siempre 

…  alternativo …”, lo que implica que ello nunca podría ser alterado. Esa fue la 

voluntad del pueblo al aprobar la Constitución. 

Este principio fue incorporado por primera vez en la historia constitucional 

como reacción al continuismo en el poder y entre otros aspectos, con base en la 

propia “doctrina de Simón Bolívar” en la cual la República se fundamenta 

conforme al artículo 1 de la Constitución, al expresar en su Discurso de Angostura 

que:  

“..La continuación de la autoridad en un mismo individuo 

frecuentemente ha sido el término de los gobiernos democráticos. Las 

repetidas elecciones son esenciales en los sistemas populares, porque nada 

es tan peligroso como dejar permanecer largo tiempo en un mismo 

ciudadano el poder. El pueblo se acostumbra a obedecerle y él se 



acostumbra a mandarlo; de donde se origina la usurpación y la tiranía. … 

nuestros ciudadanos deben temer con sobrada justicia que el mismo 

Magistrado, que los ha mandado mucho tiempo, los mande 

perpetuamente.”130.  

De acuerdo con esta doctrina, en el constitucionalismo venezolano la 

palabra usada al expresar el principio del gobierno “alternativo” o de la 

“alternabilidad” en el poder, siempre ha tenido el significado que la misma tiene en 

castellano cuando se refiere a cargos, y que implica la idea de que las personas 

deben turnarse sucesivamente en los cargos o que los cargos deben 

desempeñarse por turnos (Diccionario de la Real Academia Española).131  Como 

lo señaló la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia No. 51 

de 18-3-2002, alternabilidad significa “el ejercicio sucesivo de un cargo por 

personas distintas, pertenezcan o no a un mismo partido.”  

Este principio de la alternabilidad, como principio fundamental, se concibió 

históricamente para enfrentar las ansias de perpetuación en el poder, es decir, el 

continuismo, y evitar las ventajas en los procesos electorales de quienes ocupan 

cargos y a la vez puedan ser candidatos para ocupar los mismos cargos. El 

principio de “gobierno alternativo,” por tanto, no es equivalente al de “gobierno 

electivo.” La elección es una cosa, y la necesidad de que las personas se turnen 

en los cargos es otra.  

Ha sido este principio de la alternabilidad, como principio fundamental del 

constitucionalismo venezolano, el que ha implicado la inclusión en las 

Constituciones de limitaciones a las posibilidades de reelección en cargos 

electivos. Así sucedió en casi todas nuestras Constituciones, como las de 1830, 

1858, 1864, 1874, 1881, 1891, 1893, 1901, 1904, 1909, 1936, 1845 y 1947132  en 

las que se estableció, por ejemplo, la prohibición de la reelección del Presidente 

de la República para el período constitucional inmediato. En la historia 

                                                 
130  Véase en Simón Bolívar, Escritos Fundamentales, Caracas, 1982. 
131  Véase el Voto Salvado a la sentencia No. 53, de la Sala Constitucional de 2 de febrero de 
2009 (Caso: Interpretación de los artículos 340,6 y 345 de la Constitución), en 
http:/www.tsj.gov.ve/decisions/scon/Febrero/53-3209-2009-08-1610.html   
132  Véase el texto de todas las Constituciones en Allan R. Brewer-Carías, Las Constituciones 
de Venezuela, 2 vols., Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 2008.  



constitucional del país, en realidad, la prohibición de la reelección presidencial 

inmediata solamente dejó de establecerse en las Constituciones de los gobiernos 

autoritarios: en la efímera Constitución de 1857; en las Constituciones de Juan 

Vicente Gómez de 1914, 1922, 1925, 1928, 1929 y 1931, y en la Constitución de 

Marcos Pérez Jiménez de 1953. 

La prohibición, en cambio, respecto del Presidente de la República, en el 

período democrático iniciado en 1958133 fue más amplia y se extendió en la 

Constitución de 1961 a los dos períodos siguientes (10 años). La flexibilización del 

principio, en cambio, se produjo en la Constitución de 1999, en la cual se permitió 

la posibilidad de reelección presidencial de inmediato y por una sola vez, para un 

nuevo período. Conforme a ella, ya se reeligió al Presidente Chávez en 2006, y a 

pesar de que fue sancionada por una Asamblea Nacional Constituyente 

enteramente controlada por él, diez años después el mismo Presidente ya 

reelecto, es quien propuso reformarla.      

Como se dijo, alternabilidad del gobierno es un principio del 

constitucionalismo venezolano y además, propio de los sistemas presidenciales de 

gobierno, que se opone al continuismo o a la permanencia en el poder por una 

misma persona, por lo que toda previsión que permita que esto ocurra, es 

contraria a dicho principio.  

Este principio, por tanto, no se puede confundir con el principio “electivo” 

del gobierno o el más general principio “democrático” que el mismo artículo 6 de la 

Constitución establece. Una cosa es poder elegir a los gobernantes, y otra cosa es 

el principio de alternabilidad que impide poder escoger al mismo gobernante 

ilimitadamente. 

Es contrario a la Constitución, por tanto, interpretar, como lo hizo la Sala 

Constitucional en su sentencia No. 53 de 03-02-2009, que el principio de la 

alternabilidad “lo que exige es que el pueblo como titular de la soberanía tenga la 

posibilidad periódica de escoger sus mandatarios o representantes”, confundiendo 

“gobierno alternativo” con “gobierno electivo.” Por ello es falso lo que afirmó la 

                                                 
133  Véase  Allan R. Brewer-Carías, Historia Constitucional de Venezuela, 2 vols., Editorial Alfa, 
Caracas 2008. 



Sala Constitucional en el sentido de que “sólo se infringiría el mismo si se impide 

esta posibilidad al evitar o no realizar las elecciones”. Con su sentencia, la Sala 

Constitucional de nuevo lo que hizo fue mutar ilegítimamente el texto de la 

Constitución, y al contrario de lo que afirmó, la eliminación de la causal de 

inelegibilidad para el ejercicio de cargos públicos derivada de su ejercicio previo 

por parte de cualquier ciudadano, sí trastocó el principio de alternabilidad en el 

ejercicio del poder. 

Se insiste, lo expuesto por la Sala Constitucional se refirió al principio de 

gobierno “electivo” que en los términos del mismo artículo 6 de la Constitución, es 

el que implica que “el electorado, como actor fundamental del proceso 

democrático, acuda a procesos comiciales periódicamente en los que compitan, 

en igualdad de condiciones, las diversas opciones políticas que integran el cuerpo 

social;” pero no al principio de gobierno “alternativo” que implica que no se pueda 

elegir indefinidamente una misma persona para el mismo cargo, así haya hecho 

un “buen gobierno.” El principio de la alternabilidad, para evitar el continuismo en 

el poder, precisamente implica la limitación que el pueblo, como poder 

constituyente originario, se ha impuesto a si mismo, en cuanto a que 

supuestamente pueda tener la “oportunidad de decidir entre recompensar a 

quienes estime como sus mejores gobernantes, o bien renovar completamente las 

estructuras del poder cuando su desempeño haya sido pobre.” Esta supuesta 

“oportunidad,” por el principio de la alternabilidad en la Constitución, pudo 

ejercerse antes de 1999, sólo después de que, en sus casos, transcurrieron uno o 

dos períodos constitucionales siguientes al ejercicio de la Presidencia por quien 

pretendiera de nuevo optar a dicho cargo, y en la Constitución de 1999 sólo 

ocurrió en 2006, por una sola vez para un período inmediato, mediante la 

reelección ya efectuada del Presidente Chávez. Pero establecer dicha 

“oportunidad” como reelección continua, sin límite, sería contrario al principio de la 

alternabilidad.  

Por tanto, al contrario de lo que decidió la Sala Constitucional, la posibilidad 

de reelección continúa sí alteraba el principio fundamental del gobierno 

“alternativo”, que es uno de los valores democráticos que informan nuestro 



ordenamiento jurídico. Dicho principio, que se alteraba al establecerse la 

posibilidad de elección continua de cargos electivos y que es distinto del principio 

del gobierno “electivo,” al tener una formulación pétrea en el artículo 6 de la 

Constitución (es y será siempre) no podía ser objeto de modificación constitucional 

alguna, y en el supuesto negado de que pudiera ser modificado, ello no podía 

realizarse ni por los procedimientos de Enmienda ni de Reforma Constitucional 

sino sólo mediante la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente.   

 La Sala Constitucional, con su sentencia No. 53 de 03-02-2009, una 

vez más al servicio del autoritarismo, sin embargo, mutó la Constitución a través 

de una interpretación, modificando ilegítimamente el sentido del principio del 

gobierno ‘alternativo” que los venezolanos dispusieron que siempre debía regir 

sus gobiernos, obviando la prohibición constitucional de que se pudiera consultar 

en un mismo período constitucional, la voluntad popular sobre modificaciones 

constitucionales que ya el pueblo ha rechazado. 

 Esta inconstitucional sentencia, en todo caso, lo que tuvo por objeto 

fue despejar el camino para que el régimen autoritario pudiera someter a 

referendo una Enmienda Constitucional relativa a un principio fundamental, pétreo, 

de la Constitución, que sólo podía modificarse mediante la convocatoria a una 

Asamblea Nacional Constituyente. 

VII.  LA ILEGÍTIMA MUTACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN POR LA SALA 

CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA AL 

SERVICIO DEL AUTORITARISMO  

Un Tribunal Constitucional español, como lo calificó Eduardo García de 

Enterría, por esencia es el “comisario del poder constituyente, encargado de 

defender la Constitución y de velar por que todos los órganos constitucionales 

conserven su estricta calidad de poderes constituidos.”134 Si las Constituciones son 

normas jurídicas efectivas, que prevalecen en el proceso político, en la vida social 

y económica del país, y que sustentan la validez a todo el orden jurídico,135 la 

                                                 
134  Véase E. García de Enterría, La Constitución como norma y el Tribunal constitucional, 
Madrid, 1985, p. 198. 
135  Idem, pp. 33, 39, 66, 71, 177 y 187. 



solución institucional para preservar su vigencia y la libertad, está precisamente en 

establecer estos comisarios del poder constituyente, como guardianes de la 

Constitución, que al tener por misión asegurar que todos los órganos del Estado la 

acaten, también tienen que adaptarse a lo que el texto fundamental establece, 

sometiéndose a su normativa, estándole vedado mutarla. 

Pero lamentablemente esta no ha sido siempre la situación con los 

tribunales constitucionales, y en la historia constitucional, particularmente en los 

autoritarismos, no ha sido infrecuente que tribunales constitucionales, dado el 

poder que tienen asignados, lejos de garantizar el Estado de derecho, hayan sido 

los instrumentos utilizados por regímenes autoritarios para demoler sus bases. 

Lamentablemente, eso es precisamente lo que ha ocurrido en Venezuela a la vista 

del mundo democrático en la última década (1999-2009).  

En efecto, en la Constitución Venezolana de 1999 el principio de la 

supremacía constitucional se encuentra formalmente expresado en su artículo 7 

(“La Constitución es la norma suprema y el fundamento del ordenamiento jurídico. 

Todas las personas y los órganos que ejercen el Poder Público están sujetos a 

esta Constitución”), lo que implica que la Constitución debería prevalecer sobre la 

voluntad de todos los órganos constituidos del Estado, incluyendo el Tribunal 

Supremo de Justicia, por lo que su reforma sólo puede llevarse a cabo conforme 

se dispone en su propio texto, como expresión-imposición de la voluntad popular 

producto de ese poder constituyente originario.  

La contrapartida de la obligación de los órganos constituidos de respetar la 

Constitución, de manera que el poder constituyente originario prevalezca sobre la 

voluntad de dichos órganos estatales constituidos, es el derecho constitucional 

que todos los ciudadanos tienen en un Estado Constitucional, a que se respete la 

voluntad popular expresada en la Constitución, es decir, el derecho fundamental a 

la supremacía constitucional.136 Nada se ganaría con señalar que la Constitución, 

como manifestación de la voluntad del pueblo, debe prevalecer sobre la de los 

órganos del Estado, si no existiere el derecho de los integrantes del pueblo de 

                                                 
136  Véase Allan R. Brewer-Carías, "El amparo a los derechos y libertades constitucionales (una 
aproximación comparativa)" en Manuel José Cepeda (editor), La Carta de Derechos. Su 
interpretación y sus implicaciones, Editorial Temis, Bogotá 1993, pp. 21-81.  



exigir el respeto de esa Constitución, y además, la obligación de los órganos 

jurisdiccionales de velar por dicha supremacía. 

La supremacía de la Constitución está asegurada mediante la previsión en 

el mismo texto constitucional, por una parte, de su máximo carácter rígido al 

disponerse la necesaria e indispensable intervención popular para efectuar 

cualquier cambio a la Constitución, de manera que sólo el poder constituyente 

originario del pueblo puede aprobar dichas modificaciones, no existiendo en el 

texto constitucional poder constituyente derivado alguno, distinto al propio pueblo; 

y por la otra, de todo un sistema de justicia constitucional para garantizar dicha 

supremacía.  

Ya nos hemos referido anteriormente a los tres procedimientos establecidos 

en la Constitución para la reforma constitucional (Reforma constitucional, 

Enmienda constitucional y Asamblea Nacional Constituyente), en los cuales 

siempre el pueblo debe intervenir, aprobando por referendo tanto la Enmienda 

como la Reforma Constitucional, o la convocatoria a Asamblea Nacional 

Constituyente. Es decir en el sistema venezolano, ninguna modificación a la 

Constitución se puede adoptar sin aprobación popular,137 y cualquier modificación 

de la Constitución efectuada fuera de estos tres procedimientos, es 

inconstitucional e ilegítima. 

En cuanto al sistema de justicia constitucional, la Constitución de 1999138 

como consecuencia de los principios de la supremacía y de la rigidez 

constitucional, ha establecido todo un sistema de justicia constitucional139 de 

                                                 
137  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La intervención del pueblo en la revisión constitucional en 
América latina”, en El derecho público a los 100 números de la Revista de Derecho Público 1980-2005, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, pp. 41-52. 
138  Véase los comentarios a la Constitución en Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 
1999. Derecho Constitucional Venezolano, Editorial Jurídica Venezolana, 2 Tomos, Caracas 2004 
139  En cuanto a nuestros trabajos, véase Allan R. Brewer-Carías, El Sistema de Justicia 
Constitucional en la Constitución de 1999: Comentarios sobre su desarrollo jurisprudencial y su 
explicación a veces errada, en la Exposición de Motivos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2000; Justicia Constitucional, Tomo VII, Instituciones Políticas y Constitucionales, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 1996; “La Justicia Constitucional en la Nueva Constitución” en Revista de 
Derecho Constitucional, Nº 1, Septiembre-Diciembre 1999, Editorial Sherwood, Caracas, 1999, pp. 
35-44; Allan R. Brewer-Carías, “La justicia constitucional en la Constitución de 1999”, en Derecho 
Procesal Constitucional, Colegio de Secretarios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
A.C., Editorial Porrúa, México 2001, pp. 931-961; publicado también en Reflexiones sobre el 
Constitucionalismo en América, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, pp. 255-285; 



carácter mixto o integral140, que combina el llamado método difuso con el método 

concentrado de control de constitucionalidad.  

Así, la garantía de la supremacía constitucional se consagra, en primer 

lugar, mediante la asignación a todos los jueces de la República, en el ámbito de 

sus respectivas competencias y conforme a lo previsto en la Constitución y en la 

ley, de la obligación “de asegurar la integridad de la Constitución” (art. 334). Y en 

segundo lugar, además, mediante la asignación al Tribunal Supremo de Justicia 

de la tarea de garantizar “la supremacía y efectividad de las normas y principios 

constitucionales”, como “el máximo y último intérprete de la Constitución,” y de 

velar “por su uniforme interpretación y aplicación” (art. 335). También, la 

Constitución asigna en concreto a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, la 

Jurisdicción Constitucional (arts. 266,1 y 336) mediante la cual ejerce el control 

concentrado de la constitucionalidad de las leyes y demás actos estatales de 

rango legal.  

Conforme a estas previsiones, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 

de Justicia de Venezuela, sin duda, el instrumento más poderoso diseñado para 

garantizar la supremacía de la Constitución y el Estado de Derecho, la cual, por 

supuesto, como guardián de la Constitución, también está sometida a la 

Constitución. Como tal guardián, y como sucede en cualquier Estado de derecho, 

el sometimiento del tribunal constitucional a la Constitución es una preposición 

absolutamente sobreentendida y no sujeta a discusión, ya que sería inconcebible 

que el juez constitucional pueda violar la Constitución que esta llamado a aplicar y 

                                                                                                                                                     

“Instrumentos de justicia constitucional en Venezuela (acción de inconstitucionalidad, controversia 
constitucional, protección constitucional frente a particulares)”, en Juan Vega Gómez y Edgar 
Corzo Sosa (Coordinadores) Instrumentos de tutela y justicia constitucional Memoria del VII 
Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Serie 
Doctrina Jurídica, Nº 99, México 2002, pp. 75-99. 
140  En cuanto a nuestros trabajos, véase Allan R. Brewer-Carías, Judicial Review in 
Comparative Law, Cambridge University Press, Cambridge, 1989; El sistema mixto o integral de 
control de la constitucionalidad en Colombia y Venezuela, Universidad Externado de Colombia 
(Temas de Derecho Público Nº 39) y Pontificia Universidad Javeriana (Quaestiones Juridicae Nº 5), 
Bogotá 1995; publicado también en Revista Tachirense de Derecho, Universidad Católica del 
Táchira, N° 5-6, San Cristóbal, enero-diciembre 1994, pp. 111-164; en Anuario de Derecho 
Constitucional Latinoamericano, Fundación Konrad Adenauer, Medellín-Colombia 1996, pp. 163-
246; y en G. J. Bidart Campos y J. F. Palomino Manchego (Coordinadores), Jurisdicción Militar y 
Constitución en Iberoamérica, Libro Homenaje a Domingo García Belaúnde, Instituto 
Iberoamericano de Derecho Constitucional (Sección Peruana), Lima 1997, pp. 483-560. 



garantizar. Esa la pueden violar los otros poderes del Estado, pero no el guardián 

de la Constitución. Pero por supuesto, para garantizar que ello no ocurra, el 

Tribunal Constitucional debe gozar de absoluta independencia y autonomía, pues 

un Tribunal Constitucional sujeto a la voluntad del poder en lugar del guardián de 

la Constitución se convierte en el instrumento más atroz del autoritarismo. El mejor 

sistema de justicia constitucional, por tanto, en manos de un juez sometido al 

poder, es letra muerta para los individuos y es un instrumento para el fraude a la 

Constitución. 

Lamentablemente, sin embargo, esto último es lo que ha venido ocurriendo 

en Venezuela en los últimos años, donde la Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo, como Juez Constitucional, lejos de haber actuado en el marco de las 

atribuciones expresas constitucionales antes indicadas, ha venido efectuando una 

inconstitucional interpretación constitucional mediante la cual ha venido 

asumiendo y auto-atribuyéndose competencias no sólo en materia de 

interpretación constitucional; sino en relación con los poderes de revisión 

constitucional de cualquier sentencia dictada por cualquier tribunal, incluso por las 

otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia; con los amplísimos poderes de 

avocamiento en cualquier causa; con los supuestos poderes de actuación de oficio 

no autorizados en la Constitución; con los poderes de solución de conflictos entre 

las Salas; con los poderes de control constitucional de las omisiones del 

Legislador; con la restricción del poder de los jueces de ejercer el control difuso de 

la constitucionalidad de las leyes; y con la asunción del monopolio de interpretar 

los casos de prevalencia en el orden interno de los tratados internacionales en 

materia de derechos humanos.141 

 En ejercicio de estas competencias y poderes, como máximo intérprete de 

la Constitución, al margen de la misma y mediante interpretaciones 

inconstitucionales, la Sala Constitucional al ejercer su facultad de interpretación 

del contenido y alcance de las normas constitucionales (art. 334) en muchos casos 

                                                 
141  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Quis Custodiet Ipsos Custodes: De la interpretación 
constitucional a la inconstitucionalidad de la interpretación,” en VIII Congreso Nacional de derecho 
Constitucional, Perú, Fondo Editorial 2005, Colegio de Abogados de Arequipa, Arequipa, 
septiembre 2005, pp. 463-489; y en Revista de Derecho Público, No 105, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2006, pp. 7-27. 



incluso sin que estas sean ambiguas, imprecisas, mal redactadas y con errores de 

lenguaje, ha venido ilegítimamente modificando (“reformando”) el texto 

constitucional, legitimando y soportando la estructuración progresiva de un Estado 

autoritario. Es decir, ha falseado el contenido de la Constitución, mediante una 

“mutación,”142  ilegítima y fraudulenta de la misma.143 

Y ello lo ha hecho el Juez Constitucional en Venezuela, lamentablemente, 

actuando como instrumento que ha sido del régimen autoritario,144 como se ha 

analizado anteriormente, desde el momento mismo en el cual la Constitución fue 

sancionada y aprobada por el pueblo en diciembre de 1999, habiendo 

sucesivamente introducido múltiples modificaciones a la Constitución 

directamente, mediante sentencias interpretativas, o legitimando decisiones 

inconstitucionales de otros órganos del Estado, usurpando así el poder 

constituyente originario. 

Estas modificaciones ilegítimas a la Constitución, por supuesto, al haber 

sido realizadas por el máximo guardián de la misma, que no tiene quien lo 

custodie, han quedado consolidadas en la vida político constitucional del país, al 

haber asumido la Sala Constitucional un poder constituyente derivado que no tiene 

y que no está regulado en el texto constitucional. La pregunta de siempre que 

suscita el poder incontrolado, Quis custodiet ipsos custodes, por tanto, aquí 

también ha adquirido todo su significado, pues no tiene respuesta.145 A 

continuación me referiré a las mutaciones ilegítimas a la Constitución que 

considero más destacadas, ocurridas en la última década. 

                                                 
142  Una mutación constitucional ocurre cuando se modifica el contenido de una norma 
constitucional de tal forma que aún cuando la misma conserva su contenido, recibe una 
significación diferente. Véase Salvador O. Nava Gomar, “Interpretación, mutación y reforma de la 
Constitución. Tres extractos” en Eduardo Ferrer Mac-Gregor (coordinador), Interpretación 
Constitucional, Tomo II, Ed. Porrúa, Universidad Nacional Autónoma de México, México 2005, pp. 
804 ss. Véase en general sobre el tema, Konrad  Hesse, “Límites a la mutación constitucional”, en 
Escritos de derecho constitucional, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid 1992. 
143  Véase Néstor Pedro Sagües, La interpretación judicial de la Constitución, Buenos Aires 
2006, pp. 56-59, 80-81, 165 ss.  
144  Véase Allan R. Brewer-Carías,  Crónica sobre la “In” Justicia Constitucional. La Sala 
Constitucional y el autoritarismo en Venezuela, Caracas 2007. 
145  Véase nuestros comentarios iniciales sobre esta sentencia en Alllan R. Brewer-Carías, El 
sistema de justicia constitucional en la Constitución de 1999 (Comentarios sobre su desarrollo 
jurisprudencial y su explicación, a veces errada, en la Exposición de Motivos), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2000. 



1.  La creación jurisprudencial del recurso autónomo de interpretación 

abstracta de la Constitución 

La primera de las mutaciones ilegítimas de la Constitución efectuada por el 

Juez Constitucional, ha sido la creación por la Sala Constitucional de un recurso 

autónomo de interpretación de la Constitución no establecido ni en la Constitución 

ni en Ley alguna, que a la vez ha servido de vehiculo para las otras mutaciones 

ilegítimas de la Constitución por la misma Sala Constitucional. 

Es decir, muchas de las mutaciones constitucionales ilegítimamente 

efectuadas tienen su origen en interpretaciones inconstitucionales que ha hecho el 

Juez Constitucional, no al interpretar la Constitución con motivo de resolver una 

acción de inconstitucionalidad u otro medio de control de la constitucionalidad de 

los actos estatales, sino al decidir “acciones o recursos autónomos de 

interpretación abstracta de la Constitución,” muchos de ellos interpuestos por el 

propio Estado (Procurador General de la República), que la propia Sala 

Constitucional creó, a la vez, mutando ilegítimamente la Constitución. 

En efecto, con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución de 

1999, el artículo 42,24 de la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de 

Justicia había atribuido competencia a la Sala Político Administrativa de la antigua 

Corte Suprema para interpretar los “textos legales, en los casos previstos en la 

Ley.” En esa misma tradición, la Constitución de 1999 estableció en forma 

expresa, la competencia del Tribunal Supremo de Justicia, para “conocer de los 

recursos de interpretación sobre el contenido y alcance de los textos legales”, pero 

“en los términos contemplados en la ley” (artículo 266,6), atribución que debe ser 

ejercida “por las diversas Salas conforme a lo previsto en esta Constitución y en la 

ley” (único aparte, artículo 266). Por ello, el artículo 5, párrafo 1º, de la Ley 

Orgánica de 2004, atribuye a todas las Salas del Tribunal Supremo, competencia 

para:  

52. Conocer del recurso de interpretación y resolver las consultas que 

se le formulen acerca del alcance e inteligencia de los textos legales, en los 

casos previstos en la ley, siempre que dicho conocimiento no signifique una 

sustitución del mecanismo, medio o recurso previsto en la ley para dirimir la 



situación si la hubiere. 

Ahora bien, a pesar de que el ordenamiento constitucional y legal 

venezolano sólo regulaba y regula el recurso de interpretación respecto de textos 

legales, la Sala Constitucional creó jurisprudencialmente su propia competencia 

para conocer de recursos autónomos de interpretación abstracta e la Constitución, 

mediante una inconstitucional interpretación que le dio artículo 335 de la 

Constitución, que atribuye a todas las salas del Tribunal Supremo y no sólo a la 

Sala Constitucional, el carácter de “máximo y último intérprete de la Constitución” 

En efecto, la Sala Constitucional en sentencia Nº 1077 de 22 de septiembre 

de 2000, consideró que los ciudadano no requieren “de leyes que contemplen, en 

particular, el recurso de interpretación constitucional, para interponerlo”146, 

procediendo a “crear” un recurso autónomo de interpretación abstracta de las 

normas constitucionales no previsto constitucional ni legalmente, basándose para 

ello en el artículo 26 de la Constitución que consagra el derecho de acceso a la 

justicia, del cual dedujo que si bien dicha acción no estaba prevista en el 

ordenamiento jurídico, tampoco estaba prohibida, agregando que, por lo tanto: 

No es necesario que existan normas que contemplen expresamente la 

posibilidad de incoar una acción con la pretensión que por medio de ella se 

ventila, bastando para ello que exista una situación semejante a las prevenidas 

en la ley, para la obtención de sentencias declarativas de mera certeza, de 

condena, o constitutivas. Este es el resultado de la expansión natural de la 

juridicidad147. 

En esta forma, la acción de interpretación de la Constitución, en criterio de 

la Sala Constitucional, es una acción de igual naturaleza que la de interpretación 

de la ley148, es decir, tiene por objeto obtener una sentencia declarativa de mera 

                                                 
146 Véase Sentencia Nº 1077 de la Sala Constitucional de 22-09-00, caso: Servio Tulio León 
Briceño. Véase en Revista de Derecho Público, Nº 83, Caracas, 2000, pp. 247 y ss. Este criterio 
fue luego ratificado en sentencias de fecha 09-11-00 (Nº 1347), 21-11-00 (Nº 1387), y 05-04-01 (Nº 
457), entre otras. 
147  Sentencia Nº 1077 de la Sala Constitucional de 22-09-00, caso: Servio Tulio León Briceño. 
Véase en Revista de Derecho Público, Nº 83, Caracas, 2000, pp. 247 y ss. 
148 Idem  



certeza sobre el alcance y contenido de las normas constitucionales, que no anula 

el acto en cuestión, pero que busca en efecto semejante, ya que en estos casos, 

coincide el interés particular con el interés constitucional; agregando que:  

La finalidad de tal acción de interpretación constitucional sería una 

declaración de certeza sobre los alcances y el contenido de una norma 

constitucional, y formaría un sector de la participación ciudadana, que podría 

hacerse incluso como paso previo a la acción de inconstitucionalidad, ya que 

la interpretación constitucional podría despejar dudas y ambigüedades sobre la 

supuesta colisión. Se trata de una tutela preventiva149. 

En cuanto a la legitimidad necesaria para interponer la demanda, la Sala 

Constitucional ha señalado que el recurrente debe tener un interés particular en el 

sentido de que: 

Como persona pública o privada debe invocar un interés jurídico actual, 

legítimo, fundado en una situación jurídica concreta y específica en que se 

encuentra, y que requiere necesariamente de la interpretación de normas 

constitucionales aplicables a la situación, a fin de que cese la incertidumbre 

que impide el desarrollo y efectos de dicha situación jurídica.  

La Sala precisó además que se “está ante una acción con legitimación 

restringida, aunque los efectos del fallo sean generales”; por lo que señaló que 

“puede declarar inadmisible un recurso de interpretación que no persiga los fines 

antes mencionados, o que se refiere al supuesto de colisión de leyes con la 

Constitución, ya que ello origina otra clase de recurso”.  

En la antes mencionada sentencia Nº 1077 de 22-09-01, la Sala 

Constitucional reiteró su criterio sobre la legitimación activa para intentar el 

recurso de interpretación, señalando que el recurrente debe tener un “interés 

jurídico personal y directo”, de manera que en la demanda se exprese con 

precisión, como condición de admisibilidad, “en qué consiste la oscuridad, 

ambigüedad o contradicción entre las normas del texto constitucional, o en una de 

                                                 
149  Ibidem 



ellas en particular; o sobre la naturaleza y alcance de los principios aplicables; o 

sobre las situaciones contradictorias o ambiguas surgidas entre la Constitución y 

las normas del régimen transitorio o del régimen constituyente”150.  

En este caso de esta acción de interpretación constitucional, puede decirse 

que se está en presencia de un proceso constitucional, que requeriría de un 

accionante, como consecuencia de lo debería abrirse el proceso a un 

contradictorio; pues así como puede haber personas con interés jurídico en 

determinada interpretación de la Constitución, igualmente puede haber otras 

personas con interés jurídico en otra interpretación. En tal sentido, la Sala debería 

emplazar y citar a los interesados para garantizarles el que puedan hacerse parte 

en el proceso, y alegar a favor de una u otra interpretación del texto constitucional. 

Sin embargo, sobre esto, después de haber creado el recurso, la Sala 

Constitucional, en sentencia No. 2651 de 2 de octubre de 2003 (Caso: Ricardo 

Delgado (Interpretación artículo 174 de la Constitución), le negó el carácter de 

proceso constitucional señalando que en virtud de que “el recurso de 

interpretación debe tener como pretensión la exclusiva determinación del alcance 

de normas –en este caso constitucionales-“, entonces “no hay litis, enfrentamiento 

entre unas partes, respecto de las cuales haya que procurar su defensa”.  

Por último, debe indicarse que en sentencia Nº 1347, de 9 de noviembre de 

2000, la Sala Constitucional delimitó el carácter vinculante de las interpretaciones 

establecidas con motivo de decidir los recursos de interpretación, señalando que: 

Las interpretaciones de esta Sala Constitucional, en general, o las 

dictadas en vía de recurso interpretativo, se entenderán vinculantes respecto 

al núcleo del caso estudiado, todo ello en un sentido de límite mínimo, y no 

de frontera intraspasable por una jurisprudencia de valores oriunda de la 

propia Sala, de las demás Salas o del universo de los tribunales de instancia. 

                                                 
150 Caso: Servicio Tulio León Briceño, en Revista de Derecho Público, Nº 83, Caracas, 2000, 
pp. 247 y ss. Adicionalmente, en otra sentencia, Nº 1029 de 13-06-2001, la Sala Constitucional 
atemperó el rigorismo de declarar inadmisible el recurso si no precisaba el contenido de la acción, 
ya que señaló que “La solicitud deberá expresar: 1.- Los datos concernientes a la identificación del 
accionante y de su representante judicial; 2.- Dirección, teléfono y demás elementos de ubicación 
de los órganos involucrados; 3.- Descripción narrativa del acto material y demás circunstancias que 
motiven la acción.” 



 Como puede observarse de lo anterior, estamos en presencia de una 

mutación constitucional mediante la ampliación de competencias constitucionales 

propias que se ha arrogado la Sala Constitucional, a través de una inconstitucional 

interpretación de la Constitución, que no establece la posibilidad de este recurso 

autónomo y abstracto de interpretación de las normas constitucionales,151  el cual, 

por lo demás no encuentra ningún antecedente en el derecho comparado sobre 

los sistemas de justicia constitucional. 

2.  La aceptación por el Juez Constitucional de un régimen 

constitucional transitorio no aprobado por el pueblo, en paralelo al 

régimen transitorio incorporado en la Constitución  

La Constitución de 1999 fue sancionada por una Asamblea Nacional 

Constituyente conforme a un estatuto adoptado en referendo consultivo realizado 

en abril de 1999, en el cual se dispuso que la misma luego de sancionada tenía 

que someterse a aprobación popular. Y así fue que el pueblo, el 15 de diciembre 

de 1999, mediante referendo aprobó la Constitución, con lo cual concluyó la 

misión de la Asamblea Nacional Constituyente. 

Sin embargo ello no ocurrió así, pues una semana después de aprobada la 

Constitución, el 22 de diciembre de 1999, la Asamblea nacional Constituyente 

sancionó un Decreto de “Régimen de Transición del Poder Público,”152 

fundamentándose en supuestos poderes que se había auto atribuido en el artículo 

1° de su Estatuto de Funcionamiento, respecto de la potestad de decidir la 

cesación de las autoridades de los órganos del Poder Público “para hacer efectivo 

el proceso de transición hacia el régimen establecido en la Constitución de 1999”, 

y en el supuesto “carácter supraconstitucional” de las normas que aprobase la 

Asamblea, lo que por supuesto no estaba establecido en previsión alguna del 

ordenamiento. Para supuestamente “permitir la vigencia inmediata de la 

Constitución” (art. 1), en el decreto la Asamblea  procedió  dictar normas 

                                                 
151  Véae Allan R. Brewer-Carías, “Le recours d’interprétation abstrait de la Constitution au 
Vénézuéla”, en Le renouveau du droit constitutionnel, Mélanges en l’honneur de Louis 
Favoreu, Dalloz, Paris, 2007, pp. 61-70 
152  Gaceta Oficial No. 36.859 de 29-12-1999 



constitucionales que supuestamente “desarrollan y complementan las 

Disposiciones Transitorias” (art. 2) de la nueva Constitución, procediendo sin 

atribución alguna prevista en la nueva Constitución, a eliminar el anterior 

Congreso con sus Senadores y Diputados, y a nombrar en su lugar una Comisión 

Legislativa Nacional no prevista en la Constitución; a disolver las Asambleas 

Legislativas de los Estados, y nombrar en su lugar unas Comisiones Legislativas 

Estadales tampoco previstas en la Constitución; a intervenir las Alcaldías y 

Consejos Municipales; a eliminar la anterior Corte Suprema de Justicia, crear las 

Salas del Tribunal Supremo y fijarles el número de magistrados, lo que no estaba 

establecido en la Constitución, y nombrarlos sin cumplir lo que la Constitución 

exigía; a crear una Comisión de reorganización y Funcionamiento del Poder 

Judicial para intervenirlo, destituyendo jueces sin debido proceso, la cual aún en 

2009 convive con el Tribunal Supremo, con su complicidad; a designar a los altos 

funcionarios de los diversos Poderes del  Estado; y a dictar un Estatuto Electoral 

sin poder alguno para ello.  

Ninguna de estas reformas fue aprobada por el pueblo. El Decreto de 

Régimen de Transición fue impugnado ante la Sala Constitucional por violación de 

la Constitución que venía de ser aprobada por el pueblo, la dicha Sala 

Constitucional que había sido producto de ese régimen de Transición 

constitucional, decidió en causa propia (la impugnación de su propia existencia), 

considerando que la Asamblea Nacional Constituyente tenía poder 

supraconstitucional para crear “normas constitucionales” sin aprobación popular, y 

que como consecuencia, en Venezuela existían dos regímenes constitucionales 

de transición: el que estaba en las disposiciones Transitorias aprobadas por el 

pueblo al aprobar la Constitución mediante referendo; y las aprobadas por la 

Asamblea Nacional Constituyente después de esa aprobación popular de la 

Constitución, sin que el pueblo las hubiera aprobado, pero antes de publicarla.  

En sentencia Nº 6 de fecha 27 de enero de 2000, la Sala Constitucional 

decidió que como el régimen de transición era un acto “publicado en la Gaceta 

Oficial número 36.859 del 29 de diciembre de 1999, esto es, con anterioridad a la 

vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999, no 



esta sujeto ni a ésta, ni a la Constitución de 1961.153 Luego en sentencia de 28 de 

marzo de 2000 (caso: Allan R. Brewer-Carías y otros), con motivo de declarar sin 

lugar la demanda de nulidad intentada contra el Estatuto Electoral del Poder 

Público dictado por la Asamblea Constituyente el 30 de enero de 2000,154 el Juez 

Constitucional ratificó su tesis de que para crear un nuevo ordenamiento jurídico y 

dictar una nueva Constitución que sustituyera a la de 1961, supuestamente la 

Asamblea Constituyente tenía varias alternativas para regular el régimen 

constitucional transitorio: Una, elaborar unas Disposiciones Transitorias que 

formaran parte de la Constitución para ser aprobada por el pueblo mediante 

referendo; y otra, dictar actos constituyentes aparte, de valor y rango 

constitucional, que originarían un régimen transitorio constitucional paralelo, no 

aprobado por el pueblo.  

Con ello, fue el Juez Constitucional el que procedió a mutar ilegítimamente 

la Constitución, violando la soberanía popular, admitiendo que supuestamente, la 

Asamblea Nacional Constituyente podía dictar normas de rango constitucional, no 

aprobadas mediante referendo por el pueblo,155 con lo que se inició un largo 

período de transitoriedad constitucional que diez años después no ha concluido, 

como se evidencia de la supervivencia de la misma Comisión de reorganización y 

funcionamiento del Poder Judicial, que ejerce las funciones disciplinarias sobre los 

jueces, que la Constitución exige que se realice solo por jueces disciplinarios 

integrantes de una jurisdicción disciplinaria (art. 267). Venezuela, así ha tenido un 

régimen de transición constitucional no aprobado por el pueblo, por obra y gracia 

del Juez Constitucional el cual legitimó la usurpación de la voluntad popular. 

                                                 
153  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, (enero-marzo), Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 2000, pp. 81 y ss. 
154  Véase en G.O. Nº 36.884 de 03-02-00. 
155  La Sala Constitucional llegó a afirmar que “Tal disposición, emanada del poder 
constituyente que podía lo más, cual era la transformación del Estado, lo que iba a adelantar 
mediante la aprobación de una nueva Constitución y del régimen de transición, claro que 
podía lo menos, dentro de su cometido de transformación del Estado, cual era dictar las 
normas que permitirían la transición entre el sistema constitucional abrogado y el nuevo, que 
conforme al texto constitucional de 1999, no podía de inmediato constituirse en todas sus 
instituciones”. Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, (enero-marzo), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 2000, p. 86. 



3.  La transformación de los referendos revocatorios de cargos electivos 

en referendos “ratificatorios”  

En Venezuela el artículo 72 de la Constitución estableció como derecho 

político de los ciudadano la revocatoria de mandatos de todos los cargos de 

elección popular, a cuyo efecto se previó que transcurrida la mitad del período 

para el cual fue elegido el funcionario, por iniciativa popular de un número no 

menor del 20% de los electores inscritos en la correspondiente circunscripción, 

para convocar un referendo para revocar su mandato. La Constitución dispuso que 

“Cuando igual o mayor número de electores o electoras que eligieron al 

funcionario o funcionaria hubieren votado a favor de la revocación, siempre que 

haya concurrido al referendo un número de electores o electoras igual o superior 

al 25 % de los electores o electoras inscritos, se considerará revocado su mandato 

y se procederá de inmediato a cubrir la falta absoluta conforme a lo dispuesto en 

esta Constitución y en la ley.” 

Es decir que los votos necesarios para que se produzca la revocatoria del 

mandato deben ser en un número igual o mayor de los votos de los electores que 

eligieron al funcionario, con independencia del número de votos que se hayan 

depositados contra la revocación; como incluso lo ratificó la Sala Constitucional en 

varias sentencias,156 ya que de lo que se trata es de un referendo revocatorio de 

mandatos de elección popular y no de un referendo “ratificatorio” (plebiscitos) de 

tales mandatos, el cual no existe en el texto constitucional. Precisamente por ello, 

nada indica la Constitución para el caso de que si bien voten a favor de la 

revocación de un mandato un número de electores superior al número de votos 

que obtuvo el funcionario cuando fue electo, sin embargo, en la votación 

refrendaria se hubiesen pronunciado por la “no revocación” un número mayor de 

votos. Ello podría ocurrir, pero conforme al texto de la Constitución, no tendría 

efecto alguno, pues la regulación constitucional lo que establece es un referendo 

                                                 
156  Sentencia Nº 2750 de 21 de octubre de 2003, Caso: Carlos Enrique Herrera Mendoza, 
(Interpretación del artículo 72 de la Constitución (Exp. 03-1989). Sentencia Nº 1139 de 5 de 
junio de 2002 (Caso: Sergio Omar Calderón Duque y William Dávila Barrios) Véase en Revista 
de Derecho Público, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2002, p. 171. Criterio 
seguido en la sentencia Nº 137 de 13-02-2003 (Caso: Freddy Lepage Scribani y otros) (Exp. 
03-0287). 



revocatorio: basta que la votación favorable a la revocación sea igual o mayor que 

la que el funcionario obtuvo cuando fue electo, para que quede revocado. Y ello es 

así, incluso a pesar de que el Registro Electoral haya variado con el transcurso del 

tiempo. 

Sin embargo, de manera evidentemente inconstitucional, en las Normas para 

regular los procesos de Referendos Revocatorios de mandatos de Elección 

Popular dictadas por el Consejo Nacional Electoral en 25 de septiembre de 

2003157, si bien se estableció que se considera revocado el mandato “si el número 

de votos a favor de la revocatoria es igual o superior al número de los electores 

que eligieron al funcionario”, se agregó la frase: “y no resulte inferior al número de 

electores que votaron en contra de la revocatoria” (Art. 60). Con este agregado, en 

una norma de rango sublegal, se restringió el derecho ciudadano a la participación 

política mediante la revocación de mandatos populares, al establecerse un 

elemento que no está en la Constitución relativo al voto por la “no revocación,” 

trastocándose  la naturaleza “revocatoria” del referendo que regula el artículo 72 

de la Constitución, y en evidente fraude a la Constitución, se lo convirtió en un 

referendo “ratificatorio” de mandatos de elección popular.  

Lo inaudito de este fraude constitucional, es que dicha “reforma” 

constitucional ilegítima fue avalada por la propia Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo al decidir un recurso de interpretación abstracta de la Constitución en la 

sentencia Nº 2750 de 21 de octubre de 2003 (Caso: Carlos E. Herrera Mendoza, 

Interpretación del artículo 72 de la Constitución), en la cual señaló que:  

Se trata de una especie de relegitimación del funcionario y en ese 

proceso democrático de mayorías, incluso, si en el referendo obtuviese más 

votos la opción de su permanencia, debería seguir en él, aunque voten en 

su contra el número suficiente de personas para revocarle el mandato158. 

En realidad, en un referendo “revocatorio” no puede haber votos por “la 

permanencia” del funcionario; lo que puede haber son votos por la “revocación” del 

                                                 
157   Resolución Nº 030925-465 de 25-09-2003. 
158  Exp. 03-1989. 



mandato o por la “no revocación.” El voto por la “no revocación” del mandato es un 

voto negativo (No); y un voto negativo no puede ser convertido en un voto positivo 

(Si) por la permanencia del funcionario. Con esta mutación de la Constitución, la 

Sala Constitucional cambió la naturaleza del referendo revocatorio, ratificando el 

trastocamiento de la naturaleza de la revocación del mandato, convirtiéndolo en un 

voto para “relegitimar” o para “ratificar” mandatos de elección popular, cuando ello 

no sólo no fue la intención del constituyente, sino que no puede derivarse del texto 

del artículo 72 de la Constitución. Lo único que la Constitución regula es la 

revocación de mandatos, y para ello, lo único que exige en materia de votación es 

que un número “igual o mayor de electores que eligieron al funcionario hubieren 

votado a favor de la revocación.” Todo éste cambio de la Constitución tuvo un 

objeto preciso: evitar que el mandato del Presidente de República, Hugo Chávez, 

fuera revocado en 2004: el mismo fue electo en agosto de 2000 con 3.757.774 

votos, por lo que bastaba para que su mandato fuese revocado, que el voto a 

favor de la revocación superara esa cifra. Como lo anunció el Consejo Nacional 

Electoral el 27 de agosto de 2004, el voto a favor de la revocación del mandato del 

Presidente de la República en el referendo efectuado ese mismo mes y año, fue 

de 3.989.008, por lo que constitucionalmente su mandato había quedado 

revocado.   

Sin embargo, ya se había cambiado ilegítimamente la Constitución, e 

independientemente de las denuncias de fraude que se formularon respecto del 

referendo revocatorio del 15 de agosto de 2004, el Consejo Nacional Electoral el 

mencionado día 27 de agosto de 2004, no sólo dio los datos definitivos de la 

votación efectuada en el referendo revocatorio, sino que acordó “ratificar” al 

Presidente de la República en su cargo hasta la terminación del período 

constitucional en enero de 2007.159  

                                                 
159  En efecto, en la página web del Consejo Nacional Electoral del día 27 de agosto de 2004, 
apareció la siguiente nota: “El presidente del Consejo Nacional Electoral, Francisco 
Carrasquero López, se dirigió al país en cadena nacional para anunciar las cifras definitivas y 
oficiales del evento electoral celebrado el pasado 15 de agosto, las cuales dan como ratificado 
en su cargo al Presidente de la República, Hugo Rafael Chávez Frías, con un total de 5 
millones 800 mil 629 votos a favor de la opción "No".  En la contienda electoral participaron 9 
millones 815 mil 631 electores, de los cuales 3.989.008 se inclinaron por la opción "Sí" para 
revocar el mandato del Presidente Chávez. La totalización arrojó que la opción "No" alcanzó el 



4.  La transformación de las bases del sistema federal trastocando las 

competencias exclusivas de los estados en competencias 

concurrentes sometidas al poder nacional 

Ya nos hemos referido brevemente a la mutación constitucional efectuada 

por la Sala Constitucional a la forma Federal del Estado, ignorando el principio del 

artículo 4 de la Constitución que declara que “la República Bolivariana de 

Venezuela es un Estado federal descentralizado en los términos consagrados en 

esta Constitución” norma que, sin embargo, ciertamente se contradice en otras 

previsiones de la propia Constitución que permiten calificar la forma de Estado 

como la de una federación Centralizada.”160 A pesar de ello, sin embargo, en la 

Constitución se puede identificar un núcleo esencial del sistema de distribución de 

competencias entre los niveles territoriales, es decir, entre el Poder Municipal, el 

Poder Estadal y el Poder Nacional, que no puede cambiarse sino mediante una 

reforma constitucional (artículos 136, 156, 164, 178 y 179).161  

Específicamente, en materia de infraestructura para la circulación y el 

transporte, la Constitución establece por una parte que, corresponde en forma 

                                                                                                                                                     

59,25% de los votos, mientras el "Sí" logró el 40,74% del total general, y la abstención fue del 
30,02%. Vale destacar que para estos comicios el Registro Electoral se incrementó 
significativamente, alcanzando un universo de 14. 027.607 de electores con derecho a 
sufragar en el RR. Con base en la expresión de la voluntad popular, el Consejo Nacional 
Electoral, este viernes 27 de agosto, ratificará en la Presidencia de la República Bolivariana de 
Venezuela a Hugo Chávez Frías, quien culminará su período constitucional en el año 2006. Y 
en efecto, en acto solemne efectuado ese día, el Consejo Nacional Electoral acordó “ratificar” 
al Presidente de la República en su cargo, a pesar de que un número de electores mayor que 
los que lo eligieron hubieran votado a favor de la revocación de su mandato. Otro tanto haría 
la Asamblea Nacional, sin que esa figura de la ratificación estuviese prevista en norma 
constitucional alguna.” Véase además, El Nacional, Caracas, 28-08-2004, pp. A-1 y A-2 
160  Véase nuestros estudios sobre el tema, elaborados apenas la Constitución fue sancionada: 
Allan R. Brewer-Carías, Federalismo y Municipalismo en la Constitución de 1999 (Alcance de 
una reforma insuficiente y regresiva), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal 
2001; “El Estado federal descentralizado y la centralización de la federación en Venezuela. 
Situación y perspectiva de una contradicción constitucional” en Diego Valadés y José María 
Serna de la Garza (Coordinadores), Federalismo y regionalismo, Universidad Nacional 
Autónoma de México, Tribunal Superior de Justicia del Estado de Puebla, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, Serie Doctrina Jurídica Nº 229, México 2005, pp. 717-750 
161  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el régimen de distribución de 
competencias del Poder Público en la Constitución de 1999” en Fernando Parra Aranguren y 
Armando Rodríguez García Editores, Estudios de Derecho Administrativo. Libro Homenaje a la 
Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, con ocasión del 
Vigésimo Aniversario del Curso de Especialización en Derecho Administrativo, Tomo I, 
Tribunal Supremo de Justicia, Colección Libros Homenaje Nº 2, Caracas 2001, pp. 107-136. 



exclusiva al Poder Nacional “el sistema de vialidad y de ferrocarriles nacionales 

(artículo 156,27),162 pero que corresponde en forma exclusiva a los Estados, “La 

conservación, administración y aprovechamiento de carreteras y autopistas 

nacionales... en coordinación con el Poder Nacional;” competencia que deben 

ejercer sujetos a “la coordinación con el Poder Nacional,” que éste debe regular. 

Este tema de la forma federal del Estado y de la distribución territorial de 

competencias establecidas en los artículos 156 y 164 de la Constitución, como se 

dijo, fue uno de los que se quiso cambiar con la propuesta de reforma 

constitucional de 2007, rechazada, con la que se buscaba terminar de centralizar 

materialmente todas las competencias del Poder Público en el nivel nacional. 163 En 

particular con la reforma se buscaba “nacionalizar,” la referida competencia que el 

artículo 164,10 de la Constitución de 1999 atribuye a los Estados en materia de la 

conservación, administración y aprovechamiento de autopistas y carreteras 

nacionales.”164  

El rechazo de la reforma constitucional, sin embargo fue suplido por la Sala 

Constitucional, en sentencia No. 565 de 15 de abril de 2008165, dictada con motivo 

de decidir un recurso autónomo de interpretación de dicho artículo formulado por 

el  Procurador General de la República, en la cual pura y simplemente la sala 

modificó el contenido de la norma constitucional y dispuso, como interpretación 

vinculante de la misma, que esa “competencia exclusiva” no era tal competencia 

exclusiva, sino una competencia concurrente y que, incluso, el Poder Nacional 

podía revertirla a su favor eliminando toda competencia de los Estados.   

                                                 
162  Véase Decreto Nº 1.445, con fuerza de Ley de Sistema de Transporte Ferroviario Nacional 
en G.O. Nº 37.313 del 30 de octubre de 2001. 
163  Véase Allan R. Brewer-Carías, Hacia la Consolidación de un Estado Socialista, 
Centralizado, Policial y Militarista. Comentarios sobre el sentido y alcance de las propuestas 
de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, No. 42, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2007, pp. 41 ss. 
164   Véase Allan R. Brewer-Carías, La Reforma Constitucional de 2007 (Comentarios al 
Proyecto Inconstitucionalmente sancionado por la Asamblea Nacional el 2 de Noviembre de 
2007), Colección Textos Legislativos, No. 43, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp.  
72 ss. 
165  Cfr. Sentencia de la Sala Constitucional , n° 565 , caso Procuradora General de la 
República, recurso de interpretación del artículo 164.10 de la Constitución de 1999 de fecha 
15 de Abril de 2008, en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Abril/565-150408-07-1108.htm 



La Sala Constitucional, en efecto, decidió que la Administración Nacional 

“en ejercicio de la potestad de coordinación pueda asumir directamente la 

conservación, administración y el aprovechamiento de las carreteras y autopistas 

nacionales, así como los puertos y aeropuertos de uso comercial,”, y que 

“corresponde al Ejecutivo Nacional por órgano del Presidente de la República en 

Consejo de Ministros, decretar la intervención para asumir la prestación de 

servicios y bienes de las carreteras y autopistas nacionales, así como los puertos 

y aeropuertos de uso comercial,” en aquellos casos que la prestación del servicio 

“por parte de los Estados es deficiente o inexistente.”   

Con esta interpretación, lo que el Juez Constitucional ha hecho es mutar el 

texto constitucional usurpando la soberanía popular a la cual está reservado el 

poder constituyente, cambiado la forma federal del Estado al trastocar el sistema 

de distribución territorial de competencias entre el Poder Nacional y los Estados, y 

en particular “nacionalizando,” contra lo que expresamente dispone la 

Constitución, competencias atribuidas en forma exclusiva a los Estados. La 

reforma constitucional de 2007 que fue rechazada por el pueblo, en fraude a la 

Constitución, y a solicitud del representante del Poder Nacional (Procurador 

General de la República) fundamentándose en la existencia de una supuesta 

“incertidumbre jurídica en cuanto al alcance y límites de su competencia” que 

existía en el Ministerio de Infraestructura.”  El Procurador General de la República, 

en efecto, consideró que la norma “no era lo suficientemente clara para lograr 

establecer de una forma eficiente y precisa el ámbito y forma de actuación del 

Ejecutivo Nacional, respecto a la coordinación con los Estados de la 

administración, conservación y aprovechamiento de carreteras y autopistas 

nacionales, así como de puertos y aeropuertos de uso comercial.”  

El resultado de la petición de interpretación, fue que la Sala Constitucional, 

de oficio, reformó la Constitución, y pura y simplemente, eliminó la competencia 

exclusiva de los Estados en la materia, y la convirtió en una competencia 

concurrente sujeta a la técnica puntual de “descentralización” que puede ser 

intervenida, revertida y reasumida por el Poder Nacional. La Sala, en efecto, 

olvidándose de que se trata de una competencia exclusiva de los Estados que 



había sido descentralizada desde 1989 mediante la Ley de Orgánica de 

Descentralización, dispuso que como las carreteras y puentes nacionales son 

bienes de la República, lo que es obvio, “en caso de haber sido transferidos a los 

Estados pueden ser cogestionados por éstos a través de convenios, pero también 

reasumidos por el Poder Público Nacional mediante un procedimiento de 

reversión, ya que la titularidad originaria de los mismos le corresponde a la 

República.” Al contrario, de acuerdo con la Constitución, el hecho de que los 

puertos o aeropuertos comerciales, autopistas, carreteras y puentes sean 

“nacionales”, en tanto bienes públicos, no autoriza en forma alguna como lo afirmó 

la Sala, que “Ejecutivo Nacional, podrá ejercer competencias exorbitantes como la 

intervención en aras de garantizar la continuidad, calidad, y normalidad de tales 

servicios; hayan sido o no, transferidos a los Estados.” 

Después de muchos argumentos y malabarismos interpretativos la Sala 

Constitucional pasó a modificar el artículo 164,10 de la Constitución y dispuso 

entonces como interpretación vinculante de dicha norma, que la misma no dice lo 

que dice, sino que lo que dice lo contrario, así: 

a. Que no se trata de una competencia exclusiva, sino de una competencia 

concurrente sobre la cual el legislador nacional debe “establecer mediante leyes 

de base reguladoras … de las competencias concurrentes, de la República con los 

Estados y los Municipios, sino también de las de estos últimos entre sí.” 

b.- Que los Estados no tienen la competencia exclusiva que la Constitución 

les asigna sino que lo que pueden es “ejercer conforme a la legislación base y en 

coordinación con el Ejecutivo Nacional la conservación, administración y el 

aprovechamiento de las carreteras y autopistas nacionales, así como los puertos y 

aeropuertos de uso comercial, previa transferencia de competencias conforme al 

procedimiento de descentralización territorial.”  

c. Que, por tanto, la Constitución no ha dispuesto distribución de 

competencias alguna en esta materia a favor de los Estados, sino que estos 

pueden sólo ser destinatarios “de una descentralización territorial” en la materia. 

Por ello, la Sala fue terminante en afirmar que “Sólo los Estados como entes 



político territoriales pueden ser objeto de una descentralización territorial sobre 

dichas materias.” 

d. Que los Estados no tienen la competencia exclusiva que les asigna la 

Constitución, en materia de carreteras y autopistas nacionales, así como de los 

puertos y aeropuertos de uso comercial nacionales (no Estadales), que son bienes 

y servicios nacionales; y que sólo en caso de sean “transferidos a los Estados 

(descentralización funcional) pueden ser cogestionados por éstos a través de 

convenios, pero también revertidos, ya que la titularidad originaria de los mismos 

le corresponde a la República, conforme al ordenamiento jurídico vigente.” Sin 

embargo, de acuerdo con la Sala Constitucional, en estos casos, “se concibe que 

la Administración en ejercicio de la potestad de coordinación pueda asumir 

directamente la conservación, administración y el aprovechamiento de las 

carreteras y autopistas nacionales, así como los puertos y aeropuertos de uso 

comercial, en aras de mantener a buen resguardo los derechos de los usuarios a 

la prestación de un servicio público en condiciones de calidad.”  

En estos casos, sin base constitucional o legal alguna, la Sala 

Constitucional dispuso que “corresponde al Ejecutivo Nacional por órgano del 

Presidente de la República en Consejo de Ministros, decretar la intervención para 

asumir la prestación de servicios y bienes de las carreteras y autopistas 

nacionales, así como los puertos y aeropuertos de uso comercial, en aquellos 

casos que a pesar de haber sido transferidas esas competencias, la prestación del 

servicio o bien por parte de los Estados es deficiente o inexistente, sobre la base 

de los artículos 236 y 164.10 de la Constitución”.” 

Después de una ilegítima “modificación constitucional” de esta naturaleza, 

realizada mediante interpretación vinculante, que trastocó el orden jurídico o, 

como lo dijo la propia Sala, la misma “genera una necesaria revisión y 

modificación de gran alcance y magnitud del sistema legal vigente.” Por supuesto, 

después de lo que hizo, la Sala Constitucional no pudo concluir en otra forma que 

no fuera advirtiendo “de oficio y por razones de orden público constitucional, … 

que el contenido de la presente decisión debe generar una necesaria revisión y 

modificación del ordenamiento jurídico legal vigente,” para lo cual exhortó a la 



Asamblea Nacional que “proceda a la revisión y correspondiente modificación de 

la normativa legal vinculada con la interpretación vinculante establecida en la 

presente decisión166, en orden a establecer una regulación legal congruente con 

los principios constitucionales y derivada de la interpretación efectuada por esta 

Sala en ejercicio de sus competencias.” Es decir, la Sala conminó al legislador a 

legislar en contra de la Constitución de 1999, y conforme a una ilegítima 

modificación constitucional de la misma impuesta por la propia Sala. Ello provocó, 

ccomo antes se indicó, que después del triunfo electoral de la oposición en 

Estados y Municipios claves, desplazando los Gobernadores oficialistas en las 

elecciones de diciembre de 2008, la Asamblea Nacional muy diligentemente 

reformara en marzo de 2009, entre otras, la Ley Orgánica de Descentralización, 

Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público,167 a los efectos 

de eliminar las competencias exclusivas de los Estrados establecidas en los 

ordinales 3 y 5 del artículo 11 de dicha Ley, agregando dos nuevas normas en 

dicha Ley en las cuales se dispone que “el Poder Público Nacional por órgano del 

Ejecutivo Nacional, podrá revertir por razones estratégicas, de mérito, oportunidad 

o conveniencia, la transferencia de las competencias concedidas a los estados, 

para la conservación, administración y aprovechamiento de los bienes o servicios 

considerados de interés público general, conforme con lo previsto en el 

ordenamiento jurídico y al instrumento que dio origen a la transferencia” (art. 8); y 

que “El Ejecutivo Nacional, por órgano del Presidente o Presidenta de la República 

en Consejo de Ministros, podrá decretar la intervención conforme al ordenamiento 

jurídico, de bienes y prestaciones de servicios públicos transferidos para su 

conservación, administración y aprovechamiento, a fin de asegurar a los usuarios, 

usuarias, consumidores y consumidoras un servicio de calidad en condiciones 

idóneas y de respeto de los derechos constitucionales, fundamentales para la 

satisfacción de necesidades públicas de alcance e influencia en diversos aspectos 

                                                 
166  De ello resulta según la sentencia: “la necesaria revisión general de la Ley Orgánica de 
Descentralización, Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público, Ley General 
de Puertos y la Ley de Aeronáutica Civil, sin perjuicio de la necesaria consideración de otros textos 
legales para adecuar su contenido a la vigente interpretación.” 
167  Gaceta Oficial N° 39 140 del 17 de marzo de 2009 



de la sociedad” (art. 9). Con ello se completó el fraude constitucional dispuesto por 

la Sala Constitucional, trastocándose el régimen federal.  

5.  La eliminanción de la prohibición constitucional de financiamiento 

público a las actividades de los partidos políticos 

El artículo 67 de la Constitución de 1999 expresamente prohibió “el 

financiamiento de las asociaciones con fines políticos con fondos provenientes del 

Estado”, al establecer enfáticamente que el mismo “no se permitirá”,168 cambiando 

así, radicalmente, el régimen de financiamiento público a los partidos políticos que 

se había previsto en el artículo 230 de la Ley Orgánica del Sufragio y Participación 

Política de 1998. En dicha Ley se había buscado establecer un mayor equilibrio y 

equidad para la participación de los partidos en la vida democrática y en especial 

en las campañas electorales, tratando de mitigar los desequilibrios y perversiones 

que podían producirse con el solo financiamiento privado a los partidos, con el 

riesgo de presencia de “narcofinanciamiento” por ejemplo, y el eventual 

financiamiento público indirecto, irregular y corrupto, sólo para los partidos de 

gobierno,169 que en un sistema donde no existe control fiscal ni parlamentario del 

ejercicio del poder, puede magnificarse. Con la prohibición constitucional, al 

derogarse este artículo de la Ley Orgánica, quedó derogado con el régimen de 

financiamiento público a los partidos políticos, abandonándose la tendencia 

inversa que predomina en el derecho comparado. A pesar de lo absurdo de la 

prohibición constitucional, contraria a la tendencia universal en la materia de 

financiamiento a los partidos políticos, el constituyente de 1999 estableció esa 

prohibición como parte del espíritu anti-partidos que signó la aprobación de la 

Constitución. 

                                                 
168    Véase sobre la versión inicial de esta norma y sobre nuestra propuesta para su redacción 
en Allan R. Brewer-Carías Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), 
Tomo II (9 septiembre - 17 octubre 1999). Fundación de Derecho Público - Editorial Jurídica 
Venezolana. Caracas, 1999. P.129 en’4e  
169  Véase en general sobre el tema, Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el 
financiamiento de los partidos políticos en Venezuela” en Financiamiento y democratización interna 
de partidos políticos. Memoria del IV Curso Anual Interamaricano de Elecciones, San José, Costa 
Rica, 1991, pp. 121 a 139.  



Esta prohibición constitucional fue otro de los temas a los que se refirió la 

propuesta de reforma constitucional de 2007, con la cual expresamente se buscó 

modificar la mencionada prohibición constitucional del artículo 67, previéndose en 

la norma, al contrario, que “el Estado podrá financiar las actividades electorales”, 

pero sin indicarse si se trata de un financiamiento a los partidos políticos en 

general. Como es sabido, la antes mencionada propuesta de Reforma 

Constitucional de 2007, fue rechazada por voluntad popular expresada 

abrumadoramente contra su aprobación en el referendo del 2 de diciembre de 

2007, con lo que el régimen de financiamiento a los partidos políticos, a su 

funcionamiento interno y a sus actividades electorales continuó prohibida en la 

Constitución. 

Sin embargo, a pesar de dicha prohibición constitucional y del rechazo 

popular a modificarla, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, 

actuando como Jurisdicción Constitucional, en sentencia No. 780 de 8 de mayo de 

2008 (Exp. n° 06-0785), mediante una interpretación constitucional vinculante, 

mutó la Constitución, sustituyéndose a la voluntad popular y al poder constituyente 

originario, disponiendo que “en lo que respecta al alcance de la prohibición de 

financiamiento público de asociaciones políticas” contenida en la mencionada 

norma, la misma:   

“se circunscribe a la imposibilidad de aportar fondos a los gastos 

corrientes e internos de las distintas formas de asociaciones políticas, pero 

…dicha limitación, no resulta extensiva a la campaña electoral, como etapa 

fundamental del proceso electoral”. 

Es decir, la Sala Constitucional, ante una norma tan clara e igualmente tan 

criticable como la contenida en el artículo 67 de la Constitución, cuya reforma se 

había intentado hacer en 2007 pero sin lograrse por ser rechazada por la voluntad 

popular, en esta sentencia ni más ni menos, se ha erigido en poder constituyente, 

sustituyendo  al pueblo, y ha dispuesto la reforma de la norma, vía su 

interpretación, en el mismo sentido que se pretendía en la rechazada reforma 

constitucional, disponiendo en definitiva, que la prohibición constitucional “no limita 

que en el marco del proceso electoral y como gasto inherente a una fase esencial 



del mismo, el Estado destine fondos con el objeto de financiar el desarrollo de las 

campañas electorales, de los partidos y asociaciones políticas,” es decir, lo 

contrario de lo que dispone la Constitución.   

Es evidente que siendo el financiamiento de las campañas electorales la 

motivación fundamental del financiamiento de los partidos políticos, pues los 

mismos tienen por objeto conducir a la ciudadanía en las opciones democráticas 

que necesariamente desembocan en elecciones, la Ley Orgánica del Sufragio y 

participación Política había dispuesto el financiamiento de los paridos políticos; y 

ello fue lo que sin embargo, se eliminó expresamente en la Constitución de 1999. 

En la Constitución de 1999, sin embargo, en su clara concepción anti partidos  

entre otras normas dispuso precisamente la prohibición constitucional del 

financiamiento público a los partidos políticos (art. 67) lo cual lamentablemente ha 

provocado la posibilidad no sólo al financiamiento privado ilegítimo (narcotráfico, 

comisiones de partidos), sino al financiamiento público irregular.170 Y eso fue 

precisamente lo que se quiso corregir, de nuevo, con la proyectada Reforma 

Constitucional de 2007, la cual, sin embargo, fue rechazada por el pueblo.  

Pero la Sala Constitucional, sin límite alguno, se sustituyó al pueblo y 

asumió el rol de poder constituyente originario, disponiendo que lo que la 

Constitución prohíbe cuando establece en el artículo 67 que no se permite “el 

financiamiento de las asociaciones con fines políticos con fondos provenientes del 

Estado”, es sólo una prohibición al financiamiento por el Estado de “los gastos 

corrientes e internos de las distintas formas de asociaciones políticas”, pero no de 

la “campaña electoral, como etapa fundamental del proceso electoral.”  

Es decir, el Juez Constitucional, simplemente, dispuso que la Constitución 

no dice lo que dice, sino todo lo contrario; que cuando dice que no se permite “el 

financiamiento de las asociaciones con fines políticos con fondos provenientes del 

Estado”, no es eso lo que establece, sino lo que prohíbe es solamente “el 

financiamiento de los gastos corrientes e internos de las asociaciones con fines 

                                                 
170   Véase en Allan R. Brewer-Carías, “Regulación jurídica de los partidos políticos en 
Venezuela” en Estudios sobre el Estado Constitucional (2005-2006), Cuadernos de la Cátedra 
Fundacional Allan R. Brewer Carías de Derecho Público, Universidad Católica del Táchira, Nº 9, 
Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 2007, pp. 655-686 



políticos con fondos provenientes del Estado”; y que los gastos de las campañas 

electorales de dichas asociaciones con fines políticas, en cambio, si pueden ser 

financiadas con fondos provenientes del Estado. 

Y para llegar a esta conclusión, en una sentencia innecesariamente 

atiborrada de citas de autores sobre las técnicas de interpretación y la noción de 

democracia, y sobre las bondades del financiamiento público de las campañas 

electorales de los partidos políticos, concluyó en la mencionada distinción, de que 

una cosa es que el Estado financie “los gastos corrientes e internos” de los 

partidos políticos y otra cosa es que financie “sus campañas electorales,” 

deduciendo sin fundamento alguno que lo que la Constitución prohíbe es lo 

primero y no lo segundo. 

Se trata de una conclusión absurda, que contra toda lógica democrática, se 

deriva de una premisa falsa, y es que en sistemas democráticos supuestamente 

podría ocurrir que el Estado financie los gastos corrientes e internos de los 

partidos. Ello no se concibe en las democracias, por lo que no requiere de 

prohibición alguna. En democracias lo que se financia es el funcionamiento de los 

partidos pero con miras siempre a las campañas electorales, al punto de que este 

se suspende si los mismos no llegan a obtener un determinado porcentaje de 

votación en las elecciones.  

Puede ser muy loable la intención del Juez Constitucional de permitir el 

financiamiento de las campañas electorales de los partidos políticos con fondos 

provenientes del Estado, pero habiendo sido ello prohibido expresamente por la 

Constitución171 (ya que no tiene lógica afirmar que lo que se prohíbe es lo que 

nunca se ha permitido: el financiamiento de los gastos corrientes e internos de los 

partidos), sólo reformándola es que se podría lograr lo contrario. Y ello fue lo que 

en este caso hizo el Juez Constitucional en Venezuela: reformar la Constitución, 

usurpando el poder constituyente originario que es del pueblo e, incluso contra su 

propia voluntad expresada cinco meses antes al rechazar precisamente esa 

                                                 
171  Por ello fue, incluso, que entre otros aspectos salvamos nuestro voto en relación con dicha 
norma. Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional 
Constituyente), Tomo III (18 octubre-30 noviembre 1999). Fundación de Derecho Público - Editorial 
Jurídica Venezolana. Caracas, 1999. pp. 239, 259 



reforma constitucional en igual sentido, estableció la posibilidad de financiar las 

campañas electorales de los partidos políticos.  

6.  La eliminación del rango supraconstitucional de los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos  

Siguiendo una tendencia universal contemporánea, que ha permitido a los 

tribunales constitucionales la aplicación directa de los tratados internacionales en 

materia de derechos humanos para su protección, ampliando progresivamente el 

elenco de los mismos, en el propio texto de las Constituciones se ha venido 

progresivamente reconociendo en forma expresa el rango normativo de los 

referidos tratados, de manera que en la actualidad pueden distinguirse cuatro 

rangos diversos reconocidos en el derecho interno, rango supra constitucional, 

rango constitucional, rango supra legal o rango legal.172  

En el caso de la Constitución venezolana de 1999, el artículo 23 dispuso 

expresamente lo siguiente:  

Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos 

humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional 

y prevalecen en el orden interno, en la medida en que contengan normas 

sobre su goce y ejercicio más favorables a las establecidas en esta 

Constitución y en las leyes de la República, y son de aplicación inmediata y 

directa por los tribunales y demás órganos del Poder Público. 

Esta norma, sin duda, es uno de las más importantes en materia de 

derechos humanos en el país, única en su concepción en América Latina, pues 

por una parte, le otorga a los tratados internacionales en materia de derechos 

                                                 
172  En relación con esta clasificación general, véase: Rodolfo E. Piza R., Derecho internacional 
de los derechos humanos: La Convención Americana, San José 1989; y Carlos Ayala Corao, “La 
jerarquía de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos”, en El nuevo derecho 
constitucional latinoamericano, IV Congreso venezolano de Derecho constitucional, Vol. II, Caracas 
1996 y La jerarquía constitucional de los tratados sobre derechos humanos y sus consecuencias, 
México, 2003; Humberto Henderson, “Los tratados internacionales de derechos humanos en el 
orden interno: la importancia del principio pro homine”, en Revista IIDH, Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, No. 39, San José 2004, pp. 71 y ss. Véase también, Allan R. Brewer-Carías, 
Mecanismos nacionales de protección de los derechos humanos, Instituto Internacional de 
Derechos Humanos, San José, 2004, pp.62 y ss.  



humanos no sólo rango constitucional, sino rango supra constitucional, es decir, 

un rango superior respecto de las propias normas constitucionales, los cuales 

deben prevalecer sobre las mismas en caso de regulaciones más favorables a su 

ejercicio. Además, por otra parte, el artículo establece el principio de la aplicación 

inmediata y directa de dichos tratados por los tribunales y demás autoridades del 

país. Su inclusión en la Constitución, sin duda, fue un avance significativo en la 

construcción del esquema de protección de los derechos humanos, que se aplicó 

por los tribunales declarando la prevalencia de las normas de Convención 

Americana de Derechos Humanos en relación con normas constitucionales y 

legales. Fue el caso, por ejemplo, del derecho a la revisión judicial de sentencias, 

a la apelación o derecho a la segunda instancia que en materia contencioso 

administrativa se excluía en la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de 

Justicia de 1976,173 respecto de la impugnación de actos administrativos ante la 

Jurisdicción contencioso administrativa emanados de institutos autónomos o 

Administraciones independientes’. La Constitución de 1999 solo reguló como 

derecho constitucional el derecho de apelación en materia de juicios penales a 

favor de la persona declarada culpable (art. 40,1); por lo que en el mencionado 

caso de juicios contencioso administrativos, no existía una garantía constitucional 

expresa a la apelación, habiendo sido siempre declarada inadmisible la apelación 

contra las decisiones de única instancia de la Corte Primera de lo Contencioso. La 

aplicación del artículo 23 de la Constitución llevó finalmente a la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo, a resolver en 2000 la aplicación prevalente 

de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, considerando: 

”que el artículo 8, numerales 1 y 2 (literal h), de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, forma parte del ordenamiento 

constitucional de Venezuela; que las disposiciones que contiene, declaratorias 

del derecho a recurrir del fallo, son más favorables, en lo que concierne al 

goce y ejercicio del citado derecho, que la prevista en el artículo 49, numeral 1, 

de dicha Constitución; y que son de aplicación inmediata y directa por los 

                                                 
173  Véase los comentarios en Allan R. Brewer-Carías y Josefina Calcaño de Temeltas, Ley 
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1978.  



tribunales y demás órganos del Poder Público.”174.  

Sin embargo, en sentencia No. 1.939 de 18 de diciembre de 2008 (Caso 

Gustavo Álvarez Arias y otros) la Sala Constitucional al declarar inejecutable una 

sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de fecha 5 de agosto 

de 2008, dictada en el caso de los ex-magistrados de la Corte Primera de lo 

Contencioso Administrativo (Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo 

Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela), ha resuelto definitivamente que:  

“el citado artículo 23 de la Constitución no otorga a los tratados 

internacionales sobre derechos humanos rango “supraconstitucional”, por lo 

que, en caso de antinomia o contradicción entre una disposición de la Carta 

Fundamental y una norma de un pacto internacional, correspondería al Poder 

Judicial determinar cuál sería la aplicable, tomando en consideración tanto lo 

dispuesto en la citada norma como en la jurisprudencia de esta Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, atendiendo al contenido de 

los artículos 7, 266.6, 334, 335, 336.11 eiusdem y el fallo número 1077/2000 

de esta Sala.” 

                                                 
174  Sentencia No. 87 del 13 de marzo de 2000, Caso: C.A. Electricidad del Centro (Elecentro) y 
otra vs. Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia. 
(Procompetencia), en Revista de Derecho Público, No. 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2000, pp. 157. La Sala Constitucional incluso resolvió el caso estableciendo una interpretación 
obligatoria, que exigía la re-redacción de la Ley Orgánica, disponiendo lo siguiente: “En 
consecuencia, visto que el último aparte, primer párrafo, del artículo 185 de la Ley Orgánica de la 
Corte Suprema de Justicia, dispone lo siguiente: “Contra las decisiones que dicto dicho Tribunal en 
los asuntos señalados en los ordinales 1 al 4 de este artículo no se oirá recurso alguno”; visto que 
la citada disposición es incompatible con las contenidas en el artículo 8, numerales 1 y 2 (literal h), 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las cuales están provistas de jerarquía 
constitucional y son de aplicación preferente; visto que el segundo aparte del artículo 334 de la 
Constitución de la República establece lo siguiente: “En caso de incompatibilidad entre esta 
Constitución y una ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales, 
correspondiendo a los tribunales en cualquier causa, aun de oficio, decidir lo conducente”, ésta 
Sala acuerda dejar sin aplicación la disposición transcrita, contenida en el último aparte, primer 
párrafo, del artículo 185 de la Ley Orgánica en referencia, debiendo aplicarse en su lugar, en el 
caso de la sentencia que se pronuncie, de ser el caso, sobre el recurso contencioso administrativo 
de anulación interpuesto por la parte actora ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo 
(expediente N° 99-22167), la disposición prevista en el último aparte, segundo párrafo, del artículo 
185 eiusdem, y la cual es del tenor siguiente: ‘Contra las sentencias definitivas que dicte el mismo 
Tribunal ... podrá interponerse apelación dentro del término de cinco días, ante la Corte Suprema 
de Justicia (rectius: Tribunal Supremo de Justicia)’. Así se decide.” Idem p. 158 



 A los efectos de fundamentar su decisión, y rechazar la existencia de 

valores superiores no moldeables por el proyecto político autoritario, la Sala aclaró 

los siguientes conceptos:  

“Sobre este tema, la sentencia de esta Sala Nº 1309/2001, entre otras, 

aclara que el derecho es una teoría normativa puesta al servicio de la política 

que subyace tras el proyecto axiológico de la Constitución y que la 

interpretación debe comprometerse, si se quiere mantener la supremacía de la 

Carta Fundamental cuando se ejerce la jurisdicción constitucional atribuida a 

los jueces, con la mejor teoría política que subyace tras el sistema que se 

interpreta o se integra y con la moralidad institucional que le sirve de base 

axiológica (interpretatio favor Constitutione). Agrega el fallo citado: “en este 

orden de ideas, los estándares para dirimir el conflicto entre los principios y las 

normas deben ser compatibles con el proyecto político de la Constitución 

(Estado Democrático y Social de Derecho y de Justicia) y no deben afectar la 

vigencia de dicho proyecto con elecciones interpretativas ideológicas que 

privilegien los derechos individuales a ultranza o que acojan la primacía del 

orden jurídico internacional sobre el derecho nacional en detrimento de la 

soberanía del Estado”. 

 Concluye la sentencia que: “no puede ponerse un sistema de principios 

supuestamente absoluto y suprahistórico por encima de la Constitución” y que 

son inaceptables las teorías que pretenden limitar “so pretexto de valideces 

universales, la soberanía y la autodeterminación nacional”. 

 En el mismo sentido, la sentencia de esta Sala Nº 1265/2008 estableció 

que en caso de evidenciarse una contradicción entre la Constitución y una 

convención o tratado internacional, “deben prevalecer las normas 

constitucionales que privilegien el interés general y el bien común, debiendo 

aplicarse las disposiciones que privilegien los intereses colectivos…(…)  sobre 

los intereses particulares…” 175 

                                                 
175  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-1572.html 



En esta forma, la Sala Constitucional en Venezuela ha dispuesto una 

ilegítima mutación constitucional, reformando el artículo 23 de la Constitución al 

eliminar el carácter supranacional de la Convención Americana de Derechos 

Humanos en los casos en los cuales contenga previsiones más favorables al goce 

y ejercicio de derechos humanos respecto de las que están previstas en la propia 

Constitución.  

Debe advertirse, por otra parte, que tan se trata de una reforma 

constitucional ilegítima, que esa fue una de las propuestas de reforma que se 

formularon por el “Consejo Presidencial para la Reforma de la Constitución,” 

designado por el Presidente de la República,176 en informe de junio de 2007,177  en 

el cual, en relación con el artículo 23 de la Constitución, lo que se buscaba era 

eliminar totalmente la jerarquía constitucional de las previsiones de los tratados 

internacionales de derechos humanos y su prevalencia sobre el orden interno, 

proponiéndose la formulación de la norma sólo en el sentido de que: “los tratados, 

pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados por 

Venezuela, mientras se mantenga vigentes, forma parte del orden interno, y son 

de aplicación inmediata y directa por los órganos del Poder Público”. 

Esa propuesta de reforma constitucional que afortunadamente no llegó a 

cristalizar, era un duro golpe al principio de la progresividad en la protección de los 

derechos que se recoge en el artículo 19 de la Constitución, que no permite 

regresiones en la protección de los mismos.178 Sin embargo, lo que no pudo hacer 

el régimen autoritario mediante una reforma constitucional, la cual al final fue 

                                                 
176  Véase Decreto No. 5138 de 17-01-2007, Gaceta Oficial Nº 38.607 de 18-01-2007 
177  El documento circuló en junio de 2007 con el título Consejo Presidencial para la Reforma 
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, “Modificaciones propuestas”. El texto 
completo fue publicado como Proyecto de Reforma Constitucional. Versión atribuida al Consejo 
Presidencial para la reforma de la Constitución de la república Bolivariana de Venezuela, Editorial 
Atenea, Caracas 01 de julio de 2007, 146 pp.   
178  Véase esta proyectada reforma constitucional Allan R. Brewer-Carías, Hacia la 
consolidación de un Estado Socialista, Centralizado, Policial y  Militarista. Comentarios sobre el 
sentido y alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, 
No. 42, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 122 ss. 



rechazada por el pueblo, lo hizo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en su 

larga carrera al servicio del autoritarismo.179   

7.  La eliminación de la potestad de los jueces para aplicabilidad 

inmediata de los tratados internacionales en materia de derechos 

humanos 

En materia de derechos humanos, el articulo 23 de la Constitución no sólo 

otorga rango supraconstitucional a las normas de los tratados, pactos y 

convenciones internacionales relativos a derechos humanos suscritos y ratificados 

por Venezuela, “en la medida en que contengan normas sobre su goce y ejercicio 

más favorables a las establecidas en esta Constitución y en las leyes de la 

República”, lo que como antes se ha visto ya ha sido mutado ilegítimamente; sino 

que declara además expresamente que los mismos son “de aplicación inmediata y 

directa por los tribunales y demás órganos del Poder Público” (art. 23). 

Sobre esta norma, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, al 

reivindicar un carácter de máximo y último intérprete de la Constitución y de los 

tratados, pactos y convenios sobre derechos humanos que no tiene, pues todas 

las Salas del Tribunal Supremo lo tienen, ha establecido en sentencia Nº 1492 de 

15 de julio de 2003 (Caso: Impugnación de diversos artículos del Código Penal), 

que por adquirir los mencionados tratados jerarquía constitucional e integrarse a la 

Constitución vigente, “el único capaz de interpretarlas, con miras al derecho 

venezolano, es el juez constitucional, conforme al artículo 335 de la vigente 

Constitución, en especial, al intérprete nato de la Constitución de 1999, y, que es 

la Sala Constitucional, y así se declara”. De allí la Sala señaló que  

“es la Sala Constitucional quien determina cuáles normas sobre 

derechos humanos de esos tratados, pactos y convenios, prevalecen en el 

orden interno; al igual que cuáles derechos humanos no contemplados en los 

                                                 
179  Véase entre otros aspectos, los contenidos en el libro Allan R. Brewer-Carías, Crónica 
sobre la “In” Justicia Constitucional. La Sala Constitucional y el autoritarismo en Venezuela, 
Colección Instituto de Derecho Público, Universidad Central de Venezuela, No. 2, Caracas 2007. 



citados instrumentos internacionales tienen vigencia en Venezuela”180. 

Con esta decisión inconstitucional, la Sala Constitucional ha mutado 

ilegítimamente la Constitución, pues conforme a la norma de su artículo 23, esa 

potestad no sólo corresponde a la Sala Constitucional, sino a todos los tribunales 

de la República cuando actúen como juez constitucional, por ejemplo, al ejercer el 

control difuso de la constitucionalidad de las leyes o al conocer de acciones de 

amparo. La pretensión de la Sala Constitucional en concentrar toda la justicia 

constitucional no se ajusta a la Constitución y al sistema de justicia constitucional 

que regula, de carácter mixto e integral; y menos aún en materia de derechos 

humanos, cundo es la propia Constitución la que dispone que los tratados, pactos 

e instrumentos internacionales sobre derechos humanos ratificados por la 

República son “de aplicación inmediata y directa por los tribunales” (art. 23). 

8.  La negación del derecho ciudadano a la protección internacional de 

los derechos humanos y la “inejecutabilidad” de las sentencias de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos 

Pero además del desconocimiento del rango supra constitucional de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional en la 

sentencia indicada No. 1.939 de 18 de diciembre de 2008, que se identifica como 

Caso Gustavo Álvarez Arias y otros, cuando en realidad es el Caso: Estado 

venezolano vs. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha desconocido 

las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, declarándolas 

inejecutables, contrariando el régimen internacional de los tratados.  

Con dicha sentencia, dictada en juicio iniciado por la Procuraduría General 

de la República que es un órgano dependiente del Ejecutivo Nacional, la sala 

Constitucional declaró “inejecutable” en Venezuela la sentencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos de fecha 5 de agosto de 2008,” dictada en 

el caso de los ex-magistrados de la Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo (Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 

                                                 
180  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2003, pp. 135 ss..  



Administrativo”) vs. Venezuela). En dicha sentencia, la Corte Interamericana en 

demanda contra el Estado formulada por la Comisión Interamericana de derechos 

Humanos a petición de dichos ex magistrados de la Corte Primera de lo 

Contencioso Administrativo, decidió que el Estado Venezolano les había violado 

las garantías judiciales establecidas en la Convención Americana al haberlos 

destituido de sus cargos, condenando al Estado a pagar las compensaciones 

prescritas, a reincorporarlos en sus cargos o en cargos similares, y a publicar el 

fallo en la prensa venezolana.181 

Ahora bien, aparte de que el caso de la Convención Americana de 

Derechos Humanos una vez que los Estados Partes han reconocido la jurisdicción 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, conforme al artículo 68.1 de la 

Convención, los mismos “se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en 

todo caso en que sean partes;”182 es la propia Constitución la que ha garantizado 

expresamente en Venezuela el acceso de las personas a la protección 

internacional en materia de derechos humanos, con la obligación del Estado de 

ejecutar las decisiones de los órganos internacionales. A tal efecto el artículo 31 

de de la Constitución dispone: 

Artículo 31. Toda persona tiene derecho, en los términos establecidos por los 

tratados, pactos y convenciones sobre derechos humanos ratificados por la 

República, a dirigir peticiones o quejas ante los órganos internacionales creados para 

tales fines, con el objeto de solicitar el amparo a sus derechos humanos. 

El Estado adoptará, conforme a procedimientos establecidos en esta 

Constitución y en la ley, las medidas que sean necesarias para dar cumplimiento a las 

                                                 
181  Véase en www.corteidh.or.cr . Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie 
C No. 182. 
182  Como lo señaló la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la decisión del Caso 
Castillo Petruzzi, sobre “Cumplimiento de sentencia” del 7 de noviembre de 1999 (Serie C, núm. 
59), “Las obligaciones convencionales de los Estados parte vinculan a todos los poderes y órganos 
del Estado,” (par. 3) agregando “Que esta obligación corresponde a un principio básico del derecho 
de la responsabilidad internacional del Estado, respaldado por la jurisprudencia internacional, 
según el cual los Estados deben cumplir sus obligaciones convencionales de buena fe (pacta sunt 
servanda) y, como ya ha señalado esta Corte, no pueden por razones de orden interno dejar de 
asumir la responsabilidad internacional ya establecida.” (par. 4). Véase en Sergio García Ramírez 
(Coord.), La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Universidad 
Nacional Autónoma de México, Corte Interamericana de Derechos Humanos, México, 2001, pp. 
628-629 



decisiones emanadas de los órganos internacionales previstos en este artículo. 

No han faltado Estados, sin embargo, que se hayan rebelado contra las 

decisiones de la Corte Interamericana y hayan pretendido eludir su 

responsabilidad en el cumplimiento de las mismas. La sentencia de la Corte 

Interamericana en el Caso Castillo Petruzzi de 30 de mayo de 1999 (Serie C, núm. 

52), es prueba de ello, pues después de que declarar que el Estado peruano había 

violado en un proceso los artículos 20; 7.5; 9; 8.1; 8.2.b,c,d y f; 8.2.h; 8.5; 25; 7.6; 

5; 1.1 y 2,183 la Sala Plena del Consejo Supremo de Justicia Militar del Perú se 

negó a ejecutar el fallo, considerando que la misma desconocía la Constitución 

Política del Perú y la sujetaba a “la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en la interpretación que los jueces de dicha Corte efectúan ad-libitum en 

esa sentencia.”184 

Ahora le ha correspondido a Venezuela seguir los pasos del régimen 

autoritario del Presidente Fujimori en el Perú, y la Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo también ha declarado en la mencionada decisión No 1.939 de 18 de 

                                                 
183  Como consecuencia, en la sentencia la Corte Interamericana declaró “la invalidez, por ser 
incompatible con la Convención, del proceso en contra de los señores Jaime Francisco Sebastián 
Castillo Petruzzi” y otros, ordenando “que se les garantice un nuevo juicio con la plena observancia 
del debido proceso legal,” y además, “al Estado adoptar las medidas apropiadas para reformar las 
normas que han sido declaradas violatoria de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en la presente sentencia y asegurar el goce de los derechos consagrados en la Convención 
Americana sobre derechos Humanos a todas las personas que se encuentran bajo su jurisdicción, 
sin excepción alguna.” Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-
2008-08-1572.html  
184  Precisamente frente a esta declaratoria por la Sala Plena del Consejo Supremo de Justicia 
Militar del Perú sobre la inejecutabilidad del fallo de 30 de mayo de 1999 de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el Perú, fue que la misma Corte Interamericana dictó el 
fallo subsiguiente, antes indicado, de 7 de noviembre de 1999, declarando que “el Estado tiene el 
deber de dar pronto cumplimiento a la sentencia de 30 de mayo de 1999 dictada por la Corte 
Interamericana en el caso Castillo Petruzzi y otros.” Sergio García Ramírez (Coord.), La 
Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Universidad Nacional Autónoma 
de México, Corte Interamericana de Derechos Humanos, México, 2001, p. 629 Ello ocurrió durante 
el régimen autoritario que tuvo el Perú en la época del Presidente Fujimori, y que condujo a que 
dos meses después de dictarse la sentencia de la Corte Interamericana del 30 de mayo de 1999, el 
Congreso del Perú aprobase el 8 de julio de 1999 el retiro del reconocimiento de la competencia 
contenciosa de la Corte, lo que se depositó al día siguiente en la Secretaría General de la OEA/ 
Este retiro fue declarado inadmisible por la propia Corte Interamericana, en la sentencia del caso 
Ivcher Bronstein de 24 de septiembre de 1999, considerando que un “Estado parte sólo puede 
sustraerse a la competencia de la Corte mediante la denuncia del tratado como un todo.” Idem, pp. 
769-771. En todo caso, posteriormente en 2001 Perú derogó la Resolución de julio de 1999, 
restableciéndose a plenitud la competencia de la Corte interamericana para el Estado  
 



diciembre de 2008 (Caso Abogados Gustavo Álvarez Arias y otros), como 

“inejecutable” la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

Primera de 5 de agosto de 2008 en el caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera 

de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela acusando a la Corte 

Interamericana de haber usurpado el poder del Tribunal Supremo.185 

En su decisión, la Sala Constitucional, citando la previa decisión No. 1.942 

de 15 de julio de 2003, y considerando que se trataba de una petición de 

interpretación formulada por la República, precisó que la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, no podía “pretender excluir o desconocer el ordenamiento 

constitucional interno,” y que había dictado “pautas de carácter obligatorio sobre 

gobierno y administración del Poder Judicial que son competencia exclusiva y 

excluyente del Tribunal Supremo de Justicia” y establecido “directrices para el 

Poder Legislativo, en materia de carrera judicial y responsabilidad de los jueces, 

violentando la soberanía del Estado venezolano en la organización de los poderes 

públicos y en la selección de sus funcionarios, lo cual resulta inadmisible.” Acusó 

además, a la Corte Interamericana de haber utilizado su fallo “para intervenir 

inaceptablemente en el gobierno y administración judicial que corresponde con 

carácter excluyente al Tribunal Supremo de Justicia,” argumentando que con la 

“sentencia cuestionada” la Corte Interamericana pretendía “desconocer la firmeza 

de decisiones administrativas y judiciales que han adquirido la fuerza de la cosa 

juzgada, al ordenar la reincorporación de los jueces destituidos.”  Para realizar 

estas afirmaciones, la Sala Constitucional recurrió como precedente para 

considerar que la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos era 

inejecutable en Venezuela, precisamente la decisión antes señalada de 1999 de la 

Sala Plena del Consejo Supremo de Justicia Militar del Perú, que consideró 

                                                 
185  El tema, ya lo había adelantado la Sala Constitucional en su conocida sentencia No. 1.942 
de 15 de julio de 2003 (Caso: Impugnación de artículos del Código Penal, Leyes de desacato) 
(Véase en Revista de Derecho Público, No. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, 
pp. 136 ss.) en la cual al referirse a los Tribunales Internacionales “comenzó declarando en 
general, que en Venezuela “por encima del Tribunal Supremo de Justicia y a los efectos del 
artículo 7 constitucional, no existe órgano jurisdiccional alguno, a menos que la Constitución o la 
ley así lo señale, y que aun en este último supuesto, la decisión que se contradiga con las normas 
constitucionales venezolanas, carece de aplicación en el país, y así se declara.” 
 



inejecutable la sentencia de la Corte Interamericana de 30 de mayo de 1999, 

dictada en el caso: Castillo Petruzzi y otro. 

Pero no se quedó allí la Sala Constitucional, sino en una evidente 

usurpación de poderes, ya que las relaciones internacionales es materia exclusiva 

del Poder Ejecutivo, solicitó instó “al Ejecutivo Nacional proceda a denunciar esta 

Convención, ante la evidente usurpación de funciones en que ha incurrido la Corte 

Interamericana de los Derechos Humanos con el fallo objeto de la presente 

decisión; y el hecho de que tal actuación se fundamenta institucional y 

competencialmente en el aludido Tratado.” 

Así concluyó el proceso de desligarse de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, y de la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos por parte del Estado Venezolano, utilizando para ello a su propio 

Tribunal Supremo de Justicia.  

Debe recordarse en efecto, que en esta materia la Sala Constitucional 

también ha dispuesto una ilegítima mutación constitucional, reformando el artículo 

23 de la Constitución en la forma cómo se pretendía en 2007 en la antes 

mencionada propuesta del “Consejo Presidencial para la Reforma de la 

Constitución,” designado por el Presidente de la República, al buscar agregar al 

artículo 23 de la Constitución, también en forma regresiva, que “corresponde a los 

tribunales de la República conocer de las violaciones sobre las materias reguladas 

en dichos Tratados”, con lo que se buscaba establecer una prohibición 

constitucional para que la Corte Interamericana de Derechos Humanos pudiera 

conocer de las violaciones de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Es decir, con una norma de este tipo, Venezuela hubiera quedado excluida 

constitucionalmente de la jurisdicción de dicha Corte internacional y del sistema 

interamericano de protección de los derechos humanos.186 

En esta materia, también, lo que no pudo hacer el régimen autoritario 

mediante una reforma constitucional, la cual al final fue rechazada por el pueblo, lo 

                                                 
186  Véase sobre esta proyectada reforma constitucional Allan R. Brewer-Carías, Hacia la 
consolidación de un Estado Socialista, Centralizado, Policial y  Militarista. Comentarios sobre el 
sentido y alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, 
No. 42, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, p. 122. 



hizo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en su ya larga carrera al servicio 

del autoritarismo. 

New York, Mayo 2009 
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